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Al  problema  de  la  libertad  religio- 
sa y  de  las  relaciones  entre  la  Igle- 
sia y  el  Estado,  siempre  de  gran  ac- 
tualidad, han  dado  particular  inte- 
rés, de  una  parte,  la  cruel  persecución 
declarada  contra  toda  religión,  pero 
especialmente  contra  el  cristianismo 
y,  sobre  todo,  contra  la  Iglesia  católi- 
ca, por  el  comunismo  y  el  nacismo  ale- 
mán, y  las  resistencias  opuestas  por 
otros  movimientos  nacionalistas  y  ra- 
cistas a  la  predicación  evangélica;  y, 
de  otra  parte,  la  intensificación  de  esa 
conciencia  de  personalidad  o  dignidad 
humana,  características  de  nuestro 
tiempo,  que  en  el  orden  político  anhe- 
la estructuras  de  libertad  y  siente  más 
el  contraste  de  la  servidumbre. 

La  situación  jurídica  española  de  es- 
tos últimos  veinte  años,  referente  al 
aspecto  religioso,  es,  en  lo  sustancial, 
la  misma  anterior  a  la  segunda  repú- 
blica; pero,  no  obstante,  ha  contribuí- 
do  también  a  actualizar  el  problema 
de  la  libertad  religiosa,  porque  ha  pro- 
porcionado materia  de  reflexión  y  dis- 
cusión a  muchos  escritores  extranjeros 
que,  por  vivir  en  países  de  pluralismo 
religioso,  han  tenido  mayor  dificultad 
en  comprender  la  razón  de  ciertas  li- 
mitaciones impuestas  en  el  nuestro  a 
los  no  católicos,  y  han  abogado  por- 
que desaparezcan. 

El  P.  Guerrero,  tan  conocido  por  sus 
sólidos  y  transparentes  escritos  en  ma- 
teria de  libertad  de  enseñanza  y  de 
Prensa,  ha  vivido  también  estos  años 
muy  al  tanto  de  este  apasionante  pro- 
blema, como  lo  prueban  sus  muchos 
artículos  en  Razón  y  Fe  y  otras  revis- 
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PROLOGO 


pensamiento  ortodoxo  sobre  si  el  Estado  ha  de 
ser  o  no  confesional  y  en  qué  sentido,  está  ex- 
presado, a  mi  parecer,  con  claridad  y  precisión  en 
las  fuentes  de  la  doctrina  católica.  Con  tal  claridad 
y  precisión  que  podría  uno  maravillarse  de  algunas 
de  las  actuales  discusiones  acerca  del  particular 
entre  católicos,  si  no  considerara  la  facilidad  con 
que  se  disiente  cuando  se  trata  de  temas,  por 
una  parte,  relacionados  con  la  política,  y,  en  con- 
secuencia, apasionadamente  controvertidos  en  di- 
ferentes fases  de  la  vida  de  la  Iglesia;  y,  por  otra, 
incapaces  de  ser  tratados  con  técnica  de  expresio- 
nes exactas  que  hagan  imposible  la  diversidad  de 
interpretación. 

No  estuvo  ausente  nuestra  pluma  de  esas  con- 
troversias desde  1948;  y  esa  participación  nos  hizo 
alguna  vez  pensar  en  la  conveniencia  de  un  estu- 
dio completo  y  sistemático  que,  teniendo  en  cuenta 
los  diversos  aspectos  del  problema  y  la  variedad 
de  puntos  de  vista  y  de  opiniones,  tratara  de  ofre- 
cer una  síntesis  objetiva,  clara  y  razonada,  de  la 
verdad  católica. 
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Nuestros  mismos  escritos  y  las  numerosas  con- 
versaciones sobre  el  tema,  en  estos  últimos  doce 
años,  con  doctos  en  la  materia,  nos  habrían  facili- 
tado ese  estudio;  pero  requería  reposada  medita- 
ción; y  las  mil  incumbencias  de  la  redacción  de 
una  revista  como  Razón  y  Fe,  y  otras  ocupaciones, 
domésticas  y  forasteras,  en  este  Madrid  tan  poco 
respetuoso  del  tiempo  de  estudio,  no  nos  han  per- 
mitido disfrutar  del  necesario  para  trabajar  con  la 
debida  calma  y  holgura  en  obra  tan  importante. 

Esperamos  que  la  divina  Providencia  nos  lo  ha 
de  facilitar,  y  pronto.  Pero  entre  tanto  hemos  creí- 
do que  la  publicación,  en  el  presente  libro,  de  algu- 
nos artículos,  o  de  parte  de  ellos,  ya  aparecidos  en 
Razón  y  Fe  desde  1948  a  1955,  en  la  unidad  de 
una  obra  lógicamente  estructurada,  y  no  de  una 
simple  colección,  sería  útil  a  quienes  de  este  asun- 
to se  preocupan. 

Asi  nos  lo  persuade  no  sólo  el  parecer  de  perso- 
nas competentes,  deseosas  de  esa  publicación — por 
estimar,  acaso  con  algún  exceso  de  benevolencia, 
en  mucho  esos  artículos,  y  saber  que  aun  los  mejo- 
res, no  recogidos  en  libros  posteriores,  duermen  el 
sueño  sepulcral  en  los  estantes  de  las  revistas  en- 
cuadernadlas, sin  que  nadie  los  recuerde  fuera  de 
algún  raro  especialista — ,  sino  el  propio  convenci- 
miento de  que  en  tales  escritos  se  contiene  real- 
mente, y  vitalizado  por  el  aire  de  la  circunstancia 
actual,  lo  principal  que  los  tratadistas  del  tema 
han  escrito  de  valor  perenne  o,  al  menos,  digno  de 
ser  considerado  por  quien  asume  la  tarea  de  poner 
en  claro  la  verdad,  en  el  orden  de  los  principios  y 
de  sus  aplicaciones  a  la  variadísima  realidad. 
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Los  tres  artículos  que,  levemente  modificados  en 
algunos  detalles,  constituyen  el  fondo  de  este  libro, 
fueron  publicados  en  Razón  y  Fe  en  noviembre 
de  1950,  enero  y  febrero  de  1951,  bajo  el  titulo  <^El 
Estado  laico  como  ideal  cristiano».  Pero  se  añaden 
algunos  extractos  de  otros,  anteriores  y  posteriores, 
y  ciertos  pasajes  expresamente  compuestos  pura 
esta  edición. 

Como  los  mencionados  tres  artículos  forman 
una  perfecta  unidad  lógica,  y  las  demás  adiciones 
se  insertan  como  complemento  o  aclaración  de  lo 
que  en  ellos  se  contiene  o  se  alude,  puede  afirmar- 
se que  el  presente  volumen  no  es  una  colección  de 
artículos  inconexos,  sino  un  libro  con  perfecta  uni- 
dad y  apretada  estructura. 

Posee  además,  a  nuestro  parecer,  la  suficiente 
integridad  para  suministrar  al  lector  atento  y  ca- 
pacitado un  exacto  conocimiento  de  lo  que  piensa 
la  Iglesia  sobre  la  confesionalidad  del  Estado. 

Lo  presentamos,  pues,  a  la  benevolencia  pública, 
conscientes  de  su  imperfección,  pero  también  de  su 
utilidad;  y  nos  parece  poder  asegurar  que  quien, 
con  seriedad  y  amor  de  la  verdad,  lo  lea,  hallará 
en  él  mucho  de  lo  que  busca,  si  no  todo,  y  orienta- 
ción para  seguir  buscando  hasta  conseguir  lo  que 
aquí  no  hallare. 

Objetivo  fundamental  del  libro  es  proponer  y 
valorar  el  pensamiento  de  los  señores  Vialatoux  y 
Latreille,  sobre  la  laicidad  y  la  confesionalidad  del 
Estado,  tal  como  apareció  en  la  revista  francesa 
Esprit  (octubre  1949),  por  ser  éstos  los  escritores 
que,  a  mi  parecer,  han  defendido  la  primera  y  com- 
batido la  segunda  con  mayor  apariencia  de  razón. 
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y  mejor  representan  cierta  ideología  actual  que  po- 
díamos denominas  catolicismo  progresista.  Pero 
creo  sinceramente  que  tal  examen  crítico  es  en  rea- 
lidad una  exposición  y  justificación  de  la  doctrina 
católica  sobre  punto  tan  importante,  siempre  ac- 
tual y  más  aún  en  el  presente  momento  histórico. 

Empezamos  por  presentar  un  detallado  resumen 
del  razonamiento  de  Vialatoux  y  Latreille  en  favor 
de  la  laicidad  del  Estado,  como  situación  ideal  exi- 
gida por  la  naturaleza  de  las  cosas  y  objeto  de  la 
intención  divina  (cap.  1);  lo  discutimos  después  en 
cada  una  de  sus  partes  (cap.  2);  exponemos  en  se- 
guida la  mente  de  los  Padres  y  de  los  Papas,  hasta 
Pío  XII  inclusive  (caps.  3  y  4);  y,  finalmente,  res- 
pondemos a  algunas  dificultades  y  aclaramos  cier- 
tas confusiones  (cap.  5). 

Un  extenso  Apéndice  ilustra  y  justifica  la  situa- 
ción de  los  protestantes  en  España. 

El  resultado  será,  como  esperamos,  una  plena 
convicción  de  que  el  Estado,  según  el  ideal  divino, 
no  ha  de  ser  laico  o  neutro,  sino  confesional,  y,  en 
principio,  católico,  y  una  idea  clara  y  precisa  del 
sentido  de  esa  confesionalidad  católica. 

Madrid,  1  de  enero  de  1960. 


Capítulo  I 


PENSAMIENTO  DE  J.  VIALATOUX 
Y  A.  LATREILLE 
SOBRE  LA  CONFESIONALIDAD  DEL  ESTADO 


EN  Esprit,  octubre  de  1949,  se  publicó  un  artículo 
firmado  por  J.  Vialatoux  y  A.  Latreille  que,  a 
mi  juicio,  es  el  esfuerzo  dialéctico'  de  mayor  po- 
tencia hecho  por  católicos  para  legitimar  la  laici- 
dad del  Estado  como  régimen  no  sólo  más  adecua- 
do en  los  tiempos  presentes,  sino  el  único  apto  para 
garantizar  la  libertad  religiosa  promulgada  por  el 
mismo  Cristo. 

Para  que  nuestros  lectores  puedan  apreciar 
mejor  la  eficacia  de  la  crítica  a  que  lo  vamos  a  so- 
meter en  este  estudio,  será  de  utilidad  un  detallado 
resumen  de  su  contenido,  hecho,  en  cuanto  sea  po- 
sible, con  las  mismas  palabras  de  ambos  escritores. 

Hoy,  dicen,  la  unidad  nacional  se  realiza  fuera 
del  plano  religioso,  en  el  de  los  derechos  y  valores 
puramente  naturales.  Puede  darse  esta  unidad  con 
diversas  confesiones  religiosas.  Sencillamente,  el 
valor  religioso  no  entra  en  el  concepto  de  ciuda- 
dano. 


10 


EUSTAQUIO  GUERRERO,  S.  J. 


Los  católicos  que  estimen  todo  esto  incompati- 
ble con  el  dogma  serán,  por  principio,  intolerantes; 
aunque  en  la  vida  práctica  colaboren  con  los  lai- 
cistas— partidarios  del  Estado  laico — ,  lo  harán 
siempre  con  dolorosas  reservas. 

Si  estos  católicos  llevaran  razón,  habría  que 
confesar  que  «hay  una  radical  oposición  entre  el 
catolicismo  y  la  mentalidad  moderna»,  según  la 
cual  «es  una  verdad  cada  día  más  afirmada  en  la 
humana  conciencia  que  el  Estado  debe  ser  laico,  que 
esta  laicidad  marca  un  progreso,  y  que  todo  hom- 
bre libre  puede  y  debe  reconocer  y  defender  este 
progreso»  (1). 

Que  esta  verdad  tan  afirmada  sea  verdadera  ver- 
dad es  lo  que  intentan  demostrar  Vialatoux  y  La- 
treille  en  los  tres  largos  párrafos  de  su  artículo. 

La  laicidad  del  Estado  es  exigencia 
cristiana. 

La  laicidad — no  el  laicismo,  que  es  sectarismo — 
es  la  proyección  jurídica  de  la  viva  conciencia  social 
de  que  el  acto  de  fe  religiosa  es  libre.  La  laicidad 
es  la  garantía  de  esa  libertad.  En  ella  se  afirma  la 
distinción  radical  entre  Estado  e  Iglesia.  La  Iglesia 
cuida  de  la  fe  religiosa.  El  Estado  no  la  exige  para 
nada,  ni  la  tiene  en  cuenta,  pero  garantiza  su  liber- 
tad (2). 

Si  es  así,  «la  laicidad  del  Estado,  en  su  espíritu, 
representa  la  realización  de  un  postulado  cristiano: 


(1)  «Esprit»,  octubre  1949.  pág.  522. 

(2)  Ibid.,  págs.  523-524. 
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el  del  respeto  de  las  conciencias  y  de  la  tolerancia 
que  de  ese  respeto  se  deriva»  (3).  «Cristo  mismo  ha 
sentado  el  principio  de  la  laicidad  cuando  ha  di- 
cho: Dad  al  César  lo  que  es  del  César  y  a  Dios  lo 
que  es  de  Dios».  Es  lo  que  afirma  J.  Rolin  en  Etudes 
de  octubre  de  1946:  «La  laicidad...  aparece  como 
exactamente  conforme  al  principio  evangélico  de  la 
distinción  entre  Dios  y  el  César.» 

'  «El  principio  de  la  laicidad  ha  sido  traido  por  el 
cristianismo,  cuando  se  ha  presentado  como  esen- 
cialmente sobrenatural,  procedente  de  lo  alto  e  irre- 
ductible a  los  esfuerzos  humanos»  (4). 

«Es  chocante  ver  cuán  poco  espera  San  Pablo  del 
Estado  en  la  predicación  del  Evangelio»  (5). 

Pero  desde  Constantino  hasta  la  Edad  Media  in- 
clusive, se  coordinaron  las  dos  potestades,  con  re- 
cíprocas intrusiones,  y  lamentable  confusión.  Esta 
confusión  ha  sido  causa  de  muchos  males;  y  lo  ha 
sido  también  de  que  los  católicos  no  vieran  lo  bueno 
que  había  en  la  laicidad  antirreligiosa  de  los  tiem- 
pos modernos,  y  cómo  «este  sentido  de  la  libertad 
religiosa,  que  es  parte  integrante  del  patrimonio 
cristiano,  aún  podía  ser  afirmado  y  salvaguardado 
por  la  distinción  de  los  dos  poderes»  (6). 

«A  medida  que  el  hombre  adquiría  más  viva  con- 
ciencia de  su  situación  en  este  mundo  y  confiaba  en 
la  iniciativa  de  su  propio  consejo,  y  la  vida  nacio- 
nal era  el  ambiente  en  que  se  cultivaba  su  vida  es- 
piritual natural,  fatalmente  había  de  quererse  laico. 


(3)  «Esprib>.  octubre  1949,  pág.  524. 

(4)  ma.,  págs.  524-525. 

(5)  IbUi.,  pág.  525.  Véanse  también  las  notas. 

(6)  Ibia.,  pág.  526. 
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El  catolicismo  actual  puede  y  debe  comprender  esta 
necesidad  histórica.  El  Estado  laico  expresa  en  sus 
instituciones  la  vivencia  generalizada  de  la  libertad 
religiosa;  corresponde  a  una  civilización  que  ha 
adquirido  conciencia  intensa  de  esa  libertad  y,  por 
lo  mismo,  de  la  originalidad  de  esta  religión»  (7). 

La  laicidad  moderna  ha  obrado  mal,  porque  era 
laicismo,  antirreligión.  Pero  la  laicidad  pura  no  lo 
es,  y  los  católicos  «quizá  la  reconozcan  como  traída 
por  el  mismo  Cristo»  (8). 

El  Estado  laico  no  puede  ser  totalitario,  y  eso  por 
deñnición,  pues  reconoce  sus  límites  en  materia  re- 
ligiosa (9). 

Por  eso  mismo  asegura  la  libertad  religiosa  y  fa- 
cilita a  todos  que  se  propongan  y  se  resuelvan  el 
problem.a  religioso,  y  vivan  conforme  a  la  solución 
que  se  den  (10).  Esta  laicidad  debe  ser,  no  tolerada, 
sino  defendida. 

Replicando  a  los  argumentos  con  que  el  P.  Mont- 
cheuil,  S.  J.,  prueba  que  el  ideal  no  es  esa  laicidad, 
sino  la  unidad  religiosa  católica  y  el  Estado  católi- 
co, que,  es  claro,  sólo  se  puede  dar  en  una  nación 
totalmente  católica,  afirman,  entre  otras  cosas  de 
menos  importancia,  las  siguientes: 

a)  Una  nación,  aun  unánimemente  católica,  no 
querrá  que  el  Estado  lo  sea,  si  tiene  la  idea  de  que 
la  libertad  es  un  supremo  valor  que  en  modo  algu- 
no puede  violarse,  y  se  violaría  si  el  Estado  pudiera 


(7)  «Esprit»  octubre  1949,  pág.  526. 

(8)  Ibid.,  pág.  526. 

(9)  Ibid.,  pág.  527. 

(10)  Ibid.,  págs.  527-529. 
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mandar  jurídicamente  a  los  no  católicos  que  asis- 
tan a  ceremonias  religiosas,  etc.  (11). 

b)  Con  el  Estado  católico  se  violaría  la  libertad, 
aun  en  el  caso  de  que  no  hubiera  ni  un  solo  acatólico 
en  la  nación;  porque  se  quitaría  la  libertad  de  per- 
der la  fe.  «Si  uno  siquiera  perdiera  la  fe,  en  este 
Estado  oficialmente  católico,  por  el  mism.o  caso  su 
libertad  se  hallaría  lastimada,  sin  que  pueda  du- 
darse de  que  habría  m.uchas  probabilidades  de  que 
en  una  nación — totalmente  católica — ,  que  por  hi- 
pótesis no  poseería  aún  el  sentido  de  la  libertad,  se 
viera  tratado  como  enemigo  del  cuerpo  social»  (12). 

c)  Los  católicos  deben  desear  que  todos  sean 
católicos,  pero  tienen  «una  razón  para  no  querer 
un  Estado  confesional,  y  es  su  amor  a  la  libertad 
religiosa,  que,  como  saben,  no  está  jurídicamente 
asegurada  sino  por  la  distinción  entre  Iglesia  y  Es- 
tado; otra  razón  es  su  voluntad  de  respetar  al  acto 
de  fe  su  originalidad,  la  cual  no  puede  expresarse 
y  garantizarse  sino  por  la  originalidad  total  de  la 
Iglesia,  correspondiendo  en  un  plano  superior  a  un 
Estado  que  en  el  plano  inferior  se  limita  a  expresar 
la  libertad  abierta  del  hombre».  Así  que  este  «pro- 
blema no  puede  proponerse  en  términos  de  verdad, 
si  no  se  propone  en  el  plano  de  la  libertad»  (13). 

d)  El  ideal  «intelectual  de  la  unión  de  los  espí- 
ritus es  un  ideal  lejano»,  cuya  «realización  perfecta 


(11)  «Esprit»  octubre  1949,  pág.  533.  Obsérvese  aquí  que  para 
estos  señores  ser  Estado  católico  implica  mandar  a  los  acatólicos 
que  asistan  a  las  funciones  religiosas  de  los  católicos,  y  cosas  se- 
mejantes. Claro  está  que  a  un  Estado  católico  no  le  corresponde  tal 
función.  Ya  explicaremos  m.ás  adelante  cuáles  son  las  notas  carac- 
terísticas del  Estado  católico. 

(12)  Ibid. 

(13)  Ibíd.,  pág.  533. 
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no  es  de  este  mundo»,  «un  mito  soreliano  destinado 
a  orientar  el  pensamiento  y  la  acción  de  los  fieles, 
no  un  plan  realizable  de  una  vez  para  siempre  en 
la  historia».  En  cambio,  «el  ideal  de  respeto  a  las 
libertades  es  un  ideal  inmediato,  realizable  cada 
día». 

e)  En  la  perspectiva  de  tesis  e  hipótesis  de  cier- 
tos católicos,  la  libertad  aparece  como  un  compro- 
miso forzado  por  causa  del  escepticismo  religioso; 
una  tolerancia  mal  soportada;  pero  en  la  perspecti- 
va de  la  libertad  no  hay  transacción  ni  compromiso ; 
sino  que  «conservando  la  verdad  íntegra,  y  afirman- 
do que  sólo  ella  salvará  las  naciones,  se  mantienen, 
por  respeto  de  la  libertad  del  acto  de  fe,  todas  las 
condiciones  exigidas  por  esa  libertad.  Y,  desde  lue- 
go, no  será  más  y  mejor  tolerante  el  más  escéptico, 
sino  el  que  siente  más  el  valor  de  la  libertad». 

Esas  condiciones  necesarias  se  resumen  en  la 
laicidad  del  Estado.  Esa  laicidad  «no  contiene  nin- 
gún germen  de  liberalismo  doctrinal;  no  afirma  que 
todas  las  religiones  son  buenas.  Sólo  afirma  la  li- 
bertad del  acto  de  fe»  (14). 

«Así  que  desde  que  se  piensa  que  la  tesis  (Estado 
cristiano)  puede  verificarse  en  el  mundo  como  ideal 
cristiano,  se  niega  la  libertad  religiosa  y  se  cae  en 
un  mesianismo  temporal,  que  es  la  perpetua  tenta- 
ción del  hombre  religioso.» 

«Ciertamente,  la  división  de  los  espíritus  es  un 
mal,  y  es  preciso  que  los  cristianos,  mediante  medios 
apostólicos,  se  esfuercen  por  disminuirlo.  Pero  así 
como  el  que  pretendiera  impedir  el  error  vendría  a 


(14)    «Esprit»,  octubre  1949,  pág.  534. 
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ahogar  el  espíritu  y  suprimiría  la  posibilidad  prác- 
tica de  descubrir  la  verdad,  así,  el  que  pretendiera 
impedir  la  herejía  (o  la  incredulidad),  enrarecién- 
dole el  aire  en  la  comunidad  nacional,  atentaría 
contra  la  misma  libertad  y  contra  el  valor  de  la  en- 
trega de  sí  que  implica  el  acto  de  fe»  (15). 

f)  En  lo  que  sigue,  páginas  535-536,  no  hay  des- 
perdicio, La  suma  son  estas  proposiciones:  La  so- 
ciedad o  Estado  laico  representa  un  progreso.  El 
Estado  laico  no  sólo  no  implica  liberalismo  conde- 
nado por  la  Iglesia,  sino  que  implica  respeto  a  la 
libertad  de  la  fe  cristiana.  La  religión  no  es  asunto 
sólo  privado,  sino  público,  comunitario;  pero  la  co- 
munidad religiosa  no  es  el  Estado,  no  es  la  nación, 
sino  la  Iglesia.  La  religión  se  expresa  por  acciones 
de  la  Iglesia,  no  del  Estado.  «Las  acciones  de  la  na- 
ción son  puramente  expresión  de  la  vida  natu- 
ral» (16). 

Finalmente  se  objetan:  a  lo  menos  en  un  plano 
puramente  natural  parece  que  debe  haber  Estado 
confesional,  pues  la  vida  natural  contiene  la  reli- 
gión,  y  el  Estado  debe  ser  expresión  de  esa  vida  na- 
tural. 

Responden  lo  siguiente: 

1.  "^  El  conocimiento  de  pura  razón  y  necesario 
de  la  religión  natural  es  imperfectísimo,  y  no  sa- 
bemos en  realidad  a  qué  se  extiende  ese  conoci- 
miento. 

2.  ^  El  Estado  no  tiene  obligación  como  tal  Es- 
tado de  practicar  una  verdadera  religión  ni  natural 


(15)  «Esprit»,  octubre  1949,  pág.  535. 

(16)  Ibía.,  págs.  535-536. 
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ni  sobrenatural,  sino  que  más  bien  debe  no  practi- 
car ninguna,  para  que  asi  haya  garantía  de  libertad. 


El  reconocimiento  práctico  de  esa  lai- 
cidad   resoivería    g^raves  problemas 
planteados  hoy  a  la  Iglesia. 

r  Si  las  instituciones  nacionales  son  cristianas 
— Estado  católico—  «la  libertad  se  cree  violada» 
(como  antes  se  explicó).  Pero  si  las  instituciones  re- 
husan ser  cristianas,  pronto  cesarán  de  ser  pura  y 
completamente  hum.anas,  pues  sin  cristianismo  no 
hay  auténtico  humanismo. 

¿Cómo  se  resuelve  este  dilema?  Metiéndose  los 
cristianos  en  las  instituciones  e  influyendo  por  que 
se  conserven  abiertas  y  humanas,  esto  es,  auténti- 
camente laicas.  Los  cristianos,  en  esas  instituciones, 
deben  tutelar,  autenticar,  acreditar  la  laicidad,  que 
es  el  ideal. 

Mas  para  lograrlo  es  menester  que  en  las  insti- 
tuciones trabajen  todos,  no  sólo  los  cristianos.  Si 
trabajan  sólo  los  cristianos^  «habrá  peligro  de  que 
ellos  impregnen  con  su  fe  las  instituciones;  aun  in- 
conscientemente. Y  al  revés,  si  ellos  no  están  pre- 
sentes, habrá  peligro  de  que  los  incrédulos  las  im- 
pregnen con  su  incredulidad,  su  escepticismo;  sien- 
do así  que  esas  instituciones  deben  expresar  todo  el 
espíritu»  (17). 

«No  decimos  que  esta  mezcla  (de  creyentes  y  no 
creyentes)  sea  absolutamente  buena;  sería  mejor 


(VI)    «Esprit»,  octubre  1949,  págs.  534-540. 
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que  todos  tuvieran  la  misma  fe;  pero  en  las  condi- 
ciones humanas  terrestres,  esta  mezcla  es  el  am- 
biente donde  la  libertad  podrá  desarrollarse»  (18). 

Los  católicos  deben  actuar  así,  no  con  la  dispo- 
sición de  ánimo  de  quien  dice  que  «una  auténtica 
laicidad  es  aceptable  para  la  Iglesia».  Esto  es  pura- 
mente negativo,  es  «suponer  que  el  catolicismo  no 
quiere  plenamente  esa  laicidad,  y  que,  en  todo  caso, 
la  tolera  esperando  el  dia  en  que  podrá  suprimirla 
en  nombre  de  su  religión». 

«Es  preciso  decir  que  una  auténtica  laicidad  es 
deseada  y  querida  por  el  cristianismo,  así  por  las 
ventajas  que  de  ella  reportan  la  vida  humana  y  la 
civilización,  como  por  las  que  reporta  la  vida  de 
fe»  (19). 

Esa  laicidad  ideal  implicaría  la  resolución  de  va- 
rios problemas  que  tiene  planteados  la  Iglesia: 

1.  °  El  de  las  ocupaciones  profanas  que  le  con- 
sumen tanta  actividad  y  que  hacen  que  sus  sacer  - 
dotes no  se  ocupen  lo  que  debían  en  la  oración,  pre- 
dicación del  Evangelio,  consuelo  espiritual  de  las  al- 
mas, etc. 

2.  ^  El  de  la  vida  en  forma  de  ghetto,  teniendo  a 
sus  hijos  aislados  y  sin  preparación  para  que  resis- 
tan a  las  tentaciones  de  todo  género. 


Afirmaciones  fundamentales. 

En  este  detallado  resumen  podrán  distinguir  mis 
lectores  las  afirmaciones  fundamentales,  de  las  que 


(18)  «Esprit»,  octubre  1949,  pág.  540. 
(19^    Ibíd.,  pág.  541. 
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no  son  sino  su  orquestación  y  matización,  y  fácil- 
mente convendrán  conmigo  en  que  las  primeras  son 
las  siguientes: 

La  libertad  del  acto  de  fe  es  un  valor  supremo  e 
intangible. 

La  laicidad  del  Estado  es  no  sólo  un  progreso, 
sino  el  ideal,  porque  es  la  plena  y  única  garantía  de 
esa  libertad. 

El  Estado  católico  viola  la  libertad  por  defini- 
ción, aun  en  el  caso  de  que  no  haya  acatólicos  en 
la  comunidad. 

El  ideal  de  Estado  católico  no  es  de  este  mundo; 
el  de  Estado  laico,  sí. 

Ni  siquiera  en  el  plano  de  la  pura  razón  está 
obligado  el  Estado  a  practicar  religión  alguna,  sino 
sólo  a  garantizarles  a  todos  la  libertad  para  propo- 
nerse y  resolverse  el  problema  religioso. 

Como  norma  práctica:  Nada  de  Estado  católico. 
Sólo  es  menester  que  los  católicos  trabajen  en  las 
instituciones  nacionales,  pero  no  solos,  para  no  cris- 
tianizarlas totalmente  ni  orientar  su  eficiencia  en 
puro  sentido  católico. 

Nosotros  creemos  que  todas  estas  proposiciones, 
entendidas  como  las  entienden  sus  autores,  son  con- 
trarias a  la  doctrina  católica,  y  vamos  a  intentar 
demostrarlo. 


Capítulo  II 


EXAMEN  DEL  PENSAMIENTO  DE  VIALATOUX 
Y  LATREILLE 

La  libertad  del  acto  de  fe. 

LA  base  de  todo  el  raciocinio  desarrollado  por  am- 
bos escritores  es  la  libertad  del  acto  de  fe.  Pero 
¿en  qué  sentido  es  libre  el  acto  de  fe? 

Para  mayor  claridad,  trataremos  primero  del 
acto  interior  y  después  del  exterior. 

El  solemne  magisterio  eclesiástico  ha  enseñado 
repetidas  veces  que  el  acto  de  fe  es  übre  en  cuanto 
que  no  está  fisica  y  necesariamente  predeterminado 
en  sus  causas  eficientes.  Los  que  todavía  no  están 
justificados  «se  disponen  a  la  misma  justicia  cuan- 
do, excitados  y  ayudados  por  la  divina  gracia...,  se 
mueven  libremente  hacia  Dios,  creyendo  que  es  ver- 
dadero lo  que  por  Dios  ha  sido  revelado  y  prometi- 
do» (20),  «libremente  consintiendo  y  cooperando 
con  su  gracia,  a  la  que  (el  hombre)  podría  resis- 
tir» (21).  De  forma  que  «si  alguno  dijere  que  el 


(20^   Conc.  Trid.,  ses.  VI,  cap.  6;  Denz.,  n.  798. 

(21  >   Conc.  Vat..  ses.  III.  cap.  2,  can.  5,  sobre  la  fe;  D..  n.  1.791. 
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asentimiento  en  que  consiste  la  fe  cristiana  no  es 
libre,  sino  que  se  produce  necesariamente  por  vir- 
tud de  los  argumentos  de  la  humana  razón,  sea 
anatema»  (22). 

El  magisterio  eclesiástico  no  ha  hecho  sino  pro- 
poner en  fórmulas  precisas  la  universal  tradición 
de  Padres  y  Doctores.  «Dios — escribe  San  Ireneo — 
no  hace  fuerza  a  la  criatura  racional.  Y  no  sólo  en 
los  demás  actos,  sino  aun  en  los  correspondientes  a 
la  fe  misma,  respeta  el  libre  albedrío,  y  deja  el  acto 
en  su  libre  potestad...,  y,  por  lo  mismo,  el  que  cree 
en  Dios  consigue  la  vida  eterna»  (23). 

Que  es  lo  que  más  detallada  y  vivazmente  expre- 
só San  Agustín:  «Preguntará  alguno  si  creer  está 
en  nuestra  mano...  Se  dice  que  uno  tiene  en  su 
mano  lo  que  puede  hacer  u  omitir  como  guste... 
Está  escrito:  Abraham  creyó  en  Dios,  y  eso  le  fue 
imputado  como  acto  de  justicia  (24).  Ve,  pues,  aho- 
ra, si  por  ventura  creerá  uno  que  no  quiere  creer, 
o  no  creerá  quien  quisiere  creer.  Y  si  esto  sería  un 
absurdo,  ya  que  creer  es  asentir  a  la  verdad  testi- 
ficada, y  ese  consentimiento  depende  de  la  volun- 
tad, ciertamente  la  fe  está  en  nuestra  potestad»  (25). 

La  Sagrada  Escritura  repite  muchas  veces  que. 
supuesta  la  predicación  evangélica,  los  hombres 
conservan  física  potestad  para  creer  y  no  creer.  «Id 
por  todo  el  mundo,  predicad  el  Evangelio  a  todas 
las  criaturas.  El  que  creyere  y  se  bautizare,  será 
salvo;  pero  el  que  no  creyere,  será  condenado»  (26). 

•  22)  Conc.  Vat..  ses.  III,  cap.  3,  can.  5,  sobre  la  fe:  D.,  n.  1.814 

(23)  Contra  Haeres.,  lib.  IV,  cap.  37,  n.  1  ss. :  PG  VII.  col.  1.099. 

'24)  Gen.  XV,  16;  ad  Rom.  IV,  3-5. 

<25)  De  Spir.  et  litt.,  cap.  31  ss.;  MI,  44.  col.  234  .ss. 

(26)  Me.  XVI.  15-16. 
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«Quien  cree  en  Él  (en  el  Hijo  de  Dios)  no  es  conde- 
nado; pero  quien  no  cree,  ya  tiene  pronunciada  la 
condenación,  por  lo  mismo  que  no  cree  en  el  nom- 
bre del  Unigénito  Kijo  de  Dios»  (27).  «En  suma,  este 
es  su  mandamiento:  que  creamos  en  el  nombre  de 
su  Unigénito  Hijo  Jesucristo...  El  que  cree,  pues, 
en  el  Hijo  de  Dios,  tiene  el  testimonio  de  Dios  con- 
sigo (o  a  su  favor).  El  que  no  cree  al  Hijo,  lo  trata  de 
mentiroso,  porque  no  ha  creido  al  testimonio  que 
Dios  ha  dado  de  su  Hijo»  (28). 

En  estos  y  en  otros  muchos  textos  se  representa 
la  fe  como  prescrita  y  meritoria,  y  la  incredulidad, 
por  el  contrario,  como  prohibida  y  pecaminosa;  y 
una  y  otra,  como  algo  que  no  se  sigue  necesaria- 
mente de  oir  la  predicación  evangélica,  sino  de  la 
propia  autodeterminación.  Por  eso  se  exhorta  a  la 
una,  y  se  retrae  a  las  almas  de  la  otra.  Todo  lo  cual 
sería  un  absurdo,  sin  suponer  que  el  acto  de  creer, 
como  el  de  no  querer  creer,  son  actos  libres  física- 
mente, o  sea  dependientes  del  libre  albedrío. 

No  es  problema  tan  sencillo  el  de  la  naturaleza 
de  esa  libertad  física  del  acto  de  fe.  Ni  lo  explican 
de  igual  modo  los  teólogos.  No  vamos  a  entrar  aho- 
ra en  la  discusión  de  tema  tan  abstruso.  No  es  ne- 
cesario. Pero  sí  podemos  afirmar  que  el  acto  de  fe 
en  sí  mismo,  como  procedente  del  entendimiento, 
no  puede  ser  libre;  sólo  puede  serlo  en  cuanto  im.- 
perado  por  la  voluntad,  que  es  la  potencia  dotada 
de  libre  albedrío. 

«Algunas  veces — escribe  Santo  Tomás — el  enten- 
dimiento no  puede  ser  determinado  a  la  afirmación 

(27)  Jo.  ni,  18-19. 

(28)  Jo.  in,  23;  V,  10. 
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de  uno  de  los  extremos  contradictorios,  ni  por  las 
mismas  nociones  de  los  términos,  como  acontece  en 
los  principios;  ni  por  la  eficacia  de  los  principios 
(mediante  el  raciocinio),  como  sucede  en  las  con- 
clusiones demostradas;  pero  es  determinado  por  la 
voluntad,  que  decreta  asentir  a  una  de  las  dos  par- 
tes opuestas  por  algún  motivo  que  es  suficiente  para 
mover  la  voluntad,  y  no  lo  es  para  mover  (directa- 
mente) el  entendimiento;  a  saber,  cuando  aparece 
honesto  y  conveniente  asentir  a  uno  de  los  extre- 
mos; y  ésta  es  la  disposición  del  creyente...  Mas 
porque,  al  asentir  de  ese  modo  mediante  el  imperio 
de  la  voluntad,  el  entendimiento  no  se  abraza  con 
lo  afirmado  como  con  su  término  propio,  que  es  el 
inteligible,  percibido  en  si  mismo,  acontece  que  su 
actividad  no  se  aquieta,  y  persevera  pensando  e  in- 
quiriendo sobre  lo  que  cree,  aun  cuando  ñrmisima- 
mente  a  ello  se  adhiera.  Porque  no  se  le  ha  dado 
la  natural  satisfacción  de  ver,  ni  espontáneamente 
se  ha  detenido  en  aquel  enunciable,  sino  por  cierta 
violencia  extrínseca;  de  donde  resulta  que  la  inte- 
ligencia del  creyente  se  dice  cautiva,  como  confina- 
da en  región  extraña,  y  no  en  la  suya  propia»  (29). 

De  manera  que  «el  objeto  de  la  fe  no  constriñe 
la  inteligencia  al  asentimiento,  sino  que  deja  am- 
plio margen  al  ejercicio  de  la  libertad,  ya,  princi- 
palmente, porque  la  realidad  de  la  revelación,  ne- 
cesario preámbulo  de  fe,  no  es  de  una  evidencia 
necesitante  al  modo  de  la  geométrica,  aunque  cons- 
te con  estricta  moral  certeza,  y,  por  tanto,  puede 
el  entendimiento  sentir  temores  y  recelos  de  admi- 
tir con  firme  adhesión  cosas  acaso  no  suficiente- 


(29)   De  Veritate,  q.  XIV.  a.  1. 
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mente  testificadas  por  Dios  (Lugo),  ya  porque  el 
mismo  objeto  de  la  revelación  no  es  de  suyo,  cuan- 
do menos  en  cuanto  toca  a  los  misterios,  conocido 
en  sí  mismo  con  evidencia  intrínseca;  y,  en  tal 
caso,  con  el  acto  de  fe  no  se  da  plena  satisfacción 
al  entendimiento,  y  pueden  surgir  en  él  repugnan- 
cias contra  el  objeto  creíble;  ya,  en  fin,  por  otras 
causas  más  sutiles»  (30). 

En  resumidas  cuentas,  el  acto  de  fe  es  libre,  no 
porque  proceda  de  la  voluntad,  según  aquello  de 
«nemo  credit  nisi  volens»,  pues  no  todos  los  actos  de 
la  voluntad  son  libres,  sino  porque  el  asentimien- 
to, en  que  formalmente  consiste,  no  es  conclusión 
ineludible  lógicamente  de  premisas  evidentes  y  ne- 
cesitantes, ni  juicio  afirmativo  de  una  realidad  en 
sí  manifiesta  y  físicamente  irrecusable,  sino  delibe- 
rado acto  de  adhesión  imperado  por  la  voluntad, 
cuando  el  sujeto,  pese  a  la  misteriosa  oscuridad  del 
contenido  de  la  fe,  y  a  los  reales,  bien  que  impru- 
dentes, recelos  contra  los  preámbulos  filosófico-his- 
tóricos  de  la  revelación,  siente  en  su  conciencia  la 
obligación  de  aceptar  como  verdad  revelada  y  nor- 
ma de  vida  lo  que  en  nombre  de  Dios  se  le  propone. 

Claro  está  que — siempre  hablando  de  esa  física 
libertad — tal  adhesión  no  es,  en  principio,  ni  más 
ni  menos  libre  que  cualquier  otro  acto  deliberado 
de  cualquier  otra  potencia  distinta  de  la  misma 
voluntad. 

Implicando  esa  adhesión  un  reconocimiento  de 
la  verdad  aceptada  y  de  la  veracidad  de  Dios,  que 
la  revela  e  intima,  comporta  por  definición  la  sin- 


(30)  E.  Guerrero,  S.  J..  Convicción  religiosa  y  rectitud  mo- 
ral, pág.  29. 
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ceridad,  y  excluye  la  hipocresía:  porque  el  recono- 
cimiento interior  o  de  la  mente,  o  es  auténtico,  sin- 
cero, o  no  existe.  En  este  sentido,  el  acto  de  fe  no 
puede  darse  sino  en  quien  voluntaria  y  sincera- 
mente cree,  aunque  pueda  haber  apariencias  ex- 
ternas de  fe  sin  real  fe  interior,  como  acontecía  en 
ciertos  conversos,  o  en  los  herejes  que  se  retracta- 
ban de  sus  errores  para  evitar  sanciones. 

Nadie  tiene  derecho,  ni  la  Iglesia  misma,  a  pro- 
vocar en  un  infiel  una  confesión  de  fe  por  otros 
medios  que  la  predicación  de  la  divina  palabra  y 
la  eventual  persuasión  subsiguiente,  por  la  sencilla 
razón  de  que,  en  realidad,  los  medios  de  violencia 
son  de  suyo  ineficaces  para  lograr  esa  confesión 
sincera  en  que  el  acto  de  fe  consiste,  y  es  contra- 
rio a  la  razón  pretender  un  fin  con  medios  ineptos 
por  su  propia  naturaleza. 

Cosa  diferente  es  que  la  Iglesia,  a  los  que  le 
están  sujetos  por  el  Santo  Bautismo,  pueda  dictar- 
les normas  limitativas  de  la  libertad,  para  mejor 
conservarlos  en  la  fe,  o  imponerles  justas  penas  por 
el  crimen  de  herejía  y  apostasía — ambas  negación 
de  la  fe — ,  pretendiendo,  no  precisamente  una  vio- 
lenta e  insincera  retractación,  sino  la  evitación  o 
reparación  del  escándalo  causado  a  la  comunidad, 
y  la  posible  y  aun  probable  reacción  del  culpable 
que,  sacudido  por  el  prudente  y  maternal  castigo, 
fácilmente  reconoce  su  error  y  restaura — ya  since- 
ramente— su  situación  primera.  San  Agustín,  es- 
cribiendo a  Bonifacio  y  a  Vicente,  insiste  en  cómo 
son  útiles  a  la  fe  y  aprovechan  al  bien  de  las  almas 
esas  presiones  y  esos  castigos  inspirados  en  la  ca- 
ridad y  aplicados  por  la  prudencia,  y  recuerda  que 
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muchos,  no  sólo  individuos,  sino  comunidades  do- 
natistas,  recobraron  así  la  fe  perdida,  y  se  alegra- 
ban, ya  recobrada,  de  que  la  saludable  violencia 
los  hubiera  puesto  en  el  camino  del  retorno  feliz. 

Pues  como  las  leyes  y  sanciones  eclesiásticas  no 
se  oponen  a  la  libertad  física — libre  albedrío — del 
acto  de  fe,  tampoco  se  opondrán  las  leyes  civiles 
que,  en  una  nación  católica,  prohiben  y  castigan 
la  pública  exhibición  de  la  heterodoxia  o  de  la  irre- 
ligión. ¿Por  ventura,  se  oponen  indebidamente  a  la 
libertad  física  con  que  han  de  practicarse  los  actos 
de  justicia  y  patriotismo,  las  leyes  civiles  en  que 
son  imperados  y  las  sanciones  con  que  son  castiga- 
dos los  contrarios  de  robo  y  de  traición?  Pues  ¿por 
qué  han  de  oponerse  a  la  libertad  física  del  acto 
de  fe  las  leyes  de  un  Estado  católico  que  prohibie- 
ran la  pública  profesión  y  propaganda  de  otras 
creencias  religiosas  y  las  sanciones  que  las  casti- 
garan? 

No  puede  negarse  que  toda  ley,  sea  la  que  fue- 
re, divina  o  humana,  por  el  mero  hecho  de  prescri- 
bir un  acto  o  prohibir  su  contrario,  ejerce  alguna 
presión  sobre  la  voluntad.  A  esa  presión  se  añade 
la  de  la  pena  con  que  se  sanciona.  Es,  pues,  evi- 
dente que,  dondequiera  que  existe  ley  con  su  co- 
rrespondiente sanción,  existe  cierta  fuerza  que  pre- 
siona la  voluntad  en  un  determinado  sentido.  Pero 
esa  presión  no  destruye  el  libre  albedrío.  Ni  aun 
en  el  caso  de  que  la  sanción  sea  gravísima.  De  lo 
contrario,  habría  que  concluir  que,  en  habiendo 
ley,  no  hay  libertad  física.  Y  entonces  los  actos 
legales  serían  no  libres,  sino  necesarios;  no  me- 
ritorios, sino  de  un  valor  puramente  físico  y  onto- 
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lógico,  como  los  actos  de  los  brutos,  y  aun  de  los 
seres  anorgánicos;  no  morales,  sino  amorales  Pero 
tal  conclusión  es  absurda. 

Esa  falta  de  libertad  sólo  seria  real  en  casos 
extraordinarios  y  anormales,  a  saber:  cuando  el  ser 
racional,  ante  la  terrible  autoridad  del  legislador  y 
la  espantosa  amenaza  de  la  sanción,  fuera  víctima 
de  un  pavor  invencible  y  de  un  desfallecimiento 
destructor  de  la  personalidad,  y  quedara  destituido 
de  la  normal  potencia  necesaria  para  actuar  con- 
tra la  ley.  Pero  estos  casos  extremos  y  absoluta- 
mente excepcionales  no  prueban  que  la  ley  civil, 
ni  siquiera  armada  con  la  correspondiente  sanción, 
quite  de  ordinario  la  libertad  fisica  de  los  ciuda- 
danos. Unicamente  los  priva  de  la  libertad  jurídica 
para  poner  los  actos  prohibidos  o  dejar  de  poner 
los  prescritos;  y,  si  es  justa,  también  de  la  libertad 
moral.  Esta  doctrina  es  valedera  lo  mismo  en  ma- 
teria de  profesión  externa  de  las  creencias  religio- 
sas que  en  cualquier  otra. 

La  Iglesia  prescribe  en  el  Derecho  canónico  san- 
ciones contra  herejes  y  apóstatas,  pero  no  contra 
paganos  que  se  niegan  a  recibir  la  fe.  Este  hecho 
prueba  que  la  Iglesia  se  cree,  no  sólo  con  derecho, 
sino  con  obligación  respecto  a  lo  primero;  y,  en 
cambio,  no  se  reconoce  con  autoridad  para  lo  se- 
gundo, aunque  si  aprueba  que  a  los  infieles,  en 
determinadas  circunstancias,  se  les  haga  razona- 
ble violencia  para  que  oigan  la  palabra  divina,  sin 
coacción  ninguna  para  aceptarla.  Así  sucedió  en 
la  conversión  de  los  indígenas  americanos  de  la 
Corona  de  España. 

Fue  gran  caridad  obligarles  a  recibir  apóstoles 
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que  les  explicaran  el  Santo  Evangelio,  sumo  bien 
que  abrazarían  gozosos  una  vez  conocido,  y  no  po- 
dían abrazar  sin  previo  conocimiento,  dejándoles, 
no  obstante,  la  libertad  de  no  abrazarlo  mientras  no 
quisieran,  por  no  haber  real  aceptación  de  la  ver- 
dad revelada,  sin  voluntad  verdadera  de  aceptarla. 

El  auténtico  respeto  a  la  dignidad  de  la  persona 
humana  no  consiste  en  no  hacerle  nunca  violencia 
para  que  salga  de  su  inconsciente  abyección,  sino 
en  hacérsela  prudentemente,  cuando  sea  necesaria 
y  eficaz  para  sacarla  de  la  esclavitud  y  darle  plena 
conciencia  y  sabor  de  la  verdadera  libertad. 

Como  el  padre  no  va  contra  la  dignidad  del  hijo 
cuando  discretamente  lo  coacciona  para  guardar 
ciertas  prescripciones  dietéticas,  y  hacer  determi- 
nados estudios,  y  someterse  a  oportuna  disciplina 
con  que  logre  la  perfecta  personalidad  que  lo  hará 
libre  y  feliz  (31). 

Todo  lo  cual  demuestra  que  para  la  Iglesia,  y 
con  toda  razón,  la  libertad  física  de  no  aceptar  la 
fe  católica  o  de  negar  la  previamente  profesada, 
no  es  un  valor  supremo;  es  una  debilidad  más 
bien  que  se  ha  de  prevenir  no  sólo  con  la  prudente 
predicación  a  los  no  católicos  y  con  el  cultivo  in- 
tenso de  la  fe  misma  en  los  católicos,  sino  aun  con 
la  oportuna  presión  para  que  los  no  creyentes 
oigan  la  verdad,  y  con  la  amenaza  de  los  razonables 
castigos  a  los  ya  creyentes  para  que  no  la  nieguen; 
y  que,  por  el  contrario,  la  creencia  en  el  objeto  de 
la  revelación  y  la  permanente  y  sincera  adhesión  a 


(31)  Cuanto  a  la  aplicación  de  sanciones,  la  Iglesia  considera 
prácticamente  a  los  nacidos  y  educados  en  la  herejía  y  en  el  cisma 
como  si  fueran  paganos. 
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Cristo  y  a  su  Iglesia  constituyen  el  supremo  bien. 

La  libertad,  considerada  como  capacidad  elec- 
tiva, es,  ciertamente,  un  valor  que  confiere  al  hom- 
bre la  dignidad  de  autor  consciente  y,  hasta  cierto 
punto,  dueño  de  su  propio  destino;  pero  indepen- 
dientemente de  su  conexión  con  el  bien  y  con  la 
verdad,  es  un  valor  puramente  físico,  y,  en  cuanto 
poder  de  abrazarse  con  el  error  y  con  el  mal,  es 
menos  aún,  pues  es  un  valor  negativo.  La  potestad 
de  elegir  el  mal  no  es  perfección  de  la  libertad^  y, 
por  eso,  no  se  da  en  la  divina,  que  sólo  puede  esco- 
ger entre  bienes;  es  defecto,  es  raíz  de  pecado. 

Por  esta  razón,  la  auténtica  dignidad  que  im- 
plica la  libertad  es  solamente  la  de  ser  capaz  de 
elegir  internamente  y  practicar  externamente  la 
verdad  y  la  santidad.  Una  libertad  física  que  opera 
fuera  del  campo  de  la  libertad  moral  y,  por  ende, 
contra  la  ley  divina  y  las  justas  leyes  humanas,  es, 
no  cabe  duda,  un  valor,  pero  meramente  ontológico, 
como  cualquier  fuerza  destructora  de  otros  valores 
superiores,  no  principio  de  dignidad  moral,  ni  me- 
recedor de  respeto  y  garantía  en  su  ejercicio. 

En  todo  caso,  la  libertad  física  no  puede  con- 
siderarse intangible,  en  el  sentido  de  que  por  na- 
turaleza sea  inmoral  todo  intento  de  prescribirle 
tal  objeto  de  su  elección  y  prohibirle  tal  otro,  y  no 
pudiera  lícitamente  darse  ley  alguna  que  limitase 
el  campo  de  esa  potestad  electiva.  Pues  entonces 
serían  injustas  absolutamente  todas  las  leyes,  divi- 
nas y  humanas,  ya  que  todas,  sin  excepción,  cir- 
cunscriben en  mayor  o  menor  grado  el  ámbito  de 
ejercicio  del  libre  albedrío  y  el  de  la  propia  espon- 
taneidad; y  aquello,  tan  profundo,  de  que  no  hay 
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libertad  sin  ley,  y  la  bella  sentencia  ciceroniana 
Legum  idcirco  sumus  serví,  ut  liberi  esse  possimus, 
no  pasarían  de  puro  conceptismo. 

Por  otra  parte,  el  acto  de  fe  católica  no  es  libre 
moralmente,  puesto  que  existe  una  ley  que  lo  pres- 
cribe, y  veda,  por  lo  mismo,  la  incredulidad,  la  he- 
rejía y  la  apostasía.  Esta  ley  es  universal,  aun  cuan- 
do ios  incrédulos  que  la  ignoren  inculpablemente 
no  se  sientan  urgidos  por  la  obligación  de  obedecer- 
la, ni  de  hecho  falten  moralmente  no  obedeciéndola. 

Por  lo  que  se  refiere  al  acto  externo  de  la  fe,  se 
insiste  indiscriminadamente  en  que  también  ha  de 
ser  respetada  la  libertad  de  ponerlo  o  no  ponerlo. 
Pero  es  necesario  precisar  en  qué  sentido. 

Si  se  quiere  significar  que,  habiendo  de  ser  la 
fe  exteriorizada  acto  sincero,  no  se  ha  de  provocar 
violentamente — sea  cual  fuere  la  violencia,  pues 
entonces  será  acto  de  hipocresía — ,  ese  respeto  ha 
de  admitirse  como  exigencia  moral. 

Pero  si  se  quiere  significar  que  la  manifestación 
sincera  de  la  fe  interna  exige  que  no  haya  leyes 
limitatrices  de  las  manifestaciones  disidentes,  o,  en 
otros  términos,  que,  siempre  que  existen  esas  leyes, 
verbigracia,  en  una  sociedad  católica  como  España, 
las  manifestaciones  de  fe  católica  serán  insinceras 
o  están  en  peligro  de  serlo,  y,  por  lo  mismo,  no  se 
guarda  el  respeto  debido  a  la  sinceridad  de  la  fe, 
eso  no  puede  admitirse  en  modo  alguno  respecto 
de  los  que  son  católicos. 

Como  las  leyes  y  sanciones  eclesiásticas  no  se 
oponen  a  la  libertad  física  ni  a  la  sinceridad  de  los 
actos  exteriores  de  fe  de  los  católicos,  tampoco  se 
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opondrán  las  leyes  civiles  respecto  de  los  mismos 
católicos. 

A  lo  sumo,  podría  admitirse  que  esas  leyes  ejer- 
cen alguna  presión  sobre  los  disidentes,  y  éstos  se 
pueden  sentir  tentados  a  veces  a  fingir  la  fe  y  la 
fingirán.  Pase. 

Pero,  primero,  esas  presiones  no  quitan  la  liber- 
tad fisica. 

Segundo,  esas  presiones  tienen  razón  suficiente 
en  el  bien  común  de  la  sociedad  católica. 

Así  sucede  con  todas  las  leyes,  aun  las  más  jus- 
tas, más  necesarias.  Presionan  sobre  los  ciudadanos 
para  que  exteriormente  procedan  bien:  no  asesi- 
nen, no  roben,  no  falten  a  sus  obligaciones  profe- 
sionales; pero  no  quitan  la  libertad  interna,  ni  la 
sinceridad  de  la  observancia  externa  en  la  genera- 
lidad, aunque  algunos  sólo  obren  bien  externamen- 
te por  la  presión  de  la  ley. 

Esa  posible  ficción,  en  los  que,  sin  la  ley,  de 
hecho  serían  culpables,  no  es  argumento  contra 
la  necesidad  y  la  bondad  de  la  ley  misma. 

Pues  tampoco  lo  será  la  posible  ficción  de  fe  ca- 
tólica en  un  disidente — conocido  como  disidente — 
contra  la  conveniencia  de  la  ley  limitatríz  de  la 
profesión  externa  de  la  heterodoxia,  si  el  bien  co- 
mún la  exige. 

Y  esto  es  lo  que  hay  que  precisar:  si  la  exi- 
ge o  no. 

Lo  cual  viene  a  ser  lo  mismo  que  precisar  si  las 
presiones  que  el  Estado  católico  ejerce  sobre  las 
conciencias,  según  se  dice,  están  o  no  están  justi- 
ficadas. 

En  la  hipótesis  de  que  lo  estén,  como  vamos  a 
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demostrar  en  seguida,  concluiríamos,  y  ya  desde 
ahora  concluímos:  Establecer  con  Vialatoux  y  La- 
treille  que  la  libertad  de  la  fe,  aun  entendida  en  el 
sentido  de  potestad  de  abandonarla — abandono 
prohibido  por  Dios — ,  es  un  supremo  e  intangible 
valor,  al  que  ha  de  subordinarse  aun  la  ideal  cons- 
titución y  actuación  del  Estado,  es,  no  solamente 
la  mayor  gratuidad  que  conoce  este  género  de  lite- 
ratura, sino  un  error  manifiesto.  Porque,  o  se  habla 
de  la  libertad  física  del  acto  de  fe,  o  de  libertad 
moral,  o  de  libertad  jurídica.  La  libertad  física  o 
libre  albedrío  es  real,  pero  no  es  un  supremo  valor, 
ni  funda  ninguna  exigencia  o  legitimación  de  la 
laicidad  del  Estado;  como  la  libertad  física  o  libre 
albedrío  de  los  demás  actos  no  justifica  en  modo 
alguno  la  abstención  del  Estado  en  orden  a  prohi- 
birlos o  imperarlos,  premiarlos  o  castigarlos,  favo- 
recerlos u  obstaculizarlos. 

La  libertad  moral,  o  licitud  de  poner  u  omitir 
el  acto  de  fe,  per  se,  no  existe,  según  queda  demos- 
trado, y  no  puede  ser  valor  ni  supremo  ni  medio  ni 
ínfimo.  Sólo  se  daría  esa  libertad  per  accidens,  a 
saber:  en  las  conciencias  inculpablemente  equi- 
vocadas o  ignorantes  de  la  verdad;  pero  no  sería 
un  valor  digno  de  eficaz  respeto  por  parte  del  Es- 
tado, sino  en  cuanto  respetarlo  en  la  profesión  ex- 
terior de  la  fe  no  se  opusiera  al  bien  común,  como 
se  opone  en  una  sociedad  católica. 

La  libertad  jurídica,  o  reconocimiento  legal  de 
garantías  públicas  a  toda  confesión  religiosa,  no 
puede  tener  razón  de  bien  y  valor  positivo,  sino 
cuando  venga  exigida  por  el  bien  común,  y  sea,  por 
lo  mismo,  autorizada  por  la  ley  divina;  lo  cual  no 
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sucederá  sino  en  sociedades  sin  unidad  religiosa. 
Donde  no  hay  libertad  moral,  no  puede  haber  li- 
bertad legal  o  jurídica  justa.  Lo  que  no  sea  libre 
moralmente,  porque  la  ley  divina  lo  autorice,  no 
puede  serlo  jurídicamente,  sin  detrimento  de  la 
justicia. 

Decir,  pues,  que  el  acto  de  fe  debe  ser  libre  ju- 
rídica o  legalmente — toda  fe,  y  en  el  foro  externo 
y  público — es  una  falsedad;  pero  dialécticamente 
sería,  además,  una  petición  de  principio.  Porque 
eso  es  lo  que  se  ha  de  demostrar,  y  de  ningún  modo 
demuestran  Vialatoux  y  Latreille. 

Sólo  puede  hablarse  del  supremo  valor  de  la 
libertad  del  acto  de  fe,  en  cuanto  que  jamás  pue- 
de justificarse  objetivamente  una  limitación  del 
derecho,  así  al  acto  interior  de  fe  católica  com_o 
a  su  profesión  exterior;  y  en  cuanto  que,  salvo  el 
bien  común  de  la  Iglesia  católica  y  del  Estado,  no 
es  lícito  a  éste  poner  obstáculos  a  la  profesión  in- 
terna y  externa  de  la  religión  que  cada  uno  esti- 
mare verdadera,  aunque  tal  estimación  fuera  erró- 
nea; porque  la  conciencia,  aun  equivocada,  debe  ser 
respetada,  en  cuanto  tal  respeto  no  sea  dañoso  al 
bien  público  y  venga  exigido  por  él. 

Pero  no  se  opondría  a  ese  respeto  cualquier  me- 
dida prudente  autoritaria,  ordenada  a  iluminar  las 
almas  con  la  luz  de  la  verdadera  fe,  salva  la  liber- 
tad de  aceptarla  o  no,  o  a  impedir,  donde  fuera 
posible,  la  exhibición  de  creencias  contrarias  ma- 
nifiestamente a  la  ley  natural,  cuya  profesión  pú- 
blica, en  realidad,  siempre  sería  contraria  al  bien 
común  auténtico,  como  la  aceptación  interna  no 
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puede  dejar  de  ser  degradante  para  los  individuos 
particulares. 

Pero  vamos  a  insistir  en  punto  tan  importante. 

Cizán  razonable  sea  el  influjo  externo, 
salva  la  libertad,  para  producir  el 
acto  de  fe  católica. 

Supuesta  la  verdad  objetiva  del  contenido  de  la 
revelación,  conservada  y  enseñada  por  la  Iglesia 
católica,  es  indudable  que  el  asentimiento  en  que 
el  acto  de  fe  consiste  es  verdadero  y  constituye  el 
principio  y  la  base  fundamental  de  toda  la  vida  ca- 
tólica. Por  eso  es  un  gran  bien,  y,  en  cierto  sentido, 
el  máximo  bien  del  católico.  Sin  ese  bien  no  puede 
haber  vida  católica,  porque  no  puede  haber  ni  es  - 
peranza ni  caridad  cristiana,  ni  ninguna  de  las 
obras  derivadas  de  esas  tres  virtudes,  que  son  las 
tres  potencias  de  la  vida  teologal  del  católico. 

Dios,  sin  embargo,  quiere  con  voluntad  seria  y 
preferente,  aunque  no  necesitante  ni  siempre  efi- 
caz, que  todos  los  hombres  crean  el  contenido  de 
la  revelación  custodiada  y  enseñada  por  Pedro  y 
sus  sucesores,  y  vivan  conforme  a  sus  exigencias 
en  el  cuerpo  místico  de  Jesucristo,  que  es  la  Iglesia 
católica. 

Y,  porque  lo  quiere,  ha  encomendado  al  mismo 
Pedro,  y  a  los  demás  apóstoles  bajo  la  autoridad  de 
Pedro,  y  a  sus  sucesores  los  Romanos  Pontífices  y 
los  obispos,  la  predicación  del  Evangelio,  y  ha  im- 
puesto a  todos  los  hombres  la  grave  obligación  de 
oírlos  y  creerlos,  bajo  pena  de  condenación  eterna. 
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Por  lo  cual  declaró  el  Apóstol  que  la  fe  depende  de 
la  predicación,  y  la  predicación  ha  de  versar  sobre 
la  palabra  de  Cristo:  Fides  ex  auditu;  auditus,  au- 
tem,  per  verbum  Christi. 

Aunque  esta  sagrada  misión  haya  sido  encomen- 
dada a  la  jerarquía  eclesiástica  oficialmente,  todos 
los  miembros  del  cuerpo  místico,  por  solidaridad  y 
caridad,  están  obligados  a  procurar  el  bien  nece- 
sario y  divino  de  la  fe  católica  a  todos  los  redimi- 
dos, guardando,  como  es  natural,  las  normas  que  la 
misma  razón  natural,  atendida  la  estructura  del 
acto  de  fe,  descubre,  y  bajo  la  dirección  del  Vicario 
de  Cristo  y  de  los  obispos. 

De  modo  especial  estarán  obligados  a  procurar 
ese  bien  de  la  fe  católica  a  los  que  no  lo  poseen 
todavía,  los  que  por  la  misma  naturaleza  estuvieren 
más  unidos  a  ellos  y  más  obligados,  por  lo  mismo,  a 
procurarles  toda  clase  de  bienes,  y  dispusieren  de 
medios  más  eficaces  para  ello.  Tales,  verbigracia, 
los  padres  respecto  de  sus  hijos,  los  amos  respecto 
de  sus  criados,  los  jefes  respecto  de  sus  subordina- 
dos, los  gobernantes  respecto  de  sus  gobernados, 
aunque  deberán  hacerlo  siempre,  repito,  conforme 
a  las  exigencias  del  mismo  acto  de  fe,  sin  sustituir 
la  realidad  por  la  ficción,  la  verdad  interna  por 
la  exterioridad  aparente,  la  convicción  y  la  persua- 
sión por  la  amenaza  y  la  presión  irracional  y  vio- 
lenta. 

Nunca  ha  considerado  la  Iglesia  que  sea  con- 
traria a  la  libertad  del  acto  de  fe  la  discreta  dis- 
ciplina de  los  buenos  padres,  que,  de  una  parte, 
procuran  la  proporcionada  instrucción  de  los  hi- 
jos; pero,  de  otra  parte,  les  amenazan  con  su  des- 
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agrado  y  con  sus  castigos,  si  no  cumplen  los  debe- 
res todos  de  la  vida  cristiana  y  de  hecho  discreta- 
mente se  los  aplican,  sin  forzarlos,  por  lo  demás, 
a  exterioridades  hipócritas  y  simulaciones  vanas, 
pero  ayudando  la  ingénita  debilidad  y  pereza,  cau- 
sa de  que,  aun  contra  la  propia  conciencia,  se  omi- 
tan los  actos  que  la  religión  exige  o  se  cometan 
los  que  prohibe. 

Esto  mismo,  proporcionalmente,  se  puede  apli- 
car a  una  empresa  industrial,  comercial,  cultural, 
pese  a  las  protestas  de  quienes,  victimas  de  con- 
cepciones utópicas  y  extremosas,  repudian  tal  prác- 
tica como  derivada  de  un  paternalismo  periclitado 
ya  en  este  mundo  de  acusada  democracia  y  de  per- 
sonalismo. 

Como  si  a  la  sana  democracia  y  al  sano  perso- 
nalismo se  opusiera  el  cristiano  amor  que  los  di- 
rigentes deben  siempre  a  los  dirigidos,  los  superio- 
res a  los  inferiores,  los  más  poderosos  a  los  más 
débiles,  y  como  si  el  máximo  bien  que  ese  amor 
debe  procurar  a  los  necesitados  no  fuera  el  bien 
de  la  fe  y  de  la  vida  católica. 

Si,  pues,  el  discreto  influjo  externo  de  los  pa- 
dres, de  los  amos,  de  los  jefes,  en  la  defensa  y  fo- 
mento de  la  vida  cristiana,  no  se  opone  a  la  liber- 
tad del  acto  de  fe  y  a  la  sincera  profesión  católica 
de  sus  hijos,  criados  y  subordinados,  ¿se  opondrá, 
por  ventura,  el  también  discreto  influjo  del  Estado 
a  la  libertad  del  acto  de  fe  de  los  ciudadanos? 

Se  opondrá,  sin  duda,  si  no  es  discreto,  esto  es, 
si  no  se  acomoda  ni  a  la  naturaleza  del  Estado 
mismo  ni  a  la  del  acto  de  fe;  pero  no  se  opondrá 
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si  se  atempera  a  las  normas  derivadas  de  esa  na- 
turaleza. 

Nadie  pondrá  en  duda  cosa  tan  evidente,  pero 
no  faltará  quien  observe  que  ni  la  naturaleza  del 
Estado  ni  la  libertad  del  acto  de  fe  autorizan  el 
influjo  propio  de  un  Estado  católico;  o,  en  otros 
términos,  que  la  noción  de  Estado  católico,  en  cuan- 
to lleva  consigo  una  serie  de  características  pre- 
siones sobre  las  conciencias,  es  realmente  incom- 
patible con  el  respeto  debido  a  la  libertad  del  acto 
de  fe. 

Es,  pues,  necesario  precisar  qué  es  Estado  ca- 
tólico y  qué  influjos  sobre  las  conciencias  im.plica. 
Sólo  entonces  estaremos  en  disposición  de  apre- 
ciar si  es  verdad  o  no  que  en  el  Estado  católico  no 
puede  salvarse  la  libertad  del  acto  de  fe  católica. 


Qué  es  Estado  católico. 

Por  Estado  católico  entiendo  el  que: 

a)  Tributa  a  Dios  culto,  según  las  exigencias 
de  la  religión  católica,  como  las  formula  el  Magis- 
terio autorizado  de  la  Iglesia  católica. 

b)  Reconoce  la  jurisdicción  de  la  jerarquía 
eclesiástica  para  enseñar  y  declarar  el  contenido 
de  la  revelación  de  Jesucristo  y  para  dictar  las 
normas  disciplinares  conducentes  a  la  salud  de  las 
almas. 

c)  Reconoce  que  el  magistrado  público,  en 
cuanto  tal,  debe  actuar  conforme  a  normas  reli- 
gioso-morales que,  asimismo,  ha  de  dictar  la  je- 
rarquía eclesiástica. 
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d)  Reconoce  la  jurisdicción  suprema,  aunque 
indirecta,  de  la  misma  jerarquía  eclesiástica  en  los 
asuntos  temporales  relacionados  con  el  bien  sobre- 
natural de  las  almas. 

e)  Sólo  se  considera  totalmente  soberano  en 
los  asuntos  temporales  que  nada  tienen  que  ver 
con  la  salvación  y  el  bien  sobrenatural  de  las  almas. 

f )  .  Reconoce  como  obligación  suya  eliminar, 
dentro  de  lo  posible,  los  obstáculos  que  en  la  so- 
ciedad surgieren  contra  la  misión  santificadora 
de  la  Iglesia,  y  crear,  asimismo,  dentro  de  lo  posi- 
ble, condiciones  favorables  a  esa  sagrada  misión; 
verbigracia,  en  el  campo  de  la  cultura,  garanti- 
zando la  justa  libertad  de  enseñanza  en  todos  los 
grados;  en  el  campo  del  trabajo,  asegurando  el 
cultivo  religioso  de  los  productores,  patronos  y 
obreros,  etc.;  en  el  campo  del  servicio  militar,  faci- 
litando a  los  seminaristas  y  a  los  religiosos  la  ar- 
monía entre  los  ejercicios  propios  de  su  vocación 
y  los  de  la  milicia. 

León  XIII  sintetizó  la  doctrina  tradicional  en 
sus  memorables  encíclicas,  en  las  cuales  pueden 
verse  todas  las  mencionadas  determinaciones  como 
constitutivas  del  concepto  de  Estado  católico. 

«Considerada  en  el  Estado — escribe — la  misma 
libertad  (de  cultos,  propugnada  por  el  liberalismo), 
pide  que  éste  no  tribute  a  Dios  culto  alguno  pú- 
blico por  no  haber  razón  que  lo  justifique;  que  nin- 
gún culto  sea  preferido  a  los  otros,  y  que  todos  ellos 
tengan  igual  derecho,  sin  respeto  ninguno  al  pue- 
blo, dado  caso  que  éste  haga  profesión  de  católico. 

Para  que  todo  esto  fuera  justo,  habría  de  ser 
verdad  que  la  sociedad  civil  no  tiene  para  con  Dios 
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obligaciones  aigimas  o  que  puede  infringirlas  im- 
punemente; pero  no  es  menos  falso  lo  uno  que  lo 
otro. 

No  puede,  en  efecto,  dudarse  de  gue  la  sociedad 
establecida  entre  ios  iiombres,  ya  se  mire  a  sus 
partes,  ya  a  su  forma,  que  es  la  autoridad;  ya  a  su 
causa,  ya  a  la  gran  copia  de  utilidades  que  acarrea, 
existe  por  voluntad  de  Dios. 

Dios  es  quien  crió  al  hombre  para  vivir  en  so- 
ciedad, y  quien  lo  puso  entre  sus  semejantes  para 
que  las  exigencias  naturales,  que  él  no  pudiera  sa- 
tisfacer solo,  las  viera  cumplidas  en  la  sociedad. 

Asi  es  que  la  sociedad,  por  serlo,  ha  de  recono- 
cer como  padre  y  autor  a  Dios,  y  reverenciar  y 
adorar  su  poder  y  su  dominio. 

Veda,  pues,  la  justicia  y  védalo  también  la  ra- 
zón, que  el  Estado  sea  ateo,  o,  lo  que  viene  a  parar 
en  el  ateísmo,  que  se  haya  de  igual  modo  con  res- 
pecto a  las  varias  que  llaman  religiones  y  conce- 
da a  todas  promiscuamente  iguales  derechos. 

Siendo,  pues,  necesario  al  Estado  profesar  una 
religión,  ha  de  profesar  la  única  verdadera,  la  cual 
sin  dificultad  se  conoce,  singularmente  en  los  pue- 
blos católicos,  puesto  que  en  ella  aparecen  como 
sellados  los  caracteres  de  la  verdad. 

Esta  religión  es,  pues,  la  que  han  de  conservar 
los  que  gobiernan;  ésta  la  que  han  de  proteger,  si 
quieren,  como  deben,  atender  con  prudencia  y  útil- 
mente a  la  comunidad  de  los  ciudadanos. 

La  autoridad  pública  está,  en  efecto,  constitui- 
da para  utilidad  de  sus  súbditos,  y,  aunque  próxi- 
mamente mira  a  proporcionarles  la  prosperidad  de 
esta  vida  terrena,  con  todo  no  debe  disminuirles. 


L/V  LIBERTAD  RELIGIOSA  Y  EL  ESTADO  CATÓLICO  39 

Sino  aumentarles,  la  facilidad  de  conseguir  aquel 
sumo  y  útil  bien,  en  que  está  la  sempiterna  bien- 
aventuranza del  hombre,  y  a  que  no  puede  llegarse 
en  descuidándose  de  la  religión»  {Libertas.  Colec- 
ción de  Encíclicas  de  A.  C,  págs.  180-181,  nn.  26-27). 

«Asi  fundada  y  constituida  la  sociedad  política, 
manifiesto  es  que  ha  de  cumplir  por  medio  del  culto 
público  las  muchas  y  relevantes  obligaciones  que 
la  unen  con  Dios. 

La  razón  y  la  naturaleza,  que  manda  a  cada  uno 
de  los  hombres  dar  culto  a  Dios  piadosa  y  santa- 
mente, porque  estamos  bajo  su  poder  y  de  Él  he- 
mos salido  y  a  Él  hemos  de  volver,  estrecha  con  la 
misma  ley  a  la  comunidad  civil. 

Los  hombres  no  están  menos  sujetos  al  poder 
de  Dios  unidos  en  sociedad  que  cada  uno  de  por  sí; 
ni  está  la  sociedad  menos  obligada  que  los  par- 
ticulares a  dar  gracias  al  Supremo  Hacedor,  que  la 
formó  y  compaginó,  que,  pródigo,  la  conserva,  y, 
benéfico,  le  otorga  innumerable  copia  de  dádivas 
y  afluencia  de  haberes  inestimables. 

Por  esta  razón,  así  como  no  es  lícito  descuidar 
los  propios  deberes  para  con  Dios,  el  prim.ero  de  los 
cuales  es  profesar  de  palabra  y  de  obra,  no  la  reli- 
gión que  a  cada  uno  acomoda,  sino  la  que  Dios 
manda  y  consta  por  argumentos  ciertos  e  irrecu- 
sables ser  la  única  verdadera,  de  la  misma  suerte 
no  pueden  las  sociedades  políticas  obrar,  en  con- 
ciencia, como  si  Dios  no  existiese,  ni  volver  la  es- 
palda a  la  religión,  como  si  les  fuese  extraña;  ni 
mirarla  con  esquivez  ni  desdén,  comxo  inútil  y  em- 
barazosa, ni,  en  fin,  otorgar  indiferentemente  carta 
de  vecindad  a  ios  varios  cultos;  antes  bien,  y,  por 
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el  contrario,  tiene  el  Estado  político  la  obligación 
de  admitir  enteramente  y  abiertamente  profesar 
aquella  ley  y  prácticas  de  culto  divino  que  el  mis- 
mo Dios  ha  demostrado  que  quiere. 

Honren,  pues,  como  a  sagrado  los  príncipes  el 
santo  nombre  de  Dios,  y  entre  sus  primeros  y  más 
gratos  deberes  cuenten  el  de  favorecer  con  bene- 
volencia y  el  de  amparar  con  eficacia  la  religión, 
poniéndola  bajo  el  resguardo  y  vigilante  autoridad 
de  la  ley;  ni  den  paso  ni  abran  la  puerta  a  insti- 
tución ni  a  decreto  alguno  que  ceda  en  su  detri- 
mento... 

Estando,  como  está,  naturalmente  constituida 
la  sociedad  civil  para  la  prosperidad  de  la  cosa  pú- 
blica, preciso  es  que  no  excluya  este  bien  principal 
y  máximo  [la  consecución  de  la  felicidad  eterna  a 
que  Dios  nos  ha  destinado],  de  donde  nacerá  que, 
bien  lejos  de  crear  obstáculos,  provea  oportuna- 
mente, cuanto  esté  de  su  parte,  toda  comodidad  a 
los  ciudadanos  para  que  logren  y  alcancen  aquel 
bien  sumo  e  inconmutable  que  naturalmente  de- 
sean. 

Y  ¿qué  medio  hay  cómodo  y  oportuno  de  que 
echar  mano  con  ese  intento  que  sea  tan  eficaz  y 
excelente  como  el  de  procurar  la  observancia  santa 
e  inviolable  de  la  verdadera  religión,  cuyo  oficio 
consiste  en  unir  al  hombre  con  Dios?»  {Immortale 
Dei,  Col.  de  Ene.  de  A.  C,  pág.  145,  nn.  11  y  12). 

El  Estado  que  jurídicamente  acepta  estas  ver- 
dades y  obligaciones  es  jurídicamente' católico. 

Para  que  lo  sea,  no  es,  de  suyo,  necesario  que 
se  cargue  con  la  obligación  de  un  presupuesto  de 
culto  y  clero,  pues  podría  la  Iglesia,  por  otros  me- 
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dios,  a  lo  menos  teóricamente,  allegar  los  recursos 
convenientes  para  el  mantenimiento  de  sus  obras 
de  apostolado,  culto  y  beneficencia,  verbigracia,  me- 
diante un  patrimonio,  o  mediante  contribuciones 
impuestas  a  los  fieles  y  limosnas. 

El  Patronato  civil  para  la  colación  de  Episco- 
pados y  otros  cargos  eclesiásticos  no  sólo  no  es 
propio  de  un  Estado  católico,  sino  que,  al  revés,  de- 
roga en  mayor  o  menor  grado  a  la  independencia 
de  la  Iglesia. 

Este  Estado,  jurídicamente  ideal  desde  el  punto 
de  vista  católico,  es  natural  que  presuponga  una 
sociedad  católica  en  su  totalidad,  a  lo  menos  mo- 
ral; y  en  el  mundo  moderno,  gobernado  por  princi- 
pios democráticos,  es  inconcebible  que  el  Estado  sea 
católico  y  la  sociedad  no  lo  sea.  Pero  en  sociedades 
menos  desarrolladas  políticamente,  puede  darse  el 
caso  de  que  el  Estado  sea  católico  y  la  sociedad  no. 

Tal  aconteció  en  el  Imperio  romano,  después 
de  Constantino  y  antes  de  que  el  paganismo  per- 
diera su  influencia,  y  en  la  cristianización  de  la 
Arrérica  hispánica,  antes  de  la  conversión  de  los 
indígenas. 

Presión  del  Estado  católico  sobre  las 
conciencias. 

Las  presiones  de  un  Estado  católico  sobre  las 
conciencias  pueden  considerarse  respecto  de  los 
católicos  y  respecto  de  los  no  católicos;  en  una  so- 
ciedad católica,  en  su  totalidad  moral,  y  en  otra 
católica  sólo  en  gran  mayoría.  Porque,  como  antes 
decíamos,  Estado  católico  en  una  sociedad  no  cató- 
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lica,  o  católica  sólo  en  minoría,  hoy  no  es  apenas 
posible. 

Examinemos,  pues,  las  presiones  de  un  Estado 
católico  sobre  las  conciencias  de  ios  católicos  en 
una  sociedad  totalmente  católica,  y  veamos  si  efec- 
tivamente contrarían  a  la  libertad  del  acto  de  fe. 

Hemos  de  dar  por  supuesto  que  en  un  país  ca~ 
tólico  carece  de  sentido  un  bien  común  en  que  no 
se  integren  los  valores  religioso-morales  del  cato- 
licismo. 

Las  familias  y  los  individuos  consideran  incom- 
patibles con  ese  bien  común  nacional  toda  idea,  cri- 
terio y  acto  de  Gobierno,  toda  actividad,  toda  ins- 
titución que  ataque  la  doctrina  y  la  moral  católica 
y  dificulte  la  misión  de  la  Iglesia. 

Esta  concepción  de  la  vida  social  en  católico  es, 
en  primer  lugar,  la  concepción  verdadera;  pero 
además  es,  en  tal  país,  la  única  realmente  demo- 
crática. 

Por  consiguiente,  el  Estado  que  en  su  régimen 
procura  realizar  esa  concepción  utilizando  los  re- 
cursos que  la  misma  religión  católica  legitima  y 
aun  prescribe  en  cada  caso,  no  sólo  no  presiona  in- 
debidamente las  conciencias  de  los  católicos,  sino 
positivamente  secunda  la  espontaneidad  ciudadana. 
El  Estado  se  pone  realmente  al  servicio  de  las  con- 
ciencias católicamente  formadas. 

Desean  las  familias  y  los  individuos  que  se  faci- 
lite a  los  niños,  adolescentes  y  jóvenes  la  instruc- 
ción religiosa  y  la  formación  moral  según  las  exi- 
gencias católicas;  y  por  eso  requieren  que  en  los 
diversos  grados  de  la  enseñanza:  Primaria,  Media 
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y  Superior,  se  les  imparta  en  serio  la  de  la  doctrina 
católica,  se  les  expliquen  las  demás  disciplinas  con 
criterio  católico,  se  les  preserve  de  toda  corrupción 
en  las  ideas  y  en  las  costumbres,  se  les  oriente  ha- 
cia los  grandes  ideales  de  la  justicia,  de  la  caridad, 
de  la  integridad  del  reino  de  Dios  en  el  mundo. 

Naturalmente,  este  deseo  no  se  podrá  realizar 
si  no  existen  convenientes  leyes  escolares  con  que 
se  garanticen  los  derechos  de  la  familia  cristiana  y 
de  la  Iglesia;  y  esas  leyes,  ni  en  si  ni  en  su  apli- 
cación se  oponen  en  lo  más  mínimo  a  la  libertad 
del  acto  de  fe,  en  los  alumnos  o  en  sus  familias. 
Salvo  que  se  considere  opuesta  a  esa  libertad  la 
obligatoriedad  de  la  educación  y  formación  cató- 
lica, que  los  educandos  mismos  y  sus  padres  de- 
sean, y,  en  todo  caso,  procurarían  por  su  propia 
cuenta,  si  el  Estado,  faltando  a  su  deber  de  garan- 
tizar los  derechos  ciudadanos,  se  inhibiera. 

Leyes  prohibitivas  de  escándalos  públicos  en  es- 
pectáculos, en  playas  y  en  deportes,  y  de  toda  cla- 
se de  exhibiciones  o  propagandas  de  ideales  anti- 
católicos, no  sólo  no  violentarían  las  convicciones 
y  aspiraciones  de  los  católicos,  sino  que  las  secun- 
darían. 

En  particular,  la  sumisión  del  Estado  al  Magis- 
terio de  la  Iglesia  en  materias  religioso-morales,  y 
aun  en  el  orden  tem.poral,  cuando  interfiriera  con 
el  espiritual,  es  también  exigencia  de  la  conciencia 
católica  rectamente  formada,  y,  por  lo  mismo,  no 
implica  en  modo  alguno  violación  de  las  concien- 
cias, sino  al  revés,  su  consagración  y  su  respeto. 

Entonces,  ¿cómo  se  puede  hablar  de  que  el  Es- 
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tado  católico  no  garantiza  la  libertad  del  acto 
de  fe? 

Pero  se  pretende  expresar  que  la  libertad  se  dis- 
minuye en  la  medida  en  que  se  socializa  el  estudio 
y  la  práctica  de  la  religión,  y  que  ésta  tiene  tanto 
menos  de  personal  cuanto  más  la  facilita  el  am- 
biente y  la  costumbre,  tanto  menos  de  consciente 
y  sincera  cuanto  está  más  encarnada  en  el  engra- 
naje de  la  vida  pública. 

Si  este  punto  de  vista  se  urgiera,  habría  que 
renunciar  a  los  benéficos  influjos  de  la  vida  comu- 
nitaria, no  sólo  en  lo  religioso  y  moral,  sino  en 
todos  los  demás  sectores  de  la  vida.  Pero  quod  ni- 
mis  prohat  nihil  prohat.  El  hombre  es  social,  y  ca- 
mina a  sus  objetivos  no  sólo  culturales  y  económi- 
cos, sino  religiosos,  ayudado  por  el  medio  social  en 
que  nace,  se  desarrolla  y  realiza  su  destino. 

Ciertamente  no  debe  caminar  arrastrado,  sino 
queriendo  ir  y  yendo  por  sus  propios  pasos  y  con 
su  propio  esfuerzo;  pero  sin  la  compañía  y  ayuda 
de  los  demás  no  podría  ni  siquiera  orientarse,  cuan- 
to menos  avanzar  y  llegar. 

El  punto  está  en  que,  racional  como  es,  no  re- 
ciba sólo  pasivamente  la  verdad,  sino  que  al  mismo 
tiempo  por  sí  mismo  la  busque  y  la  halle,  se  per- 
suada de  que  es  verdad,  la  abrace  cordialmente  y 
la  haga  norma  de  vida. 

Trabajo  personal  que  no  le  será  difícil  si  en  la 
familia  y  en  la  sociedad  halla  maestros  que  se  le 
adelanten  enseñándola,  testigos  que  le  den  testi- 
monio de  ella  viviéndola  con  sinceridad,  y  gober- 
nantes cristianos  que  la  autoricen  con  su  respeto 
y  con  su  protección;  pero  si  estas  facilidades  fal- 
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tan,  pocos  serán  los  que  se  preocupen  de  la  verdad 
religiosa,  y  menos  todavía  los  afortunados  que  por 
su  cuenta  la  busquen,  la  hallen  y  la  acepten. 

Si  las  mismas  verdades  fundamentales  de  la  re- 
ligión natural,  como  dice  Santo  Tomás  y  reconocen 
todos  los  filósofos  cristianos  y  teólogos,  hubieron  de 
ser  reveladas  por  Dios,  y  lo  fueron,  de  hecho,  en 
Jesucristo,  para  que  la  generalidad  de  los  hom.bres 
pudieran  conocerlas  con  facilidad  y  certeza,  cuán- 
to más  necesario  será  que  las  verdades  misteriosas 
de  la  fe  cristiana  sean  enseñadas  no  sólo  en  el  seno 
de  la  familia,  sino  en  las  escuelas  de  todos  los  gra- 
dos, y  vividas  en  la  sociedad  civil,  para  que  pene- 
tren en  las  almas. 

Y  si  el  hecho  mismo  de  la  revelación  cristiana 
no  destruye  la  libertad  del  acto  de  fe,  tampoco  la 
destruirá  la  proposición  de  esa  revelación  a  cada 
uno  de  los  hijos  de  Dios  por  el  magisterio  social  y 
por  la  justa  protección  y  honor  que  le  dispensa  el 
Estado.  Al  revés,  la  hace  posible  solicitando  la  aten- 
ción e  iluminando  las  almas  con  el  conocimiento 
de  esa  verdad  religiosa,  que  ha  de  ser  el  objeto  de 
la  libertad  en  actos  de  consciente  aceptación. 

El  peligro  de  rutina  y  superficialidad  religiosa, 
cuando  el  ambiente  es  favorable,  es  más  o  menos 
real,  pero  siempre  es  superable  por  la  competente 
ayuda  que  proporciona  el  mismo  ambiente;  en 
cambio,  el  peligro  de  alejamiento  de  la  fe,  por  ig- 
norancia, pereza,  carencia  de  contactos,  cuando  el 
ambiente  falta,  no  suele  de  hecho  superarse  como 
acredita  la  experiencia. 

Es,  pues,  evidente  que  las  presiones  del  Estado 
católico  sobre  las  conciencias  de  los  católicos  son 
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de  todo  en  todo  saludables,  y  aun  necesarias,  con 
tal  que  en  todo  se  conformen  con  los  criterios  prác- 
ticos que  la  Iglesia  misma  considere  normativos  de 
la  acción  estatal  en  cada  tiempo. 

Pero  ¿y  las  presiones  del  Estado  católico  sobre 
las  conciencias  de  los  no  católicos?  La  cuestión 
carecería  de  sentido  donde  no  hubiese  sino  católi- 
cos; pero  esta  suposición,  en  rigor  absoluto,  no 
puede  hacerse,  porque  aun  en  las  sociedades  total- 
mente católicas  siempre  convivirán,  en  mayor  o 
menor  número,  ciertos  núcleos  no  católicos,  nacio- 
nales y  extranjeros. 

Examinemos,  pues,  respecto  de  estos  grupos,  la 
actitud  del  Estado  católico,  y  veremos  si  ejerce  o 
no  sobre  ellos  determinadas  presiones,  y  si  contra- 
ria o  no  con  ellas  la  libertad  del  acto  de  fe. 

Damos  por  supuesto  que  en  ninguna  hipótesis 
puede  un  Gobierno  católico  tratar  de  violentar  a 
un  no  católico  para  que  interiormente  crea;  no 
sólo  porque  el  medio  seria  ineficaz,  pues  nadie  cree 
de  verdad  si  no  quiere  creer,  sino  porque  además  se- 
ria ilícito. 

El  acto  de  fe  habrá  de  nacer  de  la  persuasión, 
del  convencimiento  de  su  verdad  y  obligatoriedad 
ante  Dios,  pero  no  de  coacción  externa  alguna 

Ni  el  Estado  ni  la  Iglesia  misma  tienen  derecho 
a  arrancar  violentamente  el  acto  de  fe,  como  no 
tienen  tampoco  posibilidad. 

Esta  ha  sido  siempre,  y  naturalmente  es  y  será, 
la  doctrina  de  la  Iglesia. 

Las  torturas  y  castigos  aplicados  a  los  herejes 
y  apóstatas  por  el  Poder  civil,  con  la  anuencia  y 
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aprobación  del  eclesiástico,  no  tenían  por  finalidad 
directa,  en  la  mente  de  la  Iglesia,  producir  el  acto 
de  fe,  sino  vindicar  y  reparar  el  daño  grave  causa- 
do al  bien  común  de  una  sociedad  católica,  por 
quien  culpablemente  había  no  sólo  negado  la  fe  en 
el  interior  de  su  conciencia,  sino  profesado  exter- 
namente un  error  incompatible  con  la  paz  y  pros- 
peridad de  un  pueblo  que  de  la  fe  católica,  social- 
mente  proclamada  y  vivida,  hacía  norma  esencial. 

A  veces  también  se  pretendía  la  resipiscencia  del 
reo,  que,  sacudido  por  la  pena  corporal,  quizá  re- 
flexionara y  conociera  su  culpa,  la  detestara  cor- 
dialmente  y  volviera  a  la  ortodoxia. 

En  todo  caso  siempre  se  suponía  que  el  acto  de 
fe  o  es  sincero  o  no  es  acto  de  fe;  y  que,  si  algún 
prudente  castigo  puede  encaminar  el  alma  a  la 
fe  perdida,  ésta  sólo  de  una  íntima  persuasión  pue- 
de derivarse. 

Tratándose  de  pueblos  incultos,  equiparables  a 
primitivos  o  minorennes,  com.o  los  aborígenes  de 
América,  podría  un  Estado  católico  obligarlos  de  al- 
gún modo  prudente — esto  es,  no  contrario  al  fin 
pretendido — a  oír  la  predicación  evangélica,  como 
los  padres  obligan  a  sus  hijos  pequeños;  pero  siem- 
pre esperando  que  surja  la  fe  como  efecto  del  con- 
vencimiento, y  absteniéndose  de  toda  violencia 
para  provocarla,  de  toda  vindicta  contra  los  que  en 
fin  de  cuentas  no  se  hicieren  católicos  ni  consintie- 
ren que  sus  hijos  sean  bautizados  e  inscritos  en  la 
Iglesia. 

Procediendo  con  esta  moderación,  siempre  será 
un  beneficio  insigne  proponer  a  pueblos  herejes, 
cismáticos  y  paganos,  pero  incultos,  la  verdad  cris- 
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tiana  que,  de  ser  aceptada,  ellos  agradecerían,  y 
con  razón,  como  el  mayor  de  los  beneficios. 

Así  se  propagó  la  religión  católica  entre  los  bár- 
baros durante  la  Edad  Media;  así  en  ambas  Indias: 
occidentales  y  orientales,  descubiertas  y  civilizadas 
por  los  españoles  y  los  portugueses;  y  sólo  así  pudo 
propagarse. 

Esa  propagación,  en  su  conjunto,  y  prescindien- 
do de  eventuales  pormenores,  fue  bendecida  por  la 
Iglesia  y  justificada  por  sus  máximos  teólogos 

¿Quién  habrá  que  la  condene  y  no  merezca  él  la 
más  sincera  condenación  y  la  más  cordial  compa- 
sión por  su  errado  criterio? 

Pero  tratándose  de  grupos  cultos  no  católicos, 
sean  o  no  herejes  o  apóstatas,  y  dentro  de  un  ho- 
rizonte nacional,  ¿cuál  debe  ser  la  actitud  del  Es- 
tado católico  y  qué  presiones  implica  sobre  los  di- 
sidentes? 

Recordaremos  ante  todo  que  en  una  tal  sociedad 
culta  no  puede  haber  hoy  Estado  católico  si,  a  lo 
menos,  la  inmensa  m^ayoría  de  la  población  nacio- 
nal y  aun  la  totalidad  moral  no  es  católica. 

Cuando  los  grupos  disidentes  fueran  apreciables 
por  su  volumen,  por  su  cultura,  por  su  riqueza,  por 
su  influjo  nacional,  no  seria  democráticamente  po- 
sible que  la  actitud  del  Estado  respecto  de  la  Igle- 
sia católica  coincidiera  con  la  arriba  descrita  del 
Estado  católico. 

Un  trato  de  acusado  favor  al  catolicismo,  con 
mera  tolerancia  del  culto  privado  de  otras  confesio- 
nes, sin  autorización  de  su  proselitismo,  no  sería 
posible. 

Si  de  alguna  ventaja  disfrutara  la  religión  cató- 
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lica,  sería  por  causa  de  su  mayor  densidad  social  y 
resultante  de  su  más  estrecha  vinculación  al  bien 
nacional,  estimada  y  apreciada  por  electores  y  por 
gobernantes,  pero  no  se  derivaría  de  una  apriorís- 
tica  valoración  de  su  verdad  religiosa  exclusiva. 

Por  consiguiente,  la  actitud  del  Estado  católico 
ante  grupos  disidentes  nacionales  se  ha  de  estudiar 
en  la  hipótesis  de  que  tales  grupos  sean  insignifi- 
cantes ya  en  número,  ya  en  calidad,  y  de  que,  por 
lo  mismo,  la  población  que  cuenta  es  católica  en 
su  totalidad,  a  lo  menos  moral. 

Entonces,  el  Estado  es  católico,  debe  serio:  y 
define  su  actitud  por  los  deberes  arriba  enume- 
rados : 

a)  Tributa  a  Dios  culto  católico. 

b)  Regula  sus  actos  específicos — como  Estado — , 
por  la  doctrina  religiosa  y  moral  de  la  Iglesia, 

c)  Acata  la  jurisdicción  directa  de  la  Iglesia  en 
lo  espiritual  y  la  indirecta  en  lo  temporal. 

d)  Respeta  el  culto  privado  de  los  disidentes  y 
se  abstiene  de  toda  directa  violencia  que  fuerce  sus 
conciencias,  ya  a  la  profesión  interna  de  la  fe  católi- 
ca, ya  a  la  externa,  que  es  innecesaria  y  constitui- 
ría un  acto  de  ficción;  pero  prohibe  la  propaganda 
del  error  anticatólico  y  su  exhibición  externa,  cuan- 
to exija  el  bien  común  de  tal  sociedad  católica; 
esto  es,  cuanto  dicte  la  necesidad  de  conservar  y 
de  robustecer  la  unidad  religiosa,  que  es  la  mejor 
garantía  de  la  paz  y  prosperidad  del  pueblo  y  de 
la  subordinación  del  bien  temporal  al  sobrenatural 
y  eterno. 

Esa  unidad  religiosa  católica,  como  bien  tan 
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fundamental,  debe  ser  tutelada  y  promovida  por 
el  Estado  con  la  máxima  solicitud. 

Nada  puede  legítimamente  autorizarse  o  permi- 
tirse que  la  ponga  en  peligro,  salvo  que,  de  no  ha- 
cerlo, se  siguieran  mayores  males,  más  graves  pe- 
ligros contra  la  misma  religión  católica,  verbigracia, 
la  intervención  de  una  fuerza  incontrastable  extran- 
jera que  no  sólo  acabara  con  los  privilegios  jurídi- 
cos de  la  Iglesia  católica,  sino  con  su  existencia. 

Esas  limitaciones  de  la  externa  profesión  y  pro- 
paganda de  las  confesiones  religiosas  disidentes  son, 
ciertamente,  presiones  sobre  la  conciencia  de  los  no 
católicos;  pero,  en  primer  lugar,  no  se  oponen  a  la 
libertad  interna  de  su  fe,  pues  ni  se  les  prohiben  sus 
creencias  dentro  de  su  foro  privado,  ni  se  les  im- 
ponen las  católicas;  en  segundo  lugar,  esas  presio- 
nes limitan  el  natural  desarrollo  y  proyección  de  su 
fe  disidente  en  los  actos  externos  y  públicos,  ya  de 
culto,  ya  de  apostolado;  pero  a  éstos  no  tienen  ab- 
solutamente ningún  derecho  objetivo,  como  quiera 
que  éste  sólo  puede  fundarse  en  la  verdad;  ni  sub- 
jetivo, pues,  por  hipótesis,  estamos  en  un  pueblo 
católico,  y  no  existe  subjetivo  derecho  con  daño  del 
auténtico  bien  común  de  una  sociedad  católica.  La 
conciencia  errónea,  aun  de  buena  fe,  sólo  tiene  de- 
recho, y  subjetivo  nada  más,  a  proyectarse  exte- 
riormente,  cuando  esa  proyección  no  sea  dañosa  al 
bien  común  de  una  sociedad  de  conciencias  recta- 
mente formadas,  esto  es,  católicas. 

Los  derechos  de  la  conciencia  errónea  no  son 
iguales  a  los  de  la  verdadera,  y  deben  ceder  cuando 
entre  unos  y  otros  surge  el  conflicto,  máxime  cuan- 
do el  derecho  de  la  conciencia  verdadera  coincide 
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con  las  exigencias  del  bien  común  temporal  de  la 
sociedad. 

Se  arguye  que  el  Estado  no  puede  discriminar  la 
conciencia  verdadera  de  la  equivocada.  Pero  es  in- 
dudable que  puede.  Porque  si  es  Estado  católico, 
com.o  lo  es  en  la  hipótesis  en  que  hablamos,  recibe 
de  la  Iglesia  el  conocimiento  cierto  de  lo  verdadero 
y  lo  falso  en  materia  de  religión;  y  debe  discernir, 
según  ese  criterio,  los  grupos  no  católicos  del  ca- 
tólico, para  obrar  en  consecuencia.  Fuera  de  que  en 
un  plano  de  pura  razón  también  sería  competente 
el  Estado  para  juzgar,  según  ésta,  de  lo  verdadero 
y  lo  erróneo,  esto  es,  de  lo  conforme  con  la  ley 
natural  y  de  lo  contrario,  a  lo  menos  en  casos  de 
evidencia. 

Por  lo  cual  es  también  un  error  en  doctrina  ca- 
tólica añrmar  que  el  ciudadano  es  libre  ante  el  Es- 
tado para  profesar  la  religión  que  le  acomode.  No 
es  libre  para  profesar  errores  contrarios  a  la  reli- 
gión natural;  y  si  el  Estado  es  católico,  no  lo  es 
tampoco  para  profesar  errores  contrarios  a  la  reli- 
gión católica,  que  el  Estado  conoce  por  el  Magiste- 
rio de  la  Iglesia,  y  debe  defender  y  promover,  según 
las  exigencias  del  bien  común  católico,  en  una  so- 
ciedad católica. 

Todo  esto  es  evidente,  a  tenor  de  la  doctrina 
sobre  la  tolerancia  del  mal  enseñada  por  León  XIII, 
en  conformidad  con  los  teólogos  y  filósofos  cató- 
licos. 

El  punto  está  en  precisar  hasta  qué  punto  es 
contrario  al  bien  común  de  una  sociedad  católica 
que  se  haga  propaganda  religiosa  anticatólica  ya 
en  la  prensa,  ya  en  la  enseñanza,  ya  de  otro  modo. 
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No  puede  dudarse  de  que  lo  es  cuanto  tiende  a 
romper  su  unidad  religiosa,  puesto  que  ésta  es  lo 
más  precioso  de  ese  bien  común. 

Lo  que  garantiza  la  concordia  cívica  y  la  cola- 
boración de  todos  a  la  obra  social  es,  sin  duda,  lo 
más  esencial  al  bien  común. 

Ahora  bien,  la  unidad  religiosa  católica  es  ese 
principio  de  garantía;  porque  donde  hay  un  mismo 
modo  de  concebir  el  mundo  en  sus  fundamentales 
aspectos,  y,  por  cierto,  un  modo  verdadero  y  real, 
y  donde  se  vive  una  misma  conciencia  de  herman- 
dad sobrenatural  y  de  comunicación  filial  con  Dios, 
por  Cristo  y  su  Vicario  en  la  tierra,  es  indiscutible 
que  está  asegurada,  a  lo  menos  en  lo  sustancial,  la 
unión  cordial  y  la  cooperación  entre  los  ciudadanos. 

Pues  esa  concepción  verdadera  e  idéntica  del 
mundo  y  esa  conciencia  de  hermandad  se  incluyen 
en  la  unidad  religiosa  católica  de  un  pueblo,  y  es, 
por  lo  mismo,  ésta  lo  más  precioso  y  más  sagrado 
del  bien  común. 

¿No  será,  pues,  contrario  a  éste  cuanto  se  orde- 
na a  la  destrucción  de  esa  unidad? 

Se  puede  apurar  más  todavía:  La  propaganda 
anticatólica  y  la  exhibición  del  culto  público  anti- 
católico tienden  por  su  naturaleza  al  rompimiento 
de  la  unidad  católica  hoy  como  ayer.  Pero  hoy,  ¿con 
qué  eficacia? 

Con  notable  y  lamentable  eficacia. 

Obsérvese  que  esa  unidad  religiosa  católica  que- 
daría quebrantada  por  el  paso  de  ciertos  católicos  a 
otra  confesión;  por  inyecciones  de  incredulidad  o 
de  escepticismo  e  indiferentismo  religioso  resultante 
de  la  propaganda  contra  la  religión  católica;  por 
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enfriamiento  del  fraternal  afecto  entre  los  que  per- 
severan católicos  a  pesar  de  la  propaganda,  y  entre 
los  que  han  dejado  de  serlo;  por  la  diversidad  de 
criterios  prácticos  en  lo  social,  cultural  y  político, 
derivada  de  la  diversa  concepción  del  hombre  y  de 
su  vida,  e  inevitable  en  los  que  religiosamente  di- 
fieren. 

Ahora  bien,  donde  se  garantiza  el  culto  público 
y  la  propaganda  religiosa  de  ios  no  católicos,  con 
todos  los  recursos  que  la  civilización  moderna  pone 
en  sus  manos,  se  seguirán  en  mayor  o  menor  grado 
todas  esas  lesiones  de  la  unidad  religiosa. 

Seria  utópico  pensar  que  la  acción  preservativa 
e  iluminadora  de  la  Iglesia  pudiera  ser  siempre  tan 
intensa  que  inmunizara  siempre  a  sus  hijos  contra 
tales  tentaciones,  o  que  éstos  poseerán  tal  cultura 
y  fidelidad  que  vencerán  siempre  y  saldrán  más 
afirmados  en  la  fe  y  en  la  virtud  cristiana. 

Por  causas  diversas,  pero  en  realidad  hoy  por 
hoy  insuperables,  ni  el  magisterio  y  educación  de 
la  Iglesia  llega  a  todos,  ni  surte  pleno  efecto  a  don- 
de llega,  ni  todos  ios  católicos  razonablemente  ins- 
truidos y  formados,  cuánto  menos  los  ignorantes  e 
indisciplinados,  corresponden  dignamente  a  la  gra- 
cia recibida;  y  es  seguro  que  la  solicitación  al  error 
y  al  mal  no  dejará  de  lograr  adeptos:  unos  se  ha- 
rán protestantes;  otros,  indiferentes;  otros,  prácti- 
camente, ateos;  otros  perderán  la  íntima  convic- 
ción religiosa  que  antes  poseían  y  la  consiguiente 
paz  y  entusiasmo  apostólico;  y  esos  mismos  no 
concebirán  los  ideales  nacionales  e  internacionales 
como  antes  los  concebían;  no  coincidirán  en  la 
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apreciación  de  los  problemas  y  sus  soluciones  con 
los  que  antes  eran  de  su  mismo  parecer  y  sentir. 

Discuten  algunos  la  realidad  o  irrealidad  del  pe- 
ligro contra  la  unidad  religiosa  de  un  país,  por 
autorizarse  el  proselitismo  de  los  disidentes  y  supri- 
mirse las  limitaciones  antedichas  de  su  libertad. 

Opinan  que  esa  política  de  seguridad  es  indicio 
de  un  catolicismo  enclenque  y  contribuye  a  que 
siga  siéndolo:  el  medio  más  eficaz  para  robustecer- 
lo y  hacerlo  genuino  sería  la  lucha  que  se  suscita- 
ría en  habiendo  libertad. 

Pero  estas  afirmaciones  son  bastante  inconside 
radas,  aunque  sugieran  algo  verdadero  y  práctico. 

Es  cierto  que  una  táctica  imprudente  de  excesi- 
va seguridad  impide  el  desarrollo  de  la  personali- 
dad y  de  la  capacidad  para  superar  los  riesgos  y 
dificultades:  se  opone  a  la  buena  formación. 

Pero  una  total  falta  de  seguridad,  un  ambiente 
de  continuo  y  grave  peligro,  es  insuperable  aun 
para  muchos  héroes,  cuánto  más  que  el  vulgo. 

Ka  de  haber,  pues,  seguridad  y,  ai  mismo  tiem- 
po, ejercicio  tenso  de  libertad  y  autodefensa. 

En  los  bien  formados,  la  tentación  no  triunfa, 
fácilmente  al  menos;  pero  en  los  mal  formados, 
ignorantes,  débiles,  sí. 

Y  téngase  presente  que  los  débiles,  ignorantes  y 
mal  formados  son  los  más,  y  a  su  defensa  se  orde- 
nan precisamente  las  leyes  protectoras  en  el  cam- 
po de  lo  religioso-moral,  no  a  la  de  los  doctores  y 
de  los  santos. 

Así  que  si  se  quiere  conservar  la  unidad  religio- 
sa en  un  pueblo  que  dichosamente  la  posee,  no  hay 
sino,  primero,  intensificar  el  serio  estudio  de  la 
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religión  y  fomentar  su  práctica  consciente  y  fer- 
vorosa en  todos  los  sectores  de  la  vida;  segundo, 
preservar,  especialmente  a  los  jóvenes,  de  aquellas 
propagandas  contrarias  a  su  fe  y  a  su  vida  católica, 
que  ellos  en  modo  alguno  podrian  soportar  incólu- 
mes, por  no  estar  todavía  suficientemente  formados 
e  inmunizados;  tercero,  suministrar  a  todos  los  fie- 
les cultos,  según  su  capacidad,  la  suficiente  noticia 
de  los  ambientes  no  católicos:  de  lo  que  piensan 
del  catolicismo  y  de  las  armas  con  que  lo  comba- 
ten; para  que  conscientemente  puedan  reaccionar 
con  objetividad  y  dignidad  al  ponerse  con  ellos  en 
el  contacto  que  la  vida  moderna  hace  inevitable. 

Pero  una  cosa  es  que  un  pueblo  católico  se  co- 
munique con  los  medios  no  católicos  en  las  infini- 
tas ocasiones  en  que  necesariamente  ha  de  comu- 
nicarse, y  bien  preparado,  para  irradiar  entre  ellos 
la  verdad  y  no  ser  seducido  por  la  falsedad,  y  otra 
muy  diferente  autorizar  y  garantizar  en  su  seno 
una  propaganda  capaz  de  seducir  a  los  aún  no  su- 
ficientemente formados  para  resistirla. 

Esto  supuesto,  las  limitaciones  legales  impues- 
tas al  proselitismo  disidente  en  una  nación  católi- 
ca en  su  totalidad,  ya  recaigan  sobre  extranjeros 
ya  sobre  algunos  pocos  indígenas,  en  primer  lugar, 
están  plenamente  justificadas  en  sana  filosofía  y 
en  auténtica  democracia  por  el  bien  común  nacio- 
nal; y,  en  segundo  lugar,  no  violan  en  lo  más  mí- 
nimo la  libertad  interna  de  la  fe  heterodoxa.,  pues- 
to que  ésta  se  respeta  plenamente  en  la  zona 
privada,  y  de  la  católica  no  se  exigen  exteriores  ma- 
nifestaciones a  quien  no  es  católico. 

Alguna  discriminación  ante  la  ley,  desventajosa 
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para  el  heterodoxo,  es  real  bajo  el  régimen  de  un 
Estado  católico,  pero,  por  las  razones  antedichas, 
no  puede  ser  considerada  injusta. 

Si  se  estima  tal,  se  debe  al  prejuicio  de  que  la 
condición  religiosa  del  ciudadano  no  puede  funda- 
mentar ventaja  alguna  en  la  vida  pública,  y  el  Es- 
tado debe  o  prescindir  de  ella  en  absoluto  o  reco- 
nocerle el  mismo  valor,  cualquiera  que  sea. 

La  libertad  religiosa  es,  según  ciertos  escrito- 
res, un  valor  moral  que  la  Iglesia  debe  a  todo  pre- 
cio defender,  y  esa  libertad,  se  añade,  implica  igual- 
dad civil  para  todas  las  confesiones  religiosas  en 
cualquier  país,  aunque  sea  totalmente  católico. 

Pero  ya  hemos  demostrado  que  tal  doctrina  es 
contraria  a  las  enseñanzas  de  la  Iglesia  y  a  los 
principios  de  una  sana  filosofía  del  Estado,  y  que 
ni  la  libertad  del  acto  de  fe  ni  la  dignidad  de  la 
persona  exigen  semejante  igualdad. 

Si  ésta  puede  o  no  justificarse  mirando  al  bien 
común,  no  meramente  nacional,  sino  de  toda  la 
Iglesia,  ya  en  un  mundo  aún  no  unificado  plena- 
mente, ya  en  una  sociedad  de  naciones  de  diversas 
creencias,  es  problema  diferente. 

En  todo  caso,  la  solución  no  puede  condicionar- 
se por  el  falso  principio  de  que  un  Estado  católico 
es  incompatible  con  la  libertad  de  la  fe,  sino  por  el 
verdadero  de  que  el  bien  común  de  toda  la  Iglesia 
de  Cristo  debe  prevalecer  sobre  el  de  una  particular 
nación  que  de  algún  modo  pudiera  oponérsele 
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La  laicidad  del  Estado  como  garantía 
única  de  libertad. 

Se  afirma  que  el  Estado  laico  es  el  único  que 
garantiza  la  libertad  religiosa,  y  no  sólo  en  este  o 
en  aquel  país,  en  tales  o  cuales  circunstancias  his- 
tóricas, sino  en  todas  partes  y  siempre;  donde  hay 
unidad  religiosa  y  donde  no  la  hay. 

El  Estado  católico  es,  por  definición,  contrario 
a  la  libertad  del  acto  de  fe,  y  es,  en  realidad,  anti- 
católico, puesto  que  lo  es  violar  la  libertad,  supre- 
m.o  valor. 

Así  que,  en  resumidas  cuentas,  habría  que  adop- 
tar la  paradoja  de  que  el  Estado  laico — no  el  lai- 
cista o  positivamente  perseguidor  de  la  religión — 
es  el  verdadero  Estado  católico,  por  ser  el  que  da 
plena  satisfacción  a  las  exigencias  del  espíritu  de 
libertad  evangélica. 

Todo  esto,  recordará  el  lector,  afirman  Viala- 
toux  y  Latreille. 

Vamos  a  demostrar  que  el  Estado  laico,  no  sólo 
no  garantiza  en  principio  y  universalmente  la  li- 
bertad religiosa,  sino  que  es  contrario  a  la  institu- 
ción divina,  así  natural  como  positiva,  y,  por  con- 
siguiente, proponerlo  como  ideal  es  negar  las  ense- 
ñanzas de  la  razón  y  las  de  la  Iglesia  de  Cristo  y 
renunciar  al  régimen  católico  de  la  sociedad  civil. 

La  demostración  elaborada  en  este  apartado  se 
reducirá  al  análisis  de  la  idea  de  ciudadano,  tal 
como  se  define  en  el  pensamiento  católico,  y  a  las 
deducciones  lógicas  pertinentes. 
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La  religiosidad  pertenece  a  la  natu- 
raleza del  hombre. 

Si  en  el  concepto  de  ciudadano  no  entrara  nin- 
guna forma  determinada  de  religiosidad  ni  de  irre- 
ligiosidad, sino  solamente  la  absoluta  libertad  para 
profesar  una  u  otra  religión,  o  no  profesar  ningu- 
na, el  único  Estado  razonable,  por  corresponder  a 
ese  concepto  de  ciudadanía,  sería  un  Estado  estric- 
tamente laico,  a  saber,  que  no  profesara,  como  tal, 
ninguna  religión  y  garantizara  a  todos  la  libertad 
de  profesar  la  que  quisieran,  o  no  profesar  nin- 
guna. 

Laico,  no  laicista  o  perseguidor  de  la  religión. 

El  Estado  laicista  sólo  podría  justificarse  en  la 
hipótesis  de  que  la  religión  fuera,  crimen  de  tras- 
cendencia pública,  o,  en  otros  términos,  la  irreli- 
giosidad fuera  exigencia  o  propiedad  de  la  natura- 
leza humana. 

Pero  ese  concepto  del  ciudadano  es  una  gratui- 
ta ficción  en  pugna  con  la  naturaleza  y  con  la 
gracia. 

El  hombre  es,  por  esencia,  religioso,  pues  es  cria- 
tura dependiente,  según  todo  su  ser  y  actividad, 
de  Dios,  y  a  Él  ordenado  como  a  su  último  fin  y 
sumo  bien,  y  debe,  por  tanto,  en  todo  momento  de 
su  existencia,  reconocerlo  y  venerarlo. 

Su  vida  será  desordenada  y  contraria  a  las  pro- 
pias exigencias  racionales  en  la  medida  en  que 
prescinda  del  culto  y  de  la  obediencia  que  debe  a 
Dios,  ya  en  el  secreto  individual,  ya  en  la  externa 
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convivencia  con  los  consocios  de  la  íamilia  o  de  la 
sociedad  civil. 

La  psicología  corresponde  a  la  Ontología.  y  es. 
de  hecho,  el  hombre  animal  religiosum,  no  sólo 
porque  implica  una  trascendental  relación  a  Dios: 
relación  de  origen,  de  finalidad  y  de  constitución, 
sino  porque,  efectivamente,  el  hombre  histórico 
siempre  aparece  conscientemente  religado  con  Dios, 
esto  es,  afectado  por  creencias  y  sentimientos  di- 
versos hacia  la  divinidad,  proyectados  en  actitudes 
de  sumisión,  adoración,  alabanza,  confianza,  amor, 
súplica...,  o  a  veces  otras  ciertamente  contrarias, 
pero  sólo  por  una  errónea  ideología  y  una  depra- 
vación, que  no  puiede  en  modo  alguno  destruir  la 
realidad  de  su  ser  ontológico  creado  por  Dios  y  or- 
denado y  subordinado  a  Él. 

Luego  el  concepto  de  ciudadano  incluye  la  nota 
de  religiosidad,  ni  más  ni  menos  que  la  de  racio- 
nalidad en  que  realmente  se  contiene,  la  de  anima- 
lidad o  cualquier  otra  constitutiva  de  su  ser 
esencial. 

Esto  supuesto,  en  el  concepto  de  ciudadano  de 
una  república,  organizada  según  la  pura  razón, 
entrarían  el  derecho  y  la  obligación  de  vivir,  aun 
en  la  vida  pública,  según  las  normas  religioso -mo- 
rales de  la  ley  natural,  fueran  éstas  las  que  fueren, 
pues  no  determinamos  ahora  su  contenido. 

Pero  no  vive  el  género  humano  en  estado  de 
pura  razón,  pues  no  vive  en  estado  de  pura  natu- 
raleza, sino  de  naturaleza  calda  y  redimida,  y  en 
tal  redención  sobrenatural  se  contiene  el  divino 
decreto  de  que  todos  los  hombres  vengan  al  cono- 
cimiento de  la  verdad  católica  y  organicen,  según 
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ella,  la  vida,  toda  la  vida:  la  individual  y  la  social, 
la  privada  y  la  pública,  porque  ningún  acto  se  ha 
de  sustraer  al  gobierno  divino.  «No  puede  dudarse 
— dice  Pío  XII — de  que  la  religión  y  la  vida  forman 
un  todo  indisoluble»  (32).  La  vida  pública  es  tam- 
bién vida  humana. 

Si,  pues,  según  los  designios  del  Creador  y  Re- 
dentor, se  debe  organizar  la  república  conforme  a 
las  prescripciones  del  catolicismo,  que  asume  las 
inmutables  y  eternas  de  la  ley  natural,  pero  las 
completa  y  perfecciona  con  otras  de  orden  positivo, 
no  existe  en  el  ciudadano  el  derecho  de  profesar 
cualquier  religión  o  no  profesar  ninguna,  en  cuan- 
to tal  ciudadano,  sino  que  existe  el  deber  y  consi- 
guiente derecho  de  practicar,  en  privado  y  en  pú- 
blico, como  individuo  y  como  miembro  del  cuerpo 
social,  la  religión  católica. 

En  este  sentido  se  incluye  en  el  concepto  de 
ciudadano,  no  cualquier  género  de  religiosidad,  sino 
la  religiosidad  católica. 


El  Estado  debe  ser  religioso  y  católico. 

Sería  indigna  del  hombre  una  sociedad  civil  en 
que  no  se  le  facilitase  el  desarrollo  de  su  vida  con- 
forme a  las  exigencias  fisiológicas,  económicas,  cul- 
turales, de  la  razón. 

Pues  no  menos  lo  sería  aquella  en  que  tampoco 
se  le  facilitara  el  desarrollo  y  actuación  de  las  vir- 
tualidades religiosas  mediante  las  condiciones  opor- 


(32)   Discurso  en  la  canonización  de  San  Nicolás  Flue. 


LA  LIBERTAD  RELIGIOSA  Y  EL  ESTADO  CATÓLICO  Gl 

tunas  para  conocer  y  profesar  la  verdadera  y  obli- 
gatoria religión,  que  es  el  catolicismo. 

La  sociedad  civil — el  Estado — se  ordena  a  pro- 
curar al  hombre  el  bien  terrestre  integral  de  la  vida 
humana,  y  parte  de  este  bien  es  la  competente  ac- 
tuación de  la  religiosidad,  según  los  cánones  de  la 
religión  revelada  e  impuesta  por  Jesucristo^  que  es 
la  católica. 

No  puede,  pues,  el  Estado  desentenderse  del  as- 
pecto religioso  del  bien  público,  y  en  este  sentido 
no  puede  ser  laico. 

Claro  está  que  los  gobernantes,  en  cuanto  ciu  - 
dadanos, tienen  los  mismos  deberes  y  derechos  en 
el  orden  religioso  que  cualquier  otro  ciudadano; 
pero,  en  cuanto  gobernantes,  tienen  una  misión  es- 
pecial: procurar,  con  el  ejercicio  de  la  autoridad, 
las  condiciones  de  esa  digna  existencia  en  que  los 
miembros  consigan  y  disfruten  su  bien  integral. 

Esta  es  la  profesión  del  gobernante  en  cuanto 
gobernante. 

Pues  como  cualquier  otro  ciudadano  ha  de  ejer- 
cer su  profesión  conforme  a  las  normas  de  la  reli- 
gión católica,  así  el  gobernante  la  suya.  «¿Cómo 
— escribe  San  Agustín — servirán  los  reyes  al  Señor 
con  temor — según  se  les  prescribe  en  el  salmo — ,  si- 
no castigando  y  prohibiendo  con  religiosa  severidad 
las  transgresiones  de  la  ley  divina?  Porque  de  una 
manera  le  sirve  el  rey  en  cuanto  hombre  y  de  otra 
en  cuanto  rey.  Como  hombre  le  sirve  viviendo  fiel- 
mente; como  rey  le  sirve  dando  y  aplicando  con  la 
debida  energía  leyes  que  prescriban  lo  justo  y  pros- 
criban lo  injusto,  como  le  sirvió  Ezequías  destru- 
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yendo  los  bosques  sagrados  y  los  templos  de  los 
ídolos...» 

Así  que  los  reyes  sirven  a  Dios  en  cuanto  reyes 
cuando  en  orden  a  su  servicio  hacen  lo  que  sólo 
ellos  pueden  hacer  (33). 

De  manera  que  los  gobernantes,  en  su  gobierno, 
deben  comportarse  como  exige  la  religión  católica. 
Este  es  el  ideal. 

¿Qué  exige  de  ellos,  más  en  concreto, 
este  ideal? 

Primero,  que  sus  actos  de  gobierno  se  rijan 
siempre  por  las  normas  religioso-morales  católicas, 
oídas  del  único  Magisterio  autorizado,  que  es  la 
Iglesia  docente.  Esta  enseña  y  da  consignas  a  to- 
dos: altos  y  bajos,  emperadores  y  vasallos,  porque, 
como  antes  decía,  todos  los  actos  humanos  han  de 
regirse  por  las  normas  divinas,  y  éstas  son  las  con- 
servadas y  enseñadas  por  la  Iglesia  católica.  Por 
otra  parte,  los  actos  de  los  gobernantes,  en  cuanto 
tales,  son  actos  humanos. 

Segundo,  que,  como  gobernantes,  y  como  cabeza 
del  cuerpo  que  es  la  sociedad  civil  católica,  den  a 
Dios  el  debido  culto  participando  del  modo  conve- 
niente en  las  ceremonias  litúrgicas  y  según  las  pres- 
cripciones de  la  Santa  Iglesia  católica. 

No  es  verdad  lo  que  dicen  Vialatoux  y  Latreille 
que  la  comunidad  religiosa  no  es  la  nación,  no  es 
el  Estado,  sino  la  Iglesia,  y  que  la  religión  se  ex- 
presa por  acciones  de  la  Iglesia,  no  del  Estado,  pues 


(33)    ML  33,  col.  801,  n.  19. 
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«las  acciones  de  la  nación  son  puramente  expresión 
de  la  vida  natural»  (34). 

Cierto  que  la  sociedad  instituida  por  Dios  pa- 
ra promover  el  bien  sobrenatural  religioso  con 
autoridad  suprema  y  medios  propios  es  la  Igle- 
sia de  Cristo;  pero  la  sociedad  civil  es  también 
esencialmente  religiosa,  asi  porque,  en  razón  de 
su  específica  entidad  proviene  de  Dios,  está  sub- 
ordinada a  Dios  y  a  Dios  debe  reconocimiento  y 
servicio,  como  porque  especialmente  ha  de  procurar 
para  los  ciudadanos  el  bien  completo  de  la  vida 
humana,  constituido  parcialmente  por  valores  reli- 
giosos y  morales,  y,  si  ha  de  expresar  en  sus  accio- 
nes la  vida  natural  íntegra,  habrá  de  expresar  el 
verdadero  valor  religioso,  que  es  uno  de  sus  ele- 
mentos esenciales,  y  se  expresa  de  modo  principal 
en  los  actos  de  culto  de  la  sociedad  como  tal. 

Por  eso,  en  un  Estado  de  pura  razón,  la  direc- 
ción de  la  vida  religiosa  correría  a  cargo  de  la  auto- 
ridad civil,  y,  por  tanto,  la  ordenación  del  culto 
divino. 

La  elevación  al  orden  sobrenatural  y  la  funda- 
ción de  la  Iglesia  católica  como  instrumento  de 
Dios  para  presidir  ese  culto  en  el  mundo  no  ha 
destruido  la  naturaleza  religiosa  del  Estado;  sólo 
ha  transformado  su  función  directora  de  la  vida 
natural  religiosa  pública  en  función  dirigida  por 
la  Iglesia;  función,  no  obstante,  real  y  no  menos 
obligatoria  cuanto  a  promover  y  tributar  el  culto 
divino,  de  lo  que  aquí  tratamos,  y  favorecer  cuanto 
sea  posible  la  vida  social  honesta,  inspirada  en  la 


(34)    «Esprit»,  octubre  1949,  págs.  535-536. 
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religión  y  moral  de  la  revelación,  de  lo  que  tratare- 
mos en  el  apartado  siguiente. 

En  una  palabra:  el  Estado  debe  también  ahora 
expresar  y  promover  el  bien  religioso,  pero  no  el 
natural,  sino  el  sobrenatural;  no  como  director  y 
autoridad  primera,  sino  como  dirigido  por  la  Igle- 
sia y  subordinado  a  ella. 

Tercero,  que  promuevan  el  bien  público  de  la 
sociedad  católica,  según  sus  especificas  exigencias 

Como  este  bien  público  está  constituido  prin- 
cipalmente por  la  unidad  de  todos  en  la  verdad 
revelada,  por  los  criterios  y  sentimientos  sociales 
que  de  ella  provienen,  por  el  común  respeto  y  cor- 
dial adhesión  a  las  básicas  instituciones  en  que, 
por  disposición  divina,  se  concretan  la  doctrina  y 
vida  católicas,  y  por  las  virtudes  cristianas  civicas, 
la  paz  y  la  felicidad  resultantes,  es  claro  que  pro- 
mover ese  bien  implica,  entre  otras,  dos  cosas:  pro- 
hibir, combatir  y  eliminar,  en  lo  posible,  cuantos 
obstáculos  se  opongan  a  la  difusión  e  imperio  de 
esa  doctrina  y  vida,  y  apoyar  y  fom^entar  cuanto  las 
secunde. 

Y,  como  la  labor  de  la  Iglesia  es  primordial  e 
insustituible  en  orden  a  conservar  e  ilustrar  esas 
enseñanzas  y  a  perfeccionar  esa  vida  en  las  almas 
de  los  ciudadanos,  el  Estado  habrá  de  combatir  y 
suprimir  los  públicos  impedimentos  de  esa  misión 
divina  de  la  Iglesia  y  disponer  lo  necesario  para 
garantizarla  y  facilitarla. 

Naturalmente,  todo  con  la  debida  prudencia  y 
caridad,  y  con  suma  discreción  de  parte  de  ambas 
potestades,  para  no  confundir  lo  temporal  con  lo 
espiritual,  lo  civil  con  lo  eclesiástico,  y  evitar  aun 
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la  apariencia  de  compromisos  que  pongan  en  peli- 
gro el  crédito  o  la  independencia  eclesiástica  y  da- 
ñen al  fin  espiritual  que  se  pretende. 

Pero,  guardada  esta  importantisima  precaución, 
no  cabe  duda  de  que  el  Estado  ha  de  considerar 
deber  suyo  esa  protección  de  la  libertad  de  la  Igle- 
sia^ que  es  condición  sine  qua  non  del  bien  común 
de  una  sociedad  católica. 


La  distinción  entre  ¡a  naturaleza  y 
la  gracia  no  justifica  ía  laicidad  del 
Estado. 

El  carácter  específico  del  bien  sobrenatural  en- 
comendado a  la  Iglesia,  y  su  irreductibilidad  a^ 
bien  natural,  no  justifica  en  modo  alguno  una  se- 
paración absoluta  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  como 
si  éste  se  hubiese  de  consagrar  exclusivamente  a 
promover  el  bien  natural  y  aquélla  el  sobrenatural. 

Desde  el  momento  en  que  el  bien  sobrenatural, 
por  una  revelación  históricamente  comprobable  y 
comprobada,  se  ha  impuesto  de  jure  a  todo  el  gé- 
nero humano  como  el  objeto  obligado  de  sus  aspi- 
raciones y  acciones,  y  como  absoluta  norma  de  la 
vida  total,  individuos  y  sociedades  deben  conocer- 
lo y  promoverlo:  el  individuo,  como  sujeto  prima- 
rio al  que  se  ordena  ese  bien  y  en  el  que  se  ha  de 
realizar;  la  sociedad  civil,  como  instrumento  sub- 
sidiario que  también  en  este  orden,  y  bajo  el  su- 
premo Magisterio  y  autoridad  de  la  Iglesia.,  ha  de 
procurar  suplir  la  deficiencia  individual  y  facilitar 
al  ciudadano  la  protección  y  las  positivas  condi- 
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Clones  de  acción  que  la  consecución  del  bien  sobre- 
natural requiere,  y  no  están  ai  alcance  de  sus  per- 
sonales posibilidades,  ni  formalmente  en  las  de  la 
misma  Iglesia,  en  cuanto  sociedad  sobrenatural  (35). 

Pero  si  una  separación  absoluta  entre  Iglesia 
y  Estado  que  excluyera  toda  positiva  defensa,  pro- 
tección y  promoción  estatal  del  valor  religioso  so- 
brenatural es  inadmisible,  también  lo  es  la  sepa- 
ración propia  del  Estado  laico,  defendido  por 
Vialatoux  y  Latreille,  que  incluye  esa  defensa  y 
protección,  pero  no  la  profesión  y  práctica  de  la 
verdadera  religión,  ni  la  exhibición  del  culto  divino 
correspondiente. 

Porque,  según  queda  demostrado,  es  falso  y  con- 
trario a  la  doctrina  católica  que  el  Estado  cumpla 
con  su  deber  en  toda  hipótesis  y,  por  tanto^  en  el 
caso  de  unidad  religiosa  católica,  p:arantizando  a 
todos  la  libertad  para  proponerse  y  resolverse  el 
problema  religioso,  pero  sin  tomar  él  partido  por 
una  u  otra  solución,  y  sin  profesar,  como  Estado, 
ninguna  religión,  ni  tributar  a  Dios  culto  alguno, 
y  es,  al  revés,  absolutamente  cierto  que,  como  Es- 
tado, debe  profesar,  defender  y  promover  la  verda- 
dera religión,  que  es  la  católica,  y  honrar  a  Dios 
con  el  culto  que,  según  ella,  prescribe  y  organiza 
la  Santa  Iglesia. 

En  este  sentido,  que  en  nada  mengua  la  sobera- 


(35)  La  promoción  del  bien  sobrenatural  en  las  almas  requie- 
re de  suyo  cierto  orden,  paz  y  bienestar  social,  que  no  pueden  pro- 
curarse eficazmente  sin  el  uso  de  recursos  que  no  están,  en  cuanto 
a  su  propia  realidad,  en  manos  de  la  Iglesia,  sino  en  las  del  Es- 
tado. Este  debe  ponerlos  al  servicio  de  la  Iglesia,  máxime  cuando 
ella  lo  reclame.  En  este  sentido,  lo  temporal  se  debe  subordinar  a 
lo  espiritual. 
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nía  del  Estado  en  lo  puramente  técnico  y  tempo- 
ral, proclaman  San  Agustín  y  San  León,  y  procla- 
mó Gelasio  con  impresionante  exactitud  que  al 
emperador  se  le  ha  dado  la  terrena  potestad  prin- 
cipalmente para  procurar  el  reconocimiento  de  los 
derechos  de  Dios  y  para  proteger  a  la  Iglesia,  so- 
metiéndose en  las  cosas  de  la  religión  a  sus  legíti- 
mos prelados. 

Es  manifiesto  que  tal  régimen  católico  no  im- 
plica confusión  de  ambas  potestades  en  las  mis- 
mas personas,  ni  menoscabo  de  la  soberanía  civil, 
ni,  de  suyo,  determinadas  formas  de  colaboración 
que  históricamente,  por  debilidad  o  malicia  huma- 
na, han  venido  a  revelarse  nocivas  al  prestigio  es- 
piritual de  la  Iglesia  y  a  su  libertad,  como  el  patro- 
nato real  en  el  nombramiento  de  obispos  y  abades 
y  otros  cargos  eclesiásticos.  Implica  únicamente 
armonía  y  cooperación  de  ambas  potestades  sobre 
la  base  de  su  respectiva  independencia  en  la  prose- 
cución de  sus  independientes  objetivos,  y  sumisión 
del  Estado  a  la  Iglesia  en  el  aspecto  sobrenatural 
de  todos  los  asuntos  de  su  intervención  y,  por  lo 
mismo,  sumisión  directa  en  los  exclusivamente  es- 
pirituales, y  sumisión  indirecta  en  todos  los  que,  sin 
ser  por  su  naturaleza  puramente  espirituales,  tie- 
nen conexión  con  ellos,  de  suerte  que  su  gestión 
condicione  eficazmente  la  consecución  de  los  bienes 
sobrenaturales  que  la  Iglesia  promueve. 

Que  éste  sea  el  ideal  católico  y,  por  tanto,  divi- 
no de  la  sociedad  civil,  y  que  tales  sean  en  él  las 
obligaciones  de  los  gobernantes,  no  puede  negarlo 
ningún  católico.  Así  está  expuesto  en  todos  los  tra- 
tados de  Derecho  natural  y  eclesiástico,  autoriza- 
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dos  por  la  Iglesia;  así  demostrado  por  todos  los 
teólogos,  así  enseñado  en  las  encíclicas  de  los  Pon- 
tífices, y  especialmente  en  las  más  particularmente 
dedicadas  a  esta  materia,  que  son  las  de  León  XIII, 
de  que  después  trataré. 

El  ideal  de  Estado  católico  no  es  una 
utopía. 

Tampoco  puede  dudarse  de  que  tal  ideal,  bien 
que  difícil  de  hallar  realizado  en  el  presente  mo- 
mento de  descristianización  de  las  naciones,  es  rea- 
lizable en  cierto  grado  proporcionado  a  las  huma- 
nas limitaciones,  se  ha  realizado  así  en  otros 
tiempos  (36),  y  puede  realizarse  fácilmente  en  mu- 
chos países,  aun  ahora,  y  quizá  se  realiza  en  al- 
gunos. 

La  Iglesia  aspira  a  que  se  realice,  y  deben  as- 
pirar los  católicos,  como  repetidas  veces  recomien- 
dan los  Sumos  Pontífices,  según  veremos  (37). 

No  es  una  utopía,  un  hito  de  pura  orientación, 
pero  inaccesible.  Porque  es,  sin  duda,  utopía  una 
sociedad  civil  en  que  todos,  sin  excepción,  sean  per- 
fectos católicos  y  los  gobernantes  gobiernen  per- 
fectamente en  católico.  Pero  no  lo  es  otra  en  que 
todos  o  casi  todos  sean  católicos,  más  o  menos  ilus- 
trados, y  tengan  como  norma  de  vida,  aunque  no 
perfectamente  observada,  el  catolicismo;  y  los  go- 
bernantes, salvo  error  o  desfallecimiento  transi- 
ese) León  XIII,  Imviortale  Dei,  n.  28  (Colección  de  Encíclicas, 
editada  por  A.  C). 

(37)  León  XIII,  Immortale  Dei,  nn.  54-57;  Pío  XI.  AAS,  vo- 
lumen 34,  págs.  242-246. 
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torio,  habitualmente  conciban  y  procuren  el  bien 
común,  según  la  doctrina  católica. 

Muchas  veces  hemos  afirmado  que,  a  lo  menos 
en  España,  bien  que  imperfectamente,  se  verifica 
esta  aspiración  de  la  Iglesia,  y  quizá  con  menor 
exactitud,  pero  también  realmente,  se  podría  veri- 
ficar en  muchas  naciones  de  Centro  y  Suramérica, 
si  no  en  todas. 


La  laicidad  del  Estado  es  incompati- 
ble con  el  ideal  divino  de  Estada 
católico. 

Y  pregunto:  ¿en  tal  régimen  así  católico — divi- 
no— hay  lugar  para  esa  laicidad  tan  suspirada  por 
Vialatoux  y  Latreille?  Ciertamente  no.  El  gobernan- 
te de  tal  régimen  católico  oye  y  obedece  las  ense- 
ñanzas propias  de  la  Iglesia  y  conforma  con  ellas 
su  actuación,  tributa,  como  tal,  culto  a  Dios  y  pres- 
ta preferente  apoj^o  a  la  Iglesia  en  cuanto  ésta  lo 
necesita  para  desempeñar  su  misión. 

Para  ser  laico  y  actuar  laicamente  habría  de 
desconocer  esas  obligaciones.  Las  primeras,  total- 
mente; la  últimia,  a  lo  menos  en  parte,  pues,  según 
Vialatoux  y  Latreille,  el  Estado  laico  debe,  sí,  pres- 
tar, y  presta,  cierto  apoyo  a  la  Iglesia  católica,  pero 
no  exclusivamente  a  ella,  ni  aun  en  el  caso  de  ser 
toda  la  nación  católica,  sin  ninguno  o  casi  ningún 
católico.  Porque,  de  lo  contrario,  violaría,  no  sólo 
la  libertad  religiosa  de  los  disidentes,  sino  la  de 
perder  la  fe  católica  que,  a  su  juicio,  es  propia  de 
cada  católico. 

LA  LIBERTAD  RELIGIOSA...  G 
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Mas,  como  antes  hemos  demostrado  (38),  esta 
inaudita  libertad  de  perder  la  fe  es  pura  facultad 
fisica,  no  es  derecho  alguno  ni  en  si  ni  con  res- 
pecto al  Estado.  ¿Lo  es  la  de  los  disidentes  en  una 
nación  totalmente — a  lo  menos  con  totalidad  mo- 
ral— católica?  A  lo  sumo,  seria  un  derecho  per  ac- 
cidens,  como  antes  explicábamos,  a  practicar  en 
público  y  aun  a  propagar  la  religión  que  estimaran 
verdadera.  Fero  este  derecho,  tratándose  de  tan  es- 
caso número  de  disidentes,  debe  ceder  ante  el  supe- 
rior, per  se,  de  la  totalidad  católica  a  que  la  vida 
pública  se  regule  en  todo  por  las  exigencias  de  la 
verdadera  religión.  No  se  les  vedará  la  práctica  de 
su  religión  en  el  fuero  privado;  mucho  menos  se 
les  hará  violencia  para  que  profesen  la  fe  católica; 
pero  no  se  les  puede  consentir  que  desarrollen  nin- 
guna clase  de  proselitismo,  ni  en  modo  alguno  es- 
candalicen o  seduzcan  a  los  católicos. 

Hubo  tiempos  en  que  la  herejia  se  consideraba 
crimen  de  lesa  sociedad  en  cuanto  viniera  a  ha- 
cerse pública,  ni  más  ni  menos  que  el  latrocinio,  la 
calumnia,  el  homicidio,  el  adulterio.  Y  con  razón. 
Porque  se  oponia  no  menos  que  esos  otros  delitos 
al  bien  común  de  aquella  sociedad  medieval  cató- 
lica, que  consideraba  la  unidad  de  la  fe  como  su 
más  fuerte  vinculo  de  unidad  y  más  copiosa  fuente 
de  virtudes  cívicas,  de  paz  y  de  felicidad. 

La  conciencia  pública  de  antaño  aprehendía 
esta  oposición  de  la  pública  herejía  al  bien  común 
de  la  sociedad  católica  con  mayor  evidencia  que  la 
democrática  de  hogaño  siente  la  incompatabilidad 


(38)   Véase,  en  «Razón  y  Fe»,  n.  634,  pág.  347  üs. 
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del  comunismo  totalitario  y  ateo  con  la  dignidad 
de  la  persona  humana  y  con  la  libertad,  esenciales 
aun  al  bien  común  de  la  sociedad  laica  presente. 

Y  no  podía  excusar  a  los  herejes  públicos  con  el 
arbitrio  de  la  buena  fe,  porque,  lo  primero,  la  buena 
fe  no.  podía  excusar  a  los  ladrones,  homicidas,  co- 
rrompidos, traidores  y  otros  públicos  delincuentes 
ante  los  tribunales  de  la  justicia  humana;  luego 
tampoco  a  tales  herejes,  no  menos  nocivos  al  bien 
común;  y  lo  segundo,  porque,  según  buena  teología, 
no  era,  en  sustancia,  mayor  la  posibilidad  de  buena 
fe  en  los  herejes  y  apóstatas,  que  en  los  reos  de  esos 
otros  delitos.  La  fe  católica,  de  ordinario,  no  puede 
perderse  sin  culpa,  y  donde  hay  culpa  no  puede  dar- 
se absoluta  buena  fe,  a  lo  menos  en  los  orígenes  de 
la  conciencia  errónea,  aun  cuando  de  hecho  se  die- 
ran en  ella,  una  vez  plenamente  formada,  honda 
convicción  y  total  ausencia  de  remordimiento. 

En  todo  caso,  mucho  más  evidente  era  a  nues- 
tros mayores  el  crimen  de  lesa  patria  en  los  herejes 
que  lo  ha  sido  para  los  franceses  de  la  resistencia 
el  de  los  colaboracionistas  con  Pétain  y  Laval,  que, 
como  todos  los  no  franceses  saben,  sirvieron  de 
buena  fe  y  aun  prudente  y  provechosamente  a  su 
patria. 

Y,  sin  embargo,  los  mismos  que  se  escandalizan 
de  que  nosotros  prohibamos  a  los  protestantes  el 
público  proselitismo,  les  prohibieron  a  esos  compa- 
triotas suyos  la  existencia  civil,  cuando  no  la  física. 

En  todo  caso,  toda  ideología  y  acción  destruc- 
toras de  los  postulados  vigentes  en  una  sociedad 
como  esenciales  a  ella,  y  de  los  elementos  que  in- 
tegran su  bien  común,  según  la  concepción  general 
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de  los  ciudadanos,  deben  ser  proscritas  en  buena  y 
sana  democracia  como  de.=:tructoras  de  la  misma 
sociedad.  Y  entre  tales  postulados  y  elementos  de 
aquella  sociedad  católica  figuraba  ia  unidad  reli- 
giosa. 

Hoy,  por  la  debilidad  de  la  fe  en  los  mismos  cre- 
yentes, por  la  multitud  y  poderío  de  los  herejes  y 
cismáticos,  Gue  son  la  mayor  parte  del  mundo  cris- 
tiano; por  el  indispensable  y  más  frecuente  e  ínti- 
mo contacto  de  católicos  y  no  católicos,  se  ha  des- 
vanecido en  las  mismas  naciones  católicas  el  antiguo 
ambiente  de  horror  ante  los  disidentes,  y  no  se  su- 
fre, ni  aun  en  las  naciones  católicas,  que  se  les  cas- 
tigue y  se  les  aparte  de  la  convivencia  como  an- 
tes (39). 

Desde  luego  se  impone  una  mayor  tolerancia 
mutua.  Pero,  sin  embargo,  la  conciencia  errónea  de 
los  poquísimos  disidentes  en  un  país  totalmente  ca- 
tólico no  exige  que  se  les  otorgue  mayor  libertad 
que  la  descrita  anteriormente. 

Las  exigencias  del  bien  común  marcarán  la  am- 


^39)  En  la^i  sancionas  que  en  tiempos  pasados  se  aplicaban  tíe 
parte  del  E-stado  a  los  herejes,  hay  que  distinguir  dos  aspectos: 
1.-^,  valoración  de  la  herejía  pública  como  dañosa  al  bien  común, 
y  pimible  ni  más  ni  menos  que  otros  delitos.  Esta  valoración  está 
plenamente  justiñcada  por  las  razones  aducidas  en  el  texto;  na- 
turaleza de  los  procedimieDtos  judiciales  y  de  las  penas  que  se 
aplicaban  a  los  herejes  sobre  la  base  de  ser  delincuentes,  y  serlo 
con  especial  daño  del  bien  común.  En  este  punto,  la  administra- 
ción de  la  justicia  ha  ido  progresando  en  humanidad  y  justicia. 
Pero  no  se  podia  exigir  en  los  juicios  y  castigos  de  herejía  que 
los  hombres  no  fueran  de  su  tiempo  y  que  usaran  ideas  y  méto- 
dos que  sólo  serían  posibles  siglos  después,  y  entonces  no  tenían 
ni  podían  tener  vigencia  tampoco  tratándose  de  otros  delitos.  ¿Es 
que  eran  más  suaves  y  hum.anos  las  procedimientos  para  juzgar 
y  castigar  la  traición?  No  tratamos  aquí  de  la  herejía  ante  la 
comunidad  y  autoridad  eclesiástica,  ni  de  su  jui.'^io  y  castigo  pu- 
ramente eclesiásticos. 
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plitud  de  la  tolerancia  y  el  respeto  debido  al  dere- 
cho per  accidens  de  los  equivocados  a  practicar  en 
público  su  religión,  y  a  progresar  hasta  la  equipa- 
ración civil  con  los  católicos;  pero  esa  igual  libertad 
nunca  será  el  supremo  ideal,  nunca  derecho  fundado 
en  la  naturaleza  humana  ni  en  las  exigencias  de  la 
religión  misma,  sino  un  ideal  de  puras  circunstan- 
cias o  de  hipótesis,  o  bien  algo  solamente  permitido 
como  mal  necesario  que  evita  otros  mayores  y  ga- 
rantiza indispensables  bienes. 

En  otros  términos,  es  falso  que  la  libertad,  en  el 
sentido  de  igualdad  jurídica  para  todas  las  confe- 
siones religiosas,  y  la  laicidad  del  Estado  que  la 
garantice,  sean  un  ideal,  un  progreso,  una  llegada 
a  la  meta  de  la  perfecta  organización  social;  como 
tampoco  son  ni  pueden  ser  un  anhelo  de  la  con- 
ciencia pública  en  la  Iglesia  católica  y  en  las  socie- 
dades organizadas  según  los  designios  de  Jesucristo. 


Caso  único  en  que  la  laicidad  del 
Estado  es  garantía  razonable  de  la 
libertad  religiosa. 

Es  perfectamente  razonable,  como  hemos  escrito 
muchas  veces,  que  un  Estado  correspondiente  a  una 
nación  dividida  en  grupos  religiosos  diferentes: 
uno,  de  religión  verdadera;  otro  u  otros,  aprecia- 
bles,  de  falsas,  se  comporte  laicamente  respecto  de 
todos  ellos,  y  a  ninguno  de  suyo  favorezca,  con  des- 
ventaja para  todos  los  demás;  antes  a  todos  por 
igual  garantice  la  debida  libertad,  como  por  igual 
les  exija  mutuo  respeto. 


74 


EUSTAQUIO  GUERRERO,  ü.  J. 


Perfecta  laicidad  estatal. 

Aunque  objetivamente  la  verdad  sólo  esté  de 
parte  de  un  grupo,  a  saber,  del  católico,  no  sería 
justo  que  el  Estado  prohibiera  la  vida  religiosa  de 
los  demás,  no  sólo  porque  esa  prohibición  sería 
vana,  pues  no  sería  obedecida,  sino  porque  hasta 
causaría  discordia  y  guerra  civil  que  haría  imposi- 
ble la  existencia  y  el  ejercicio  de  la  religión  verda- 
dera, al  hacer  imposible  la  misma  sociedad. 

El  mismo  interés  de  la  verdad  y  del  bien  piden 
que  la  unidad  nacional  de  una  sociedad  pluralista 
en  religión  se  realice  dejando  fuera  toda  religión 
determinada  y  sólo  incluyendo  la  libertad. 

Respeto  y  garantía  del  derecho  per  se  y  del 
derecho  per  accidens;  del  derecho  fundado  en  la 
verdad  y  del  derecho  fundado  en  la  mera  con- 
ciencia. 

En  una  tal  sociedad  puede  admitirse  que  la  lai- 
cidad del  Estado  es  garantía  de  la  libertad,  y  no  lo 
seria,  en  cam.bio,  la  confesionalidad,  a  lo  menos  si 
se  entiende  no  sólo  como  una  determinada  religio- 
sidad del  Gobierno,  sino  como  conjunto  de  disposi- 
ciones legales  restrictivas  de  la  libertad  de  los  otros 
grupos  religiosos. 

Podría  añadirse  que  esa  laicidad  es  en  tal  hipo- 
tesis  un  bien,  es  el  ideal,  por  las  mismas  razones 
por  las  que  es  el  único  bien  posible  en  su  género,  el 
único  régimen  razonable,  y  que  debe  ser  defendida 
por  los  católicos. 

Pero  no  se  concibe  la  laicidad  como  garantía  de 
justa  libertad  en  una  nación  católica,  ni  menos 
como  ideal  absoluto.  Es,  sin  duda,  un  progreso  res- 
pecto del  laicismo,  que  implica  positivo  desprecio  y 
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odio  del  valor  religioso,  especialmente  del  católico, 
y  un  progreso  tan  grande  que  aun  hoy  mora  toda- 
vía en  la  región  de  los  posibles  en  todos  los  países 
anglosajones  y  aun  en  todos  en  los  que  se  nos 
acusa  a  los  españoles  de  enemigos  de  la  libertad  re- 
ligiosa. 

No  sabemos  de  ningún  país  pluralista  en  que  rei- 
ne esa  perfecta  laicidad. 

La  costumbre  y  la  ley  misma  niegan  a  los  cató- 
licos la  igualdad  con  los  protestantes  en  los  países 
nórdicos  y  aun  en  Inglaterra  y  Estados  Unidos  (40). 

En  la  dulce  Francia  esa  preciosa  laicidad  es. 
ciertamente,  desconocida.  Allí  reina  todavía,  y  sin 
el  menor  disimulo,  el  sectarismo  masónico,  el  lai- 
cismo de  Ferry  y  de  Combes.  Por  eso,  sin  duda,  es 
tan  echada  de  menos. 

Pero  ¿por  qué  la  laicidad,  sincera  y  respetuosa 
por  igual  con  todos  los  valores  religiosos,  no  es  una 
garantía  de  justa  libertad  en  un  país  católico? 

Pues  precisamente  porque  en  tal  país  ese  igual 
respeto  es  injusto. 

La  libertad  que  allí  se  ha  de  garantizar  no  es 
una  absoluta  inmunidad  de  restricciones  en  mate- 
ria religiosa,  sino  la  inmunidad  a  que  las  concien- 
cias tengan  derecho. 

¿Y  a  qué  inmunidad  tienen  derecho  los  disiden- 
tes en  un  país  católico? 

En  un  país  totalmente  católico  no  hay  disiden- 
tes indígenas,  ciudadanos,  o  sólo  los  hay  rarísim.os.. 
y,  por  tanto,  todas  las  conciencias,  ^-olidarizadas  y 
unificadas  en  la  misma  y  verdadera  fe,  como  norma 


(40)   Discurso  de  Mr.  Richards,  en  «Ecclesia»,  n.  471. 
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de  vida  privada  y  pública,  aspiran  a  un  bien  común 
que  sea  complejo  de  condiciones  que  aseguren  y  fa- 
ciliten una  vida  social  decorosa  católica;  no  paga- 
na, no  protestante,  no  cismática,  sino  católica 

Ese  es,  además,  el  ideal  divino,  pues  Dios  quiere 
que  todos  sean  católicos  y  que  cual  tales  vivan  como 
individuos  y  corneo  ciudadanos.  Y  si  todos,  en  efecto, 
lo  son,  los  gobernantes  habrán  de  gobernar  en  ca- 
tólico. Lo  exige  asi  la  sana  democracia. 

Esos  rarísimos  disidentes  de  un  país  totalmente 
católico  quedan  muy  bien  servidos  si  se  les  garan- 
tiza la  práctica  de  su  religión  en  privado  y  en 
cuanto  no  sea  dañosa  al  bien  público. 

No  tienen  derecho  a  más. 

La  conciencia  errónea,  aun  en  el  caso  de  error 
inculpable,  no  exige  nunca  iguales  consideraciones 
ni  el  respeto  público  que  la  recta  (41);  pero  mucho 
menos  cuando  es  una  conciencia  singular  o  de  una 
minoría  insigniñcante  en  un  país  totalmente  cató- 
lico. 

No  es  lícito  aquí  equiparar  el  acatólico  al  cató- 
lico, porque  esa  equiparación  causará  siempre  ma- 
yor o  menor  daño  al  bien  de  la  comunidad  católica. 

Si  ésta,  por  un  acto  de  inverosímil  y  absurda 
democracia,  conviniera  en  otorgar  a  los  disidentes 
la  misma  protección  que  las  leyes  dispensan  a  la 
Iglesia  católica,  cometería  una  injusticia  sumamen- 
te perniciosa,  y,  en  realidad,  obraría  en  destrucción 
de  sí  misma:  crimen  de  suicidio,  el  más  contrario 
a  la  naturaleza. 

Algunos  obispos  católicos  de  un  gran  pueblo  plu- 


(41)  Messineo,  Civütá  Cattolica,  cuaderno  2.401.  pág.  3  ss. : 
GUERRERO,  «Razón  y  Fe»,  n.  623,  págs.  398  ss. 
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ralista  prometen  seguir  fieles  al  régimen  de  igual- 
dad religiosa  para  todos,  aun  en  el  caso  de  que  el 
catolicismo  viniera  a  ser  la  religión  de  la  mayoría. 
Y  esa  promesa  está  Justificada  por  el  deseo  de  ase- 
gurar a  los  no  católicos  que  disfrutarán  de  la  mis- 
ma libertad  que  al  presente,  mientras  los  católicos 
sean  una  simple  mayoria  coexistente  con  aprecia- 
bles  minorías  judías  o  protestantes;  pero  no  estaría 
justificada  si  se  hiciera  con  la  convicción  de  que  esa 
igualdad  sería  razonable  en  el  caso  de  ser  todo  el 
país  moralmente  católico  y  no  coexistir  tales  mi- 
norías. 

Una  simple  mayoría  católica,  en  un  pueblo  de 
notables  grupos  no  católicos,  no  exige,  ni  aun  si- 
quiera sufre  siempre,  la  desigualdad  jurídica  en 
ventaja  de  la  religión  católica;  pero  una  totalidad 
católica  exige  la  especial  protección,  defensa  y  pro- 
moción de  la  unidad  religiosa  católica,  sumo  bien 
que  no  puede  en  modo  alguno  dejar  perder  ni  po- 
ner en  peligro,  y  las  consiguientes  limitaciones  de 
la  libertad  religiosa  de  los  poquísimos  disidentes  en 
cuanto  atañe  a  proselitismo  y  toda  clase  de  activi- 
dades dañosas  al  catolicismo,  que  es  la  verdad  y  la 
santidad  reveladas  y  deseadas  por  Cristo. 

Porque  el  bien  supremo  en  esta  materia  es  el 
auténtico  interés  de  la  Iglesia  de  Cristo,  que  es  la 
católica,  no  la  libertad  de  las  conciencias  equivo- 
cadas. 

Se  concibe,  no  obstante,  que  una  comunidad  ca- 
tólica formada  en  perenne  contacto  con  grupos 
acatólicos,  incluso  mayores  que  ella,  y,  por  lo  mis- 
mo, en  un  régimen  y  en  un  ambiente  de  libertad 
omnímoda  igual  para  todos,  y  aun  quizá  en  ocasio- 
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nes  menor  para  sí,  lleve  impregnada  su  conciencia 
con  sentimientos  de  igualdad  absoluta  para  todas  las 
confesiones;  y  aun  en  el  momento  de  llegar  a  ser  la 
totalidad  moral  de  los  ciudadanos,  si  ello  es  posible, 
se  resista  a  aceptar  ni  menos  a  reclamar  para  sí 
el  régimen  de  privilegio,  que  es  el  régimen  católico 
descrito  y  propugnado  siempre  por  la  Santa  Sede. 

Pero  ello  probaria  únicamente  que  el  estado  psi- 
cológico o  sentimental  de  esa  comunidad  católica 
no  les  deja  a  sus  miembros  apreciar  con  objetivi- 
dad la  supremacía  del  valor  religioso  católico,  ni  les 
permite  someterse  a  las  normas  que  él  impone. 

La  Santa  Sede  no  autorizaría  nunca  que  en  un 
pueblo  totalmente  católico  sean  protestantes  los 
profesores  de  Filosofía,  Historia,  Literatura...  de 
alumnos  católicos — que  prácticamente  lo  serían  to- 
dos— asistentes  a  escuelas  públicas;  o  se  escriban  y 
divulguen  sin  control  falsedades  y  calumnias  con- 
tra la  religión  católica  y  sus  instituciones;  o  se  de- 
claren vigentes  las  demás  libertades  que  la  Santa 
Sede  llam.ó,  con  frase  agustiniana,  de  perdición. 

Tampoco  admitiría  como  favorable  a  la  Iglesia 
o  conforme  a  la  justicia  que  en  tal  país  las  autori- 
dades se  abstengan  de  tributar  a  Dios  culto  público 
católico,  o  nieguen  a  la  Iglesia  lo  que  ésta  necesita 
y  sólo  ellas  pueden  prestar. 

En  una  palabra:  la  Iglesia  exige  en  tal  país  un 
régimen  católico,  que  no  es  el  laico  de  Vialatoux  y 
Latreille,  ni  el  defendido  por  esos  prelados  como 
el  mejor  para  su  país,  aun  en  el  caso  de  ser  los  ca- 
tólicos mayoría. 

¿Se  puede  autorizar  la  laicidad  del  Estado  con 
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las  palabras  de  Cristo:  Dad,  pues,  al  César  lo  que 
es  del  César  y  a  Dios  lo  que  es  de  Dios?  (42). 

Asi  lo  proclaman  Vialatoux  y  Latreille  con  todos 
los  secuaces  del  Estado  laico.  Pero  sin  fundamento 
alguno. 

Ya  consideremos  esas  palabras  en  si  mismas, 
ya  en  el  contexto,  sólo  nos  enseñan  que  existe  al- 
guna distinción  entre  la  autoridad  divina  y  la  del 
César;  que  se  ha  de  dar  al  César  lo  que  justamente 
él  exige,  lo  que  es  suyo;  y  a  Dios  lo  que  es  de  Dios; 
y  que  existen  deberes  para  con  uno  y  otro  que  son 
perfectamente  compatibles  y  han  de  ser  cumplidos 
por  la  misma  persona  humana  sujeta  a  ambas  po- 
testades. 

Pero  cuáles  son  esos  deberes,  qué  es  lo  que  en 
concreto  y  con  precisión  pertenece  al  César,  qué  a 
Dios,  no  .se  expresa  en  esos  pasajes  evangélicos. 

A  lo  sumo  podría  discutirse  si  queda  implícita- 
m.ente  indicado  o  supuesto  en  ellos  que,  en  general, 
imponer  tributos  corresponde  al  César,  y  que  los 
judíos  debían  reconocerle  en  aquel  caso  particular 
esa  atribución  y  considerarse  obligados  a  pagarlos 

Aunque,  teniendo  en  cuenta  la  maligna  inten- 
ción de  los  que  preguntaban  para  tender  un  lazo 
inevitable  a  Jesucristo  oponiéndole  al  César,  si  res- 
pondía que  no  habla  que  pagarlos,  y  a  Dios  y  al 
pueblo  de  Israel,  si  respondía  que  sí,  es  lo  más  obvio 
entender  que  el  Divino  Maestro  se  evadió  de  los  dos 
cuernos  del  dilema,  y  ni  respondió  que  sí  ni  que 
no;  sólo  presupuso  el  mencionado  derecho  de  im- 
poner, en  principio,  justos  tributos,  dejando  a  los 


(42)   Me.  12.  16;  Math.  22,  24;  Le.  20,  21. 
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interlocutores  la  tarea  de  averiguar  si  aquél  era 
justo  o  injusto,  y  si,  en  consecuencia,  se  debía  pa- 
gar o  no,  o  si,  al  menos,  podía  pagarse  sin  ofensa 
de  Dios  y  sin  traición  a  su  pueblo  escogido. 

Quizá,  como  indican,  en  general,  los  comentaris- 
tas, apeló  al  reconocimiento  de  la  autoridad  cesárea 
implícito  en  el  uso,  corriente  entre  los  judíos,  de 
la  moneda  con  la  efigie  de  Tiberio,  y  dio  a  entender 
a  los  insidiosos  que,  pues  lo  acataban  como  sobera- 
no, se  obligaban  por  ello  mismo  a  pagarle  tributo, 
y  debían  cumplir  su  obligación. 

Mas  sea  de  esto  último  lo  que  fuere,  queda  fuera 
de  toda  discusión  que  Cristo  no  precisa  en  modo 
alguno  el  campo  de  acción  de  las  dos  potestades, 
la  del  César  y  la  de  Dios,  ni  m.enos  la  del  César  y  la 
de  la  Iglesia. 

A  esta  última  no  puede  referirse  ni  una  sola  pa- 
labra del  texto.  Sólo  se  parangonan  Dios  y  el  César. 

Más  aún:  siendo  la  autoridad  del  César  recibida 
de  Dios,  como  enseñó  después  Cristo:  «No  tendrías 
ningún  poder  sobre  Mí  si  no  te  hubiese  sido  dado 
de  arriba»,  la  implícita  oposición  o  comparación 
que  de  ambos  hace  el  texto  ha  de  interpretarse  en 
el  sentido  de  que  cuando  el  César  manda  justamen- 
te, debe  ser  obedecido,  porque  su  potestad  es  en- 
tonces real,  es  legítima,  es  de  Dios;  obedecer  al 
César  es  entonces  lo  mismo  que  obedecer  a  Dios; 
en  cambio,  cuando  no  manda  justamente,  no  hay 
obligación  de  obedecerle,  porque  manda  sin  potes- 
tad, y,  en  el  caso  de  oponerse  a  un  mandato  divino, 
debería  ser  desobedecido,  porque  a  Dios  hay  que 
obedecerle  siempre:  siempre  es  auténtica  y  supre- 
ma su  potestad,  siempre  justos  sus  mandatos. 
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En  fin,  suponer  que  en  este  bello  pasaje  queda 
circunscrito  el  campo  del  poder  civil  a  lo  pura- 
mente temporal,  y,  3^a  en  este  campo,  a  una  inter- 
vención de  carácter  laico,  es  puro  soñar.  Los  confi- 
nes de  la  acción  señalada  por  Dios  a  la  autoridad 
civil  hay  que  determinarlos  acudiendo  a  otros  pa- 
sajes de  la  Escritura,  al  magisterio  de  la  tradición 
eclesiástica  y  de  la  Santa  Sede,  a  la  naturaleza  de 
ambas  sociedades:  la  eclesiástica  y  la  civil  (43). 


Tampoco  San  Pablo  está  por  esa 
laicidad. 

Contra  lo  que  sienten  Vialatoux  y  Latreille,  tam- 
poco puede  esa  laicidad  del  Estado  autorizarse  con 
que  San  Pablo  no  esperó  gran  cosa  para  el  evange- 
lio de  la  protección  estatal,  como  si  este  hecho  re- 
velara que  ni  el  Estado  debe  ni  la  Iglesia  necesita 
ni  reclama  otra  protección  que  la  libertad  común  e 
igual  para  todos,  a  saber,  la  propia  del  Estado  laico 

Puro  lamenesismo. 

Bien  extraño  hubiera  sido  que  de  un  Estado 
pagano  y  en  una  sociedad  totalmente  pagana,  si  se 
prescinde  del  insignificante  grupo  judío,  San  Pablo 


(43)  E.  P.  Agusstín  Eea,  en  la  Civiltá,  CaiioUca,  cuaderno  2.593 
(20  septiembre  1958),  concede  que  Jesucristo,  al  decir  «Dad  al 
César  lo  que  es  del  César»,  reconoce  la  licitud  y  aun  obligación 
de  pagar  el  tributo  (ibíd.,  págs.  576-577);  pero  insiste  en  que  de 
ningún  modo  estableció  aquí  el  Señor  la  separación  de  ambas  po- 
testades: la  del  César  y  ía  de  Dios;  ni  declaró  a  la  primera  in- 
dependiente de  la  segunda,  ni  se  refirió  para  nada  a  la  Iglec.la, 
que  aún  no  existía,  ni,  por  lo  mismo,  dio  la  norma  precisa  de  las 
relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  Véanse  en  las  notas  de 
ese  artículo  referencias  a  diversos  autores  que  han  escrito  sobre 
el  particular. 
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hubiera  reclamado,  ni  siquiera  esperado,  no  ya  ex- 
clusiva protección,  no  ya  singulares  privilegios,  no 
ya  una  común  libertad,  mas  ni  siquiera  inmunidad 
contra  la  sangrienta  persecución. 

Una  sociedad  religiosa  que  se  inicia  en  radical 
oposición  con  los  esenciales  postulados  del  Imperio 
romano  no  podía  aspirar  por  entonces  más  que  a  la 
difusión  clandestina,  al  desarrollo  del  germen  ocul- 
to, a  la  acción  transformativa  del  fermento  bajo  la 
única  protección  del  que  había  prometido  estar  con 
ella  hasta  el  fin  de  los  siglos,  pero  no  de  los  Césares, 
que  no  podían  comprenderla,  y,  pese  a  todas  las 
apologías  y  a  todos  los  testimonios,  habían  de  creer- 
la contraria  al  honor  de  los  dioses  nacionales  y  al 
bien  del  género  humano. 

«En  tiempo  de  los  apóstoles — dice  San  Agustín — 
todavía  no  servían  a  Dios  los  reyes,  sino  que  ma- 
quinaban quimeras  contra  el  Señor  y  contra  su  Cris- 
to, en  cumplimiento  de  las  profecías.  Es,  pues,  claro 
que  entonces  no  había  lugar  para  prohibir  con  le- 
yes las  impiedades,  sino  más  bien  para  perpe- 
tuarlas.» 

¿Cómo,  pues,  esperar  de  ellos  favor  para  la  na- 
ciente Iglesia? 

«Pero  cuando  [al  tiempo  de  Constantino  el 
Grande^  empezó  a  cumplirse  lo  que  estaba  escrito: 
Y  le  adorarán  todos  ios  reyes,  tedas  las  naciones  le 
servirán  (44),  ¿qué  hombre  sensato  dirá:  no  os 
preocupéis  [los  gobernantes]  de  quién  en  vuestro 
reino  acata  o  quién  combate  a  la  Iglesia  de  vuestro 
Señor,  no  se  os  dé  un  ardite  de  quién  es  creyente 


M4)    Ps.  71,  10. 
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o  quién  es  sacrilego;  a  vosotros,  a  quienes  no  se 
podría  en  modo  alguno  decir:  No  os  importe  que 
vuestros  subditos  sean  honestos  o  libertinos?  Por- 
que habiendo  recibido  de  Dios  el  libre  albedrio.  ¿qué 
razón  puede  haber  para  que  los  adulterios  sean  cas- 
tigados por  la  ley  y  los  sacrilegios  sean  permitidos'? 
¿Es  que  tiene  menos  importancia  la  fidelidad  del 
alma  a  Dios  que  la  de  la  casada  a  su  marido?» 


Síntesis 

Una  síntesis  de  las  fundamentales  verdades  que 
acabo  de  exponer,  breve  en  lo  posible  y  suficiente- 
mente razonada  como  para  mostrar  su  lógica  es- 
tructura y  su  objetividad,  podría  ser  la  siguiente: 

1.  SI  bien  común  de  la  sociedad  civil,  aun  en 
la  pura  ley  natural,  contiene  el  bonurPo  religionis 
(bien  religioso).  Porque  contiene  todos  los  bienes  o 
valores  necesarios  para  posibilitar  y  facilitar  al 
hombre  una  vida  digna  en  lo  físico,  intelectual  y 
moral,  según  su  naturaleza. 

Esta  pide  salud,  desarrollo  físico,  pero  también 
cultura,  religiosidad  y  moralidad. 

2.  La  autoridad  civil,  según  eso,  debe  tutelar  y 
promover  el  bien  común  aun  en  lo  que  implica  de 
bien  religioso. 

Más  aún,  en  pura  ley  natural  correspondería  al 
Poder  civil  la  autoridad  necesaria  para  asegurar  y 
fomentar  ese  bien  religioso,  com.o  la  tiene  para  ase- 
gurar y  fomentar  los  demás. 

3.  En  una  sociedad  católica,  el  bonum  religionis 
está  contenido  también,  es  claro,  en  el  bien  común; 
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porque,  por  ser  católica,  no  deja  de  ser  sociedad  ci- 
vil; pero  ese  bomim  religioiiis  es  el  bonum  religionis 
catholicae. 

4.  Por  consiguiente,  el  Gobierno  de  una  socie- 
dad católica  debe  tutelar  y  promover  el  bien  reli- 
gioso católico,  en  cuanto  parte  del  bien  común,  si 
bien  de  forma  adecuada.  De  lo  contrario,  no  sería 
el  gobierno  conveniente  a  tal  sociedad. 

Pero  ¿en  qué  forma,  cómo  ha  de  tutelarlo  y  pro- 
moverlo? 

5.  El  Gobierno  de  una  sociedad  católica  debe 
tutelar  y  promover  el  bien  religioso  católico  de  es- 
tos modos: 

a)  Dando  a  Dios  culto  católico.  Porque  ese  cul- 
to es  el  querido  por  Dios  y  el  propio  de  tal  sociedad 
católica;  y  el  Gobierno  debe  dar  culto  a  Dios  tal 
como  Dios  lo  quiere. 

b)  Removiendo  los  obstáculos  contrarios  a  la 
misión  de  la  Iglesia,  cuanto  esté  en  su  mano;  por- 
que de  esa  misión  de  la  Iglesia  depende  el  bien  co- 
mún, en  lo  religioso,  que  él  debe  tutelar  y  promover. 

c)  Creando  positivamente  y  garantizando  con- 
diciones favorables  al  pleno  ejercicio  de  la  misión 
santificadora  de  ia  Iglesia,  verbigracia,  en  la  ense- 
ñanza, prensa,  radiodifusión,  servicio  militar...;  de 
suerte  que  en  todos  estos  campos  y  en  otros  muchos 
la  Iglesia  pueda  ejercer  su  ministerio. 

6.  Descendiendo  a  algunas  particularidades,  el 
Gobierno  de  una  sociedad  civil  católica,  precisamen- 
te por  la  obligación  que  tiene  de  tutelar  y  promover 
el  bien  común,  aun  en  cuanto  atañe  al  bien  religio- 
so, debe  impedir,  según  normas  de  prudencia,  la 
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profesión  y  la  difusión  de  ideas  y  prácticas  contra- 
rias a  la  religión  católica;  como  en  el  orden  fisico 
debería  impedir  las  enfermedades,  el  alcoholismo..., 
por  contrarios  a  la  salud;  y  en  el  orden  intelectual, 
cuanto  se  oponga  a  una  real  cultura;  y  en  el  orden 
natural  debería  impedir  la  profesión  y  la  difusión 
del  ateísmo  y  de  la  inmoralidad  pública,  en  todas 
las  zonas  de  la  actividad  ciudadana. 

7.  En  una  sociedad  civil,  católica  en  su  totali- 
dad, ningún  disidente  tiene  derecho  a  la  profesión 
y  difusión  externas  de  su  religión,  bajo  la  protec- 
ción del  Estado;  porque  éste  no  puede  proteger 
nada  que  sea  contrario  al  bien  religioso  católico, 
parte  esencial  y  primordial  del  bien  común  en  tal 
sociedad. 

8.  Querer  que  el  Estado,  aun  en  una  sociedad 
católica,  se  limite  a  la  tutela  y  promoción  de  la 
pura  religión  natural,  dando  libertad  para  la  pro- 
fesión y  difusión  de  todas  las  demás  indistintamen- 
te, es  querer  que  en  tal  sociedad  el  Estado  se 
desentienda  del  bien  propio  de  ella  y  la  deje  des- 
amparada de  protección  en  aquello  que  ella  más 
ama  y  es  de  hecho  su  máxim^o  bien,  aun  social;  es, 
tal  vez,  querer  que  prácticamente  haya  dualidad 
de  fines  religiosos:  natural  y  sobrenatural,  no  ha- 
biendo más  que  uno  y  sobrenatural;  es  querer  que 
el  Estado,  como  Estado,  no  haya  recibido  de  Cristo 
la  misión  de  servir  eficazmente  a  la  Iglesia  o  reino 
de  Dios,  contra  lo  que  tantas  veces  enseñaron  los 
Papas  a  los  emperadores  bizantinos  y  a  los  empe- 
radores y  príncipes  del  sacro  imperio  romano-ger- 
mánico, y  aun  después,  hasta  nuestros  días,  espe- 
cialmente León  XIII,  Pío  X,  XI  y  XII.  (Mendlve. 
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Derecho  natural,  pág.  363;  Libertas,  Immortale 
Del,  en  Colecc.  de  Ene.  de  A.  C). 

9.  La  autoridad  civil  es  natural  en  cuanto  que 
es  exigida  por  la  pura  razón,  que  le  determina  sus 
fines  y  su  ámbito  de  acción;  pero  en  el  orden  so- 
brenatural instituido  por  Cristo,  y,  dentro  de  la 
sociedad  cristiana,  ya  no  es  puramente  natural: 
primero,  por  su  fin,  puesto  que  su  finalidad  natu- 
ral religiosa,  promover  la  religión  natural,  se  ha 
cambiado  en  finalidad  de  algún  modo  sobrenatural 
por  su  objeto,  pues  mira  a  tutelar  y  promover  la 
religiosidad  católica,  claro  está,  con  m.edios  ade- 
cuados; segundo,  por  su  m^odo  de  actuar,  pues  en 
cuanto  tiene  relación  con  la  religión  debe  oir  a  la 
Iglesia  y  someterse  a  sus  direcciones  y  exigencias, 
aun  en  las  cosas  temporales  (votestas  indirecta). 

Asi  como  la  familia,  que  es  una  sociedad  natu- 
ral, ha  sido  elevada  en  el  orden  sobrenatural  a  ñ~ 
nalidades  religiosas  sobrenaturales,  que  debe  pro- 
curar la  autoridad  familiar  bajo  la  dirección  de  la 
Iglesia,  también  el  Estado. 

Este  es,  según  creo,  el  pensamiento  de  la  Igle- 
sia y  la  práctica  en  los  paises  católicos,  como  va- 
mos a  ver. 

Si  los  raciocinios  desarrollados  en  este  capitulo 
son  correctos,  habrá  de  tenerse  por  verdadero  que 
el  Estado  laico — única  solución  razonable  en  cier- 
ta hipótesis — está  en  manifiesta  contradicción  con 
la  naturaleza  del  hombre  y  de  la  religión,  y  espe- 
cialmente de  la  católica,  y  que,  por  tanto,  el  Es- 
tado católico,  tal  como  lo  hemos  descrito  antes,  es 
el  ideal  divino,  que  no  puede  ser  superado  por  nin- 
gún auténtico  progreso. 
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El  Estado  laico  no  es  un  progreso,  sino  un  re- 
troceso o  apartamiento  del  verdadero  ideal. 

Para  llegar  a  esta  conclusión,  nos  ha  bastado 
examinar  ciertas  sencillas  verdades  de  Filosofía  y 
de  Teología,  que  todos  deben  admitir,  y  de  hecho 
admiten  los  católicos. 

Pero  esa  conclusión  aparece  también  en  la  tra- 
dición patrística  y  en  el  magisterio  eclesiástico  has- 
ta nuestros  días  con  una  evidencia  deslumbrante. 

Los  partidarios  de  la  laicidad  tratan  de  des- 
virtuarla, sugiriendo  que  los  Padres,  los  teólogos  y 
los  Pontífices  proclaman  la  fórmula  Estado  cató- 
lico como  una  solución  histórica  del  problema  de 
la  libertad  de  la  Iglesia,  pero  no  como  un  ideal  de- 
rivado de  la  naturaleza  permanente  del  catolicism.o, 
ni  como  expresión  de  la  máxima  perfección  del  ré- 
gimen político,  tal  como  lo  desea  el  mismo  Dios. 

Vamos  a  demostrar  en  el  capítulo  siguiente  que 
se  equivocan. 


Capítulo  III 


PENSAMIENTO  DE  LA  IGLESIA 

Mente  de  ¡os  Padres  y  de  los  Papas 
hasta  el  cisma  de  Focio. 

CONSIDERANDO  todos  los  documentos  reunidos  por 
Rahner  en  su  excelente  obra  Libertad  de  la 
Iglesia  en  Occidente  (45),  desde  Constantino  hasta 
el  cisma  de  Focio,  se  ven  claramente  tres  cosas: 

1.  ''  Que  los  Papas  y  los  Padres  continuamente 
acuden  por  auxilio  al  emperador  para  que  libre  a 
la  Iglesia  de  obstáculos  y  le  procure  facilidades  en 
el  desempeño  de  su  misión  apostólica,  a  pesar  de 
que  hasta  los  tiempos  de  Teodosio  el  Grande  era  tan 
numerosa  la  población  pagana  del  Imperio,  y  des- 
pués la  de  los  arríanos  y  otras  sectas  cristianas. 

2.  '^  Que  protestan  a  cada  paso  de  que  la  autori- 
dad civil  asuma  funciones  que  son  privativas  de  la 
eclesiástica. 

3.  ^   Que,  según  su  íntima  persuasión,  manifes- 


(45)  Documentos  sobre  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado  en  los  primeros  tiempos  del  cristianismo,  seleccionados  y 
prolegomenados  por  Hugo  Rahner.  Debebec,  Ediciones  Descláe  de 
Brouwer. 
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tada  en  esas  peticiones,  reclamaciones  y  protestas, 
los  derechos  reconocidos  y  las  obligaciones  recor- 
dadas al  emperador  se  derivan  de  la  misma  natu- 
raleza de  la  Iglesia  y  del  Estado,  no  de  circunstan- 
cias transitorias.  Tienen  por  evidente  que  al  em- 
perador se  le  ha  dado  la  potestad  principalmente 
para  la  defensa  de  la  Santa  Iglesia. 

No  es,  pues,  posible  sostener,  con  Vialatoux  y 
Latreille,  que  es  el  ideal  es  la  laicidad  del  Estado,  sin 
hacer  tabla  rasa  de  la  Historia  y  de  la  doctrina  de 
la  Iglesia  desde  San  Silvestre  hasta  Nicolás  I.  O 
sea  desde  la  paz  constantiniana  hasta  el  cisma  fo- 
ciano. 

Espiguemos  tan  solamente  algunos  testimonios, 
pues  presentarlos  todos,  ni  siquiera  la  mayor  parte, 
es  imposible. 

San  Agustín,  a  propósito  de  los  errores  dona- 
tistas,  toca  muchas  veces  el  punto  de  la  interven- 
ción imperial  en  orden  a  restringir  la  libertad  de 
estos  herejes,  aun  en  cuanto  afectaba  a  la  profesión 
pública  y  a  la  divulgación  de  su  herejía,  y  no  sólo 
a  las  violencias  que  usaban  contra  los  católicos. 
Jam.ás,  en  principio,  reprueba  esta  intervención  del 
poder  civil  en  bien  de  la  Iglesia,  antes  supone 
siempre  que,  imperada  por  la  verdad  y  la  caridad, 
no  es  solamente  licita,  sino  obligatoria,  y  lo  es  no 
sólo  porque  el  gerente  de  la  autoridad  civil  ha  de 
tutelar  los  derechos  de  unos  ciudadanos  lesionados 
por  las  demasías  de  otros,  sino  porque  el  mismo 
poder  temporal  se  ordena  al  apoyo  y  favor  del  es- 
piritual en  la  dilatación  del  reino  de  Dios. 

Comentando  el  texto  de  San  Pablo  Manifesta 
sunt  autem  opera  carnis  quae  sunt  fornicationes. 
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immunditiae,  conten tiones,  aernulationes,  animosi" 
tates,  dissensiones,  haereses,  invidiae,  ehrietates, 
comessationes,  et  his  similia  (Gal.,  5,  19),  arguye 
ad  hominem  contra  los  donatistas: 

«A  ver  si  les  parece  o  no  justo  que  los  em- 
peradores castiguen  el  crimen  de  idolatría;  y, 
si  ni  eso  les  pareciese  justo,  díganme  por  qué 
afirman  que  a  los  empozoñadores  se  les  aplica 
con  toda  justicia  el  rigor  de  las  leyes,  y  no,  en 
cambio,  a  los  herejes  e  impíos  sembradores  de 
disensiones,  siendo  así  que  las  herejías  son 
contadas  por  el  Apóstol  entre  los  frutos  de  la 
iniquidad.  Y  si  las  autoridades  terrenas  no  han 
de  cuidar  de  tales  delitos,  ¿para  que  lleva  la 
espada  el  que  es  denominado  ministro  de  Dios,  , 
señalado  para  hacer  rigurosa  justicia  en  los 
malhechores?» 

Y  es  manifiesto,  dice,  que  aquí  se  trata  del  po- 
der temporal,  no  del  espiritual  o  eclesiástico  (46). 
pues  añadió  que  se  refiere  al  poder  que  exige  los 
tributos,  y  a  quien  se  deben,  según  los  casos,  pago 
de  impuestos,  homenaje  de  obediencia  y  temerosa 
sujeción  (47). 

Si  vosotros,  les  arguye  otra  vez,  tantas  veces 
usasteis  de  la  potestad  del  impío  Juliano  el  Após- 
tata contra  los  católicos,  «ninguna  razón  tenéis 
para  recriminarnos  de  que  hayamos  puesto  nues- 
tra esperanza  en  el  príncipe,  cuando,  o  bien  hemos 
pedido  protección  a  Constancio  y  a  otros  cristia- 


(46)  ML  43,  col.  45,  n.  16. 

(47)  /bíd. 
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nos  emperadores — lo  cual  hemos  hecho  sin  las  sa- 
crilegas adulaciones  que  vosotros  usabais — ,  o  bien 
ellos  mismos,  sin  pedírselo  nosotros,  acordándose 
de  la  cuenta  que  han  de  dar  a  Dios,  espontá- 
neam_ente  adoptan  medidas  en  favor  de  la  Igle- 
sia» (48). 

«La  verdadera  religión  enseña  que  al  empe- 
rador corresponde  el  cuidado  de  que  no  se  pe- 
que impunem.ente  contra  el  honor  divino,  y 
no  sólo  el  de  atender  a  las  cosas  puramente 
temporales»,  y  es,  por  el  contrario,  «supersti- 
ción y  falsedad  vituperar  al  príncipe  porque 
tiene  esa  solicitud  (de  las  cosas  divinas),  y  pro- 
cura obrar  conforme  a  ella»  (49). 

Más  aún:  la  felicidad  del  buen  emperador  está 
en  poner  su  potestad  al  servicio  de  la  majestad  de 
Dios  para  dilatar  por  el  mundo  lo  más  posible  su 
culto  (50). 

Ni  le  arredra  el  temor  de  que,  mediante  este 
servicio  del  emperador  a  la  Iglesia,  pueda  ponerse 
en  peligro  la  libertad  de  la  fe  y  darse  lugar  a  que 
se  hagan  católicos  ñngldos  los  que  antes  eran  ma- 
nifiestos herejes. 

Esta  dificultad  solicita  su  más  seria  atención; 
pero,  en  fin  de  cuentas,  concluye  el  santo  Doctor 
que  ese  peligro  es  accidental  y  puede  evitarse  ac- 
tuando con  la  debida  discreción,  y  excluyendo, 
efectivamente,  la  coacción  respecto  al  mismo  acto 


Í48)  ML  43,  cois.  334  y  335,  n.  224. 
^49)  ML  43,  cois.  749  y  750,  n.  13. 
(50)   ML  41,  cois.  170  y  171. 
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de  fe;  en  cambio,  el  bien  seguido  del  favor  prestado 
con  toda  prudencia  a  la  verdad  es  indiscutible,  y 
tan  grande  que  supera  con  mucho  todos  los  incon- 
venientes. 

A  este  propósito  no  es  menos  literariamente  be  - 
lla que  filosófica  y  teológicamente  profunda  la  epís- 
tola 93  al  donatista  Vicente  (51).  Al  fin  de  un  mag- 
nífico pasaje,  concluye  con  estas  palabras: 

«Sirvan  los  reyes  de  la  tierra  a  Jesucristo, 
aun  promulgando  leyes  para  honor  de  Jesu- 
cristo. Vuestros  m^ayores — los  donatistas — lle- 
varon ante  esos  reyes  a  Ceciliano  y  sus  com.- 
pañeros  para  que  los  castigaran  por  crímenes 
falsos;  vuélvanse  ahora  los  leones  contra  los 
calumniadores  y  trituren  sus  huesos,  y  no  in- 
terceda por  ellos  Daniel,  el  hallado  inocente  y 
librado  del  lago  en  que  ellos  perecen  (52),  por- 
que el  que  prepara  una  fosa  para  su  prójim_o. 
justísimamente  caerá  en  ella»  (53). 

En  la  epístola  185,  a  Bonifacio,  expresamente 
insiste  de  nuevo  en  que  es  justo  y  necesario  que  el 
poder  civil  actúe  en  favor  de  la  Iglesia  verdadera 
de  Cristo,  no  sólo  garantizando  su  libertad,  sino 
limitando  la  de  los  herejes,  violentándolos  inclu- 
sive con  caridad,  aun  mediante  castigos  tempora- 
les, a  que  abandonen  sus  errores  y  vuelvan  a  la  fe 
católica. 

Con  esas  prudentes  y  caritativas  restricciones. 


(51)  ML  33,  cois.  334  y  335.  nn.  16-19. 

(52)  Dan.  14,  37-42. 

(53)  Prov.  26.  27. 
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represiones  y  aun  coacciones  se  evitan  mayores  ma- 
les y  se  obtienen  máximos  bienes,  que  son  la  per- 
severancia en  la  fe  de  los  católicos  y  la  conver- 
sión sincera  de  gran  número  de  herejes,  si  no  de 
todos. 

El,  repite,  no  opinaba  así  al  principio;  prefería 
que  el  poder  imperial  no  interviniera  sino,  a  lo 
sumo,  para  asegurar  la  libertad  de  la  Iglesia  cató- 
lica, y,  por  tanto,  para  reprimir  las  violencias  de 
los  herejes,  pero  sin  prohibirles  la  profesión  de  su 
herejía,  ni  castigarlos  por  ella. 

Mas  la  autoridad  de  muchos  venerables  prela- 
dos y  la  propia  experiencia  le  han  hecho  cambiar 
de  opinión,  y  tiene  ahora  por  indiscutible  que  las 
leyes  civiles  con  que  la  herejía  es  castigada  y  pro- 
hibida son  justas  y  útiles  al  bien  de  las  almas;  si 
no  de  todas,  sí  de  las  más  (54). 

San  León  afirma  que  la  potestad  imperial  ha 
sido  dada  no  «solamente  para  el  gobierno  del  mun- 
do, sino  principalmente  para  protección  de  la  Igle- 
sia», y  exhorta  al  emperador  León  a  que  reprima 
el  furor  de  los  herejes  y  garantice  la  efectividad 
de  las  disposiciones  pontificias  y  conciliares  (55). 

Al  emperador  Teodosio  II  le  habla  en  términos 
semejantes  y  le  exhorta  con  gran  vehemencia  a  que 
haga  cuanto  pueda  por  que 

«lo  que  se  dice  de  la  perfecta  justicia  de 
vuestro  gobierno  político  y  temporal,  gracias  a 
vuestras  sabias  leyes,  pueda  confirmarse,  asi- 
mismo, con  la  garantía  necesaria  para  las  co- 


(54)  ML  33,  cois.  802-807. 

(55)  ML  54,  cois.  1.127-1.132. 
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sas  que  miran  a  Dios  y  para  que  el  Evangelio 
no  padezca  violencia  a  causa  de  las  injustas 
arrogancias  de  los  hombres»  (56). 

Gelasio,  el  Pontífice  que,  con  precisión  no  supe- 
rada, describió  la  relación  que  ha  de  mediar  entre 
ambos  poderes,  advierte  al  emperador  Anastasio 
que  debe  defender  los  intereses  de  la  religión  ca- 
tólica con  el  mismo  empeño  con  que  los  tempora- 
les del  Imperio  (57),  y  afirma  categóricamente  que 
el  gobernante  civil,  en  cuanto  tal,  no  sólo  debe  estar 
sujeto  al  eclesiástico  en  lo  espiritual,  como  cual- 
quier otro  cristiano,  sino  que  tiene  obligación  de 
garantizar  la  libertad  de  la  Iglesia,  no  menos  que 
su  propia  soberanía,  en  la  esfera  temporal,  y  todo 
esto,  sin  enfeudar  lo  eclesiástico  a  lo  civil,  y  sin 
asumir  funciones  clericales,  pues  no  es  competente 
para  enseñar  ni  para  gobernar  en  materia  de  fe  y 
de  moral  (58). 

Finalmente,  el  Papa  Celestino  recalca  el  deber 
imperial  de  proteger  y  promover  la  fe. 

«Más  importante  y  necesaria  que  vuestra  so- 
licitud por  el  Imperio — escribe — debe  ser  para 
vos  la  solicitud  por  los  intereses  de  la  fe,  de 
modo  que  Vuestra  Majestad  debe  cuidarse  más 
de  la  paz  de  la  Iglesia  que  de  la  seguridad  de 
todos  los  pueblos,  porque  nada  prospera  si  no 
se  tiene  mayor  solicitud  por  aquello  que  vale 
más  a  los  ojos  de  Dios.  Todo  lo  que  se  haga  en 

(56)  ML  54,  cois.  827-831. 

(57)  A.  Thiel,  Epistolae  Romanorum  Pontificum  (citado  por 
Rahner,  pág.  205  ss.). 

(58)  En  Rahner,  ibíd.,  págs.  204-205,  209-211. 
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bien  de  la  paz  de  la  Iglesia,  y  con  el  respeto  y 
consideración  debidos  a  la  santa  religión,  no 
puede  menos  de  ser  de  provecho  para  vuestro 
reino»  (59). 

San  Pablo  no  podía,  sin  desvarío,  prometerse 
mayor  favor  de  Nerón  que  una  tolerancia  de  puro 
hecho,  sin  llegar  a  jurídica,  y  aun  esa,  fundada  ex- 
clusivamente en  cierta  inconsciencia  o  positivo  des- 
precio del  grupo  cristiano,  no  en  benevolencia,  ni 
menos  en  respeto  al  derecho  que  asistía  al  cristia- 
nismo para  ser  profesado  y  propagado;  en  cambio, 
los  Papas  y  los  Padres,  desde  el  siglo  iv  al  ix,  y  to- 
dos los  católicos,  esperaban  y  exigían,  además  de 
la  libertad  plena,  el  favor  frente  a  las  reacciones 
hostiles  del  paganismo,  contra  los  cismas  y  contra 
las  herejías;  e  imploraban,  en  particular,  el  soco- 
rro del  brazo  secular,  no  ya  contra  las  violencias, 
sino  contra  el  proselitismo  anticristiano,  ni  sólo 
como  una  exigencia  circunstancial,  sino  como  un 
deber  derivado  de  la  naturaleza  de  la  potestad 
civil. 

¿Quién  se  atreverá  a  decir  que  los  Papas  y  los 
Padres  se  equivocaban,  cuando  no  sólo  pedían  y  re- 
cibían con  gozo  y  gratitud,  sino  exigían,  ese  espe- 
cial apoyo  del  Estado? 

Porque  aquella,  protección,  andando  el  tiempo, 
degenerara  en  el  cesaropapismo  de  los  inmediatos 
sucesores  de  Constantino  y,  sobre  todo,  de  los  pos- 
teriores emperadores  de  Bizancio,  no  ha  de  ser  mi- 
rada en  sí  como  un  mal,  ni  los  Padres  y  toda  la 
Iglesia  pueden  ser  tachados  de  imprudentes,  por- 


(59)  En  Rahner,  Epistolae  Romanorum  Pontificum,  págs.  173-174. 
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que  la  reclamaron  con  insistencia  y  la  disirutaron 
con  satisíacción  y  agradecimiento;  como  no  puede 
ser  considerada  como  un  bien  la  persecución,  por- 
que en  su  crisol  se  apuró,  por  divina  y  extraordina- 
ria providencia,  el  oro  de  la  fe  cristiana,  y  se  mol- 
dearon tipos  de  caridad  y  heroísmo,  testimonio  y 
ejemplo  de  las  futuras  generaciones. 

La  malicia  y  la  ligereza  de  los  hombres  degradó 
un  bien;  la  sabiduría  y  la  bondad  de  Dios  sacó  agua 
de  la  roca,  bien  del  mal.  ¿No  es  la  historia  eterna 
de  todo  lo  contingente?  Pero  la  razón  no  debe  per- 
der de  vista  la  verdad,  permanente  entre  los  cam- 
bios de  lo  que  nace,  y  unas  veces  se  desarrolla  en 
el  sentido  de  su  exigencia  natural  y  de  su  perfección : 
otras  se  pervierte. 

Es,  pues,  patente  que  hasta  el  cisma  de  Focio, 
los  Padres  y  los  Papas  condenan  como  un  error 
doctrinal  y  un  mal  el  laicismo  del  Estado,  aun  re- 
ducido a  la  estricta  laicidad  de  Vialatoux  y  La- 
treille,  pues  afirman,  y  ruegan  a  los  emperadores, 
que  practiquen  la  doctrina  contraria. 


Doctrina  de  !cs  Papas  hasta 
León  XIII, 

Como  la  Santa  Sede  y  la  Iglesia  universal  no 
pueden  contradecirse  en  cuestiones  doctrinales,  po- 
demos a  priori  afirmar  que  la  doctrina  de  los  pri- 
meros nueve  siglos  perseveró  hasta  los  tiempos  pre- 
sentes. Un  teólogo  no  puede  poner  en  duda  esta 
verdad. 

Por  otra  parte,  a  posteriori,  nadie  exigiría  una 
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demostración  de  que  toda  la  Edad  Media  cristiana 
proclamó  y  vivió  en  lo  posible  el  ideal  de  Estado 
católico.  ¡Ello  es  tan  evidente!  Y  nadie  en  absoluto 
lo  niega.  A  esta  edad  se  refiere  León  XIII  cuando 
escribe : 

«Hubo  un  tiempo  en  que  la  filosofía  del  Evan- 
gelio gobernaba  los  Estados.  Entonces  aquella 
energía  propia  de  la  sabiduría  cristiana,  aque- 
lla su  divina  virtud,  había  compenetrado  las 
leyes,  las  instituciones,  las  costumbres  de  los 
pueblos,  infiltrándose  en  todas  las  clases  y 
relaciones  de  la  sociedad;  la  religión  fundada 
por  Jesucristo,  colocada  firmemente  sobre  el 
grado  de  honor  y  de  altura  que  le  corresponde, 
florecía  en  todas  partes,  secundada  por  el  agra- 
do y  adhesión  de  los  príncipes  y  por  la  tutela 
y  legítima  deferencia  de  los  magistrados;  y 
el  sacerdocio  y  el  Imperio,  concordes  entre  sí, 
departían  con  toda  felicidad  en  amigable  con- 
sorcio de  voluntades  e  intereses.  Organizada 
de  este  m^odo  la  sociedad  civil,  produjo  bienes 
muy  superiores  a  toda  esperanza.  Todavía  sub- 
siste la  memoria  de  ellos,  y  quedará  consig- 
nada en  un  sinnúmero  de  monumentos  histó- 
ricos, ilustres  e  indelebles,  que  ninguna  co- 
rruptora habilidad  de  los  adversarios  podrá 
nunca  desvirtuar  u  oscurecer»  (60). 

La  realidad  del  Sacro  Imperio  y  de  la  cristian- 
dad es  esencialmente  orientación  del  poder  civil  a 
la  tutela  y  fomento  de  la  religión  de  Cristo  y  ae- 


ree»   Col.  de  Ene,  págs.  152  y  153.  n.  28. 
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tualización,  en  el  Derecho  público,  de  la  sumisión, 
directa  en  lo  espiritual  y,  a  lo  menos,  indirecta  en 
lo  material,  del  magistrado  al  sacerdote. 

Cierto  que,  con  motivo  de  las  luchas  entre  el 
pontificado  y  el  Imperio,  surgieron  teólogos  y  ca- 
nonistas que  hasta  negaron  la  indirecta  jurisdic- 
ción de  la  Iglesia  sobre  la  autoridad  temporal; 
pero;  fuera  de  que  no  sólo  entonces,  sino  posterior- 
mente, y  apaciguadas  las  encontradas  pasiones, 
han  sido  desautorizados  por  la  Sede  Apostólica,  re- 
presentaban bien  poco  en  comparación  de  los  que 
proclamaban  como  doctrina  evangélica  y  católica 
la  sujeción  de  todo  principe  al  Romano  Pontifice, 
y  aun  en  los  asuntos  temporales,  ya  directamente, 
lo  cual  es  falso,  nunca  afirmado  por  la  Santa  Sede, 
ni  siquiera  por  Bonifacio  VIII,  y  hoy  por  nadie 
sostenido,  ya,  a  lo  menos  indirectamente,  como  Juan 
de  Paris  antes,  Belarmino  y  Suárez  después,  con 
todos  los  teólogos  posteriores  hasta  nuestros  días, 
enseñaron,  y  la  Santa  Sede  ha  ratificado  (61). 

El  hecho  de  que  ni  en  aquellos  tiempos,  ni  en 
los  sucesivos  hasta  León  XIII,  hubiera  entre  teólo- 
gos y  canonistas  perfecto  acuerdo  cuanto  a  la  ex- 
plicación de  esta  sumisión  indirecta  del  poder  ci- 
vil, ni  cuanto  a  la  amplitud  del  poder  coactivo  de 
la  Iglesia  sobre  los  principes,  no  mengua  en  nada 
la  unanimidad  en  reconocer  una  y  otra  como  exi- 


(61)  Epístola  del  cardenal  Merry  del  Val  al  arzobispo  de 
Lyon,  14  octubre  1913 ;  AAS,  1913,  pág.  558.  Véase  E.  Guerrero, 
Disciplina  social  y  obediencia  cristiana,  cap.  III,  párrafo  I; 
Excmo.  y  Rvmo.  Sr.  Dr.  D.  Jesús  Mérida  Pérez,  obispo  de  As- 
torga,  La  restauración  cristiana  de  la  enseñanza,  n.  19,  págs.  39-41 
(Claudio  Coello,  22,  Madrid.  FAE). 
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gencias  de  ia  verdad  cristiana  acerca  de  la  natu- 
raleza y  fin  de  ambas  potestades. 

La  doctrina  de  la  supremacía  y  aun  de  la  mera 
absoluta  independencia  del  poder  civil,  respecto  del 
eclesiástico,  fue  considerada,  como  en  efecto  lo  es, 
heterodoxa,  y  asimismo  se  tuvo  por  tal  la  opinión 
de  que  ese  poder  civil  no  se  ordena  al  servicio  de  los 
intereses  espirituales  promovidos  por  la  Iglesia. 

También  es  manifiesto  que  en  los  siglos  sucesi- 
vos, hasta  León  XIII,  la  Iglesia  católica  se  man- 
tuvo fiel  al  mismo  ideal,  pese  a  los  avances  del 
laicismo  y  al  resquebrajamiento  de  la  unidad  reli- 
giosa, y  a  la  necesidad  consiguiente,  y  reconocida 
por  los  Papas,  de  mayor  o  menor  tolerancia  ¿Para 
qué,  pues,  detenernos  a  demostrarlo? 

Pero  si  es  de  particular  interés  mostrar  que 
León  XIII,  en  sus  famosas  encíclicas,  proclamó  el 
régimen  del  Estado  católico  como  el  único  compa- 
tible con  las  plenas  exigencias  del  catolicismo. 

Ese  interés  proviene  de  que  ciertos  escritores, 
abogados  del  laicismo  estatal,  y  entre  ellos,  Viala- 
toux  y  Latreille,  pretenden  interpretar  al  gran  Pon- 
tífice como  favorable  a  su  causa,  o,  a  lo  menos,  no 
desfavorable. 

León  XIII  y  el  Estado  católico. 

Aunque  todos  los  Papas  medievales  y  sus  suceso- 
res hasta  nuestros  días  concuerdan  con  los  anterio- 
res al  cisma  de  Bizancio,  ninguno  tan  ex  profeso  y 
tan  doctamente  como  León  XIII  ha  enseñado  que 
esa  laicidad,  garantía,  según  Vialatoux  y  Latreille, 
de  la  libertad  ideal,  no  es  ni  puede  ser  un  progreso, 
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como  no  sea  respecto  del  laicismo  persecutorio;  no 
es  ni  puede  ser  un  bien  ideal  para  la  Iglesia;  es 
un  mal.  El  bien  deseado  por  Cristo  y  por  la  Santa 
Iglesia  es  precisamente  el  Estado  católico. 

Habla  en  este  punto  León  XIII  con  tal  claridad 
que  quita  el  sueño  a  Courtney  Murray,  Vialatoux, 
Latreille  y  a  todos  los  m.odernos  escritores  católi- 
cos .que  hacen  ideal  del  Estado  laico. 

Como  la  epístola  de  Santiago  amargaba  la  exé- 
gesis  luterana  de  la  fe  sin  obras,  así  las  enseñanzas 
de  León  XIII  proclamando  como  el  único  régimen 
católico  el  de  Estado  católico,  perturba  el  racioci- 
nio de  los  que  pretenden  ver  en  la  laicidad  el 
modelo. 

Conocida  es  la  lección  dada  a  los  norteamerica- 
nos, satisfechos  de  su  libertad  igual  para  todas  las 
confesiones.  Eso,  dice  el  Papa,  es  necesario  en  vues- 
tro país;  pero  no  es  en  sí  lo  mejor.  Lo  mejor  es  que 
el  Estado  reconozca  públicamente  los  exclusivos 
derechos  de  la  Iglesia  y  los  haga  efectivos  con  su 
defensa  y  positiva  protección.  La  igualdad  de  todas 
las  religiones  ante  el  Estado  es  contraria,  de  suyo, 
a  esos  derechos  y  a  la  divina  voluntad.  Cuando  una 
sociedad  no  sufre  este  régimen  de  Estado  católico, 
es  que  no  ha  llegado  al  grado  de  cultura  y  civiliza- 
ción cristiana  que  Dios  desea  y  el  espíritu  del  Evan- 
gelio exige. 

«Entre  vosotros — dice  León  XIII  a  los  prela- 
dos norteamericanos — ,  la  Iglesia  ha  obtenido 
la  segura  libertad  de  vivir  y  actuar  sin  obs- 
táculo. Aunque  sean  exactas  estas  observacio- 
nes, hay  que  guardarse  del  error  de  concluir 
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de  aquí  que  sea  ésta  el  modelo  de  la  mejor  si- 
tuación de  la  Iglesia,  o  que  es  siempre  permiti- 
do y  útil  separar  o  disociar,  como  en  América 
del  Norte,  los  intereses  de  la  Iglesia  de  los  del 
Estado.  En  efecto,  si  la  religión  católica,  entre 
vosotros,  ha  logrado  honor,  prosperidad  y  acre- 
centamiento, hay  que  atribuirlo  enteramente 
a  la  fecundidad  divina  de  que  goza  la  Iglesia, 
que,  cuando  nadie  se  opone  a  ella  ni  le  crea 
obstáculos,  se  extiende  por  si  misma  y  se  di- 
funde; pero  ¡cuánto  más  fecundos  frutos  se 
producirían  si,  además  de  la  libertad,  tuviera 
el  favor  de  las  leyes  y  la  protección  de  los  Po- 
deres públicos!»  (62). 

Una  cultura  y  una  civilización  incompatibles 
con  el  Estado  católico  no  marcan  un  progreso  en 
la  evolución  social,  sino  un  retroceso,  o,  cuando 
menos,  una  parada  antes  de  llegar  a  la  meta,  o  un 
retraso. 

Pero  más  solemne  todavía  es  la  lección  dada  ai 
mundo  en  las  encíclicas  rinmortale  Del,  Libertas  y 
Diuturnum  ülud. 

Veamos  algunos  testimonios: 

«Considerada  en  el  Estado  la  misma  libertad 
(de  cultos),  pide  (el  liberalismo)  que  éste  no 
tribute  a  Dios  culto  alguno  público,  por  no  ha- 
ber razón  que  lo  justifique;  que  ningún  culto 
sea  preferido  a  los  otros,  y  que  todos  ellos  ten- 
gan igual  derecho,  sin  respeto  ninguno  al  pue- 


(.62)   Epístola  Loiiginqua  Oceani, 
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blo,  dado  caso  que  éste  haga  profesión  de  ca- 
tólico. 

Para  que  todo  esto  fuera  justo  habria  de  ser 
verdad  que  la  sociedad  civil  no  tiene  para  con 
Dios  obligaciones  algunas  o  que  puede  infrin- 
girlas impunemente;  pero  no  es  menos  falso  lo 
uno  que  lo  otro. 

No  puede,  en  efecto,  dudarse  de  que  la  so- 
ciedad establecida  entre  los  hombres,  ya  se 
mire  a  sus  partes,  ya  a  su  forma,  que  es  la  au- 
toridad, ya  a  su  causa,  ya  a  la  gran  copia  de 
utilidades  que  acarrea,  existe  por  voluntad  de 
Dios. 

Dios  es  quien  creó  al  hombre  para  vivir  en 
sociedad,  y  quien  le  puso  entre  sus  semejantes, 
para  que  las  exigencias  naturales,  que  él  no 
pudiera  satisfacer  sólo,  las  viera  cumplidas  en 
la  sociedad. 

Así  es  que  la  sociedad,  por  serlo,  ha  de  re- 
conocer como  Padre  y  Autor  a  Dios,  y  reveren- 
ciar y  adorar  su  poder  y  dominio. 

Veda,  pues,  la  justicia,  y  védalo  también  la 
razón  que  el  Estado  sea  ateo,  o,  lo  que  viene 
a  parar  en  el  ateísmo,  que  se  haya  de  igual 
modo  con  respecto  a  las  varias  que  llaman  re- 
ligiones y  conceda  a  todas  promiscuamente 
iguales  derechos. 

Siendo,  pues,  necesario  al  Estado  profesar 
una  religión,  ha  de  profesar  la  única  verdade- 
ra, la  cual  sin  dificultad  se  conoce,  singular- 
mente en  los  pueblos  católicos,  puesto  que  en 
ella  aparecen  como  sellados  los  caracteres  de 
la  verdad. 
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Esta  religión  es,  pues,  la  que  han  de  conser- 
var los  que  gobiernan;  ésta  la  que  han  de  pro- 
teger, si  quieren,  como  deben,  atender  con  pru- 
dencia y  útilmente  a  la  comunidad  de  los  ciu- 
dadanos. 

La  autoridad  pública  está,  en  efecto,  cons- 
tituida para  utilidad  de  sus  subditos,  y  aun- 
que próximamente  mira  a  proporcionarles  la 
prosperidad  de  esta  vida  terrena,  con  todo,  no 
debe  disminuirles,  sino  aumentarles  la  facili- 
dad de  conseguir  aquel  sumo  y  último  bien  en 
que  está  la  sempiterna  bienaventuranza  del 
hombre,  y  a  que  no  puede  llegarse  en  descui- 
dándose de  la  religión»  (63). 

«Asi  fundada  y  constituida  la  sociedad  po- 
lítica, manifiesto  es  que  ha  de  cumplir  por  me- 
dio del  culto  público  las  muchas  y  relevantes 
obligaciones  que  la  unen  con  Dios. 

La  razón  y  la  naturaleza,  que  manda  a  cada 
uno  de  los  homibres  dar  culto  a  Dios  piadosa 
y  santamente,  porque  estamos  bajo  su  poder 
y  de  Él  hemos  salido  y  a  Él  hemos  de  volver, 
estrecha  con  la  misma  ley  a  la  comunidad 
civil. 

Los  hombres  no  están  menos  sujetos  al  po- 
der de  Dios  unidos  en  sociedad  que  cada  uno 
de  por  sí;  ni  está  la  sociedad  menos  obligada 
que  los  particulares  a  dar  gracias  al  Supremo 
Hacedor,  que  la  formó  y  compaginó,  que,  pró- 
digo, la  conserva  y  benéñco  le  otorga  innume- 


63)    Libertas,  Col.  de  Ene.  págs.  180-181,  nn.  2G-27. 
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rabies  copias  de  dádivas  y  afluencia  de  haberes 
inestimables. 

Por  esta  razón,  asi  como  no  es  lícito  descui- 
dar los  propios  deberes  para  con  Dios,  el  pri- 
mero de  los  cuales  es  profesar  de  palabra  y  de 
obra,  no  la  religión  que  a  cada  uno  acomoda, 
sino  la  que  Dios  manda  y  consta  por  argumen- 
tos ciertos  e  irrecusables  ser  la  única  verdade- 
ra, de  la  misma  suerte  no  pueden  las  socieda- 
des políticas  obrar  en  conciencia  como  si  Dios 
no  existiese;  ni  volver  la  espalda  a  la  religión, 
como  si  les  fuese  extraña;  ni  mirarla  con  es- 
quivez ni  desdén,  como  inútil  y  embarazosa; 
ni,  en  ñn,  otorgar  indiferentemente  carta  de 
vecindad  a  los  varios  cultos;  antes  bien,  y  por 
el  contrario,  tiene  el  Estado  político  obliga- 
ción de  admitir  enteramente  y  abiertamente 
profesar  aquella  ley  y  prácticas  de  culto  divi- 
no que  el  mismo  Dios  ha  demostrado  que 
quiere 

Honren,  pues,  como  sagrado,  los  príncipes  el 
santo  nombre  de  Dios,  y  entre  sus  primeros  y 
más  gratos  deberes  cuenten  el  de  favorecer  con 
benevolencia  y  el  desamparar  con  eficacia  a 
la  religión,  poniéndola  bajo  el  resguardo  y  vi- 
gilante autoridad  de  la  ley;  ni  den  paso  ni 
abran  la  puerta  a  institución  ni  a  decreto  al- 
guno que  ceda  en  su  detrimento. 

Este  deber  de  los  Gobiernos  nace,  asimismo, 
del  derecho  de  los  ciudadanos,  cuyo  bien  admi- 
nistran, porque  a  la  verdad,  y  sin  excepción, 
los  hombres,  todos  cuantos  hemos  venido  a  la 
luz  de  este  mundo,  nos  reconocemos  natural- 
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mente  inclinados  y  razonablemente  movidos  a 
la  consecución  de  un  bien  final  y  soberano, 
que,  por  encima  de  la  fragilidad  y  brevedad 
de  esta  vida,  está  colocado  en  los  cielos,  adon- 
de han  de  aspirar  todos  nuestros  propósitos  y 
designios. 

Si,  pues,  de  este  sumo  bien  depende  el  colmo 
de  la  dicha  o  la  perfecta  felicidad  de  los  hom- 
bres, no  habrá  quien  no  vea  que  su  consecu- 
ción importa  tanto  a  cada  uno  de  los  ciuda- 
danos, que  mayor  interés  no  hay  ni  es  posible. 
Asi  que,  estando,  como  está,  naturalmente 
constituida  la  sociedad  civil  para  la  prosperi- 
dad de  la  cosa  pública,  preciso  es  que  no  ex- 
cluya este  bien  principal  y  máximo,  de  donde 
nacerá  que,  bien  lejos  de  crear  obstáculos,  pro- 
vea oportunamente,  cuanto  esté  de  su  parte, 
toda  comodidad  a  los  ciudadanos  para  que  lo- 
gren y  alcancen  aquel  bien  sumo  e  inconmu- 
table que  naturalmente  desean.  Y  ¿qué  medio 
hay  cómodo  y  oportuno,  de  que  echar  mano 
con  ese  intento,  que  sea  tan  eficaz  y  excelente 
como  el  de  procurar  la  observancia  santa  e  in- 
violable de  la  verdadera  religión,  cuyo  oficio 
consiste  en  unir  al  hombre  con  Dios?»  (64). 

Añade  el  Papa  que,  aunque  sean  distintas  am- 
bas potestades  y  tengan  diversas  competencias,  de- 
ben estar  unidas  (65). 

Ratifica  que  todo  lo  dicho  se  funda  en  la  esen- 


(64)  Ivimortale  Dei,  Col.  de  Ene.,  págs.  145-146,  nn.  11-12. 

(65)  ma.,  Col.  de  Ene,  págs.  148-149,  nn.  19-20. 
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cia  de  las  cosas,  y  no  en  contingencias  muda- 
bles (66). 

Alaba  los  tiempos  en  que  el  Estado  era  cató- 
lico (67). 

Condena  el  laicismo  o  laicidad  del  Estado  y  la 
libertad  como  ideal  (68). 

Exhorta  a  los  católicos  a  que  procuren  hacer 
católico  al  Estado  (69). 

En  DiutUrnum  illud  vuelve  a  alabar  al  Estado 
católico  que  era  el  Sacro  Imperio;  afirma  que  el 
Estado  debe  defender  la  religión  y  la  libertad  de 
la  Iglesia,  y  expone  cuáles  deben  ser  las  relaciones 
de  ambas  potestades  (70). 

Bien  se  hace  cargo  el  Papa  de  que  la  tolerancia 
de  falsas  religiones  y  otras  actividades  se  impon- 
drán muchas  veces,  y,  de  ordinario,  en  el  mundo 
actual,  para  evitar  mayores  males  o  conseguir  ma- 
yores bienes,  y  aun  simplemente  porque  otro  régi- 
men seria  imposible;  pero  esa  tolerancia,  y,  más 
aún,  en  su  forma  extrema  de  igualdad  absoluta 
ante  la  ley  de  todas  las  religiones,  siempre  es  con- 
siderada como  una  necesidad  lamentable,  no  como 
un  progreso  ni  como  un  ideal  (71). 


(66)  Immortale  Dei,  Col.  de  Ene,  pág.  15Cs  n.  21. 

(67)  Ibíd.,  págs.  152-153,  nn.  28-SO. 

(68)  Ihid.,  pág.  15  ss.,  nn.  32,  33,  43,  44,  46,  52. 

(69)  Ihid.,  n.  57.  Cfr.  Diuturnum  illud  (Col.  de  Ene,  pág.  106. 
n.  23,  y  pág.  109,  n.  29). 

(70)  Diuturnum  illud  (Col.  de  Ene,  pág.  108,  n.  23,  y  pági- 
na 109,  n.  29). 

(71)  Libertas,  Col.  de  Ene,  pág.  186  ss.,  nn.  40-42. 


108 


EUSTAQUIO  GUERRERO,  S.  J. 


Laboriosas  explicaciones  de  Vialatoux 
y  Latreille  para  concordar  su  pensa- 
miento en  e!  de  León  XIII. 

No  pueden  negar  Vialatoux  y  Latreille  que  el 
Estado,  según  León  XIII,  ha  de  ser  católico.  ¡Son 
tan  terminantes  sus  enseñanzas!  Se  puede  decir 
que  la  condenación  de  la  aconfesionalidad  del  Es- 
tado y  de  la  igualdad  jurídica  de  todas  las  religio- 
nes es  el  objetivo  de  sus  más  bellas  encíclicas. 

Pero  condena,  dicen,  al  Estado  laico  en  cuanto 
nación,  colectividad,  sociedad  civil,  no  en  cuanto 
poder  que  legisla,  administra,  gobierna. 

La  nación,  la  sociedad,  debe  ser  católica;  el  Es- 
tado-poder debe  ser  laico;  y  entonces  precisamen- 
te será  evangélico,  católico  (72). 

Jamás,  dicen,  enseña  el  Papa  que  «la  realiza- 
ción o  la  conservación  de  la  unidad  espiritual  de 
los  cristianos  deba  emplear  los  medios  estatales  del 
César,  un  compelle  intrare  por  vía  de  coacciones 
externas»;  jamás  erige  en  ideal  dogmático  la  cris- 
tiandad histórica  medieval  (73). 

Muy  de  prisa  han  leído  Immortale  Dei  y  Libertas 
para  no  ver  que  el  Papa  habla,  no  de  la  comunidad 
misma,  sino  del  gobierno,  del  poder  que  legisla, 
administra  y  gobierna. 

Incluso  lo  designa  con  las  palabras  «príncipes», 
«gobiernos»  (74),  «autoridad  civil»  u  otra  equiva- 

(72)  «Esprit»,  de  septiembre  de  1950,  pág.  394.  En  este  núme- 
ro reafirman  los  autores  lo  dicho  en  su  artículo  anterior,  tratando 
de  responder  a  ciertas  objeciones  que  se  les  han  hecho. 

(73)  Ihíd. 

(74)  Imrriortale  Dei,  Col.  de  Ene,  pág.  145.  n.  12. 
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lente  (75),  aunque  use  muchas  veces  los  términos 
«sociedad  politica»,  «sociedad  civil»,  en  el  sentido 
de  poder  y  autoridad. 

Además,  todas  las  obligaciones  señaladas  por  el 
Pontifice  al  Estado  carecen  de  sentido  si  no  se  re- 
fieren ai  poder  mismo,  ya  encarne  en  formas  de- 
mocráticas, ya  no. 

«Esta  religión  (la  católica)  es,  pues,  la  que  han 
de  conservar  los  que  gobiernan;  ésta  la  que  han 
de  proteger,  si  quieren,  como  deben,  atender  con 
prudencia  y  útilmente  a  la  comunidad  de  los  ciu- 
dadanos. La  autoridad  pública,  en  efecto,  está  cons- 
tituida para  utilidad  de  sus  súbditos;  y,  aunque 
próximamente  mira  a  proporcionarles  la  prosperi- 
dad de  esta  vida  terrena,  no  debe  disminuirles, 
sino  aumentarles,  la  facilidad  de  conseguir  aquel 
sumo  y  último  bien  en  que  está  la  sempiterna 
bienaventuranza  del  hombre»  (76). 

¿No  es  aquí  manifiesto  que  habla  del  poder  mis- 
mo y  no  de  la  sociedad  o  comunidad  en  cuanto 
distinta  adecuadamente  de  él? 

Remito  al  lector  a  otros  textos  aquí  mismo  trans- 
critos, y  le  ruego  que  lea  las  dos  encíclicas  Immor- 
tale  Dei  y  Libertas. 

Pero  Vialatoux  y  Latreilie  no  se  recatan  ni  aun 
de  negar  que  el  ideal  estatal  de  León  XIII  impli- 
que el  uso  de  medios  estatales,  del  César,  para  la 
realización  y  la  conservación  de  la  unidad  espiri- 
tual de  un  pueblo. 

Entonces,  ¿qué  significa  que  el  poder  público 
debe  proteger  la  religión  católica  y  prohibir  todas 


(75)  Libertas,  Col.  de  Ene,  pág.  181,  n.  27. 

(76)  Ibid. 
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las  demás?  ¿Que  debe  legislar  y  gobernar  de  suerte 
que  elimine  los  obstáculos  que  impidan  la  misión 
apostólica  de  la  Iglesia  y  cree  condiciones  que  po- 
sitivam.ente  la  favorezcan? 

Claro  que  tal  debe  ser  esta  acción  estatal  que 
a  nadie  se  imponga  la  fe  por  la  fuerza;  pero  no 
debe  excluir,  sino  incluir,  la  prohibición  del  prose  - 
litlsmo  disidente  y  de  las  exhibiciones  nocivas  a  la 
verdadera  religión.  En  esta  prohibición  no  se  in- 
cluye aquella  imposición,  como  parecen  confundir 
a  todas  horas  Vialatoux  y  Latreille. 

En  España,  verbigracia,  se  prohibe  el  proselitis- 
mo  protestante,  y  no  se  impone  a  nadie  la  fe  ca- 
tólica. 

Asi  lo  han  entendido  los  Pontífices  posteriores 
a  León  XIII,  y  lo  han  exigido  y  exigen  en  los  con- 
cordatos con  las  naciones  católicas,  verbigracia,  con 
España. 

No  exigen  que  se  coaccione  al  espíritu  para 
creer;  pero  sí  exigen  que  los  no  creyentes  (acató- 
licos) se  abstengan  de  escandalizar  a  los  católicos 
combatiendo  su  fe,  difundiendo  la  herejía,  exhi- 
biéndola en  la  vía  pública  (77).  Poner  como  carac- 
terística del  Estado  confesional,  que  Vialatoux  y 
Latreille  aborrecen,  esa  violencia  coactiva  del 
corapelle  intrare  mediante  hierro  y  fuego,  siempre 
prohibida  por  la  Iglesia,  aun  en  el  Estado  medieval, 
y  entre  él  y  el  puro  Estado  laico  o  aconfesional.  sin 
espíritu  positivamente  persecutorio,  no  distinguir 
un  medio,  que  es  precisamente  el  Estado  católico 
leonino  y  evangélico,  es  un  chantaje  polémico,  in- 


(77)  Véase  mi  artículo  La  libertad  religiosa  de  los  protestan- 
tes en  España  en  el  n.  632-633  de  «Razón  y  Fe». 


LA  LIBEKTAD  RELIGIOSA  Y  EL  ESTADO  CATÓLICO  111 

consciente,  sin  duda,  pero  real,  de  que  no  salen 
Vialatoux  y  Latreille  en  toda  su  exposición  y  en 
toda  su  réplica. 

Y  esto  supuesto,  es  exacto  que  León  XIII  no  eri- 
ge en  ideal  dogmático  el  Estado  cristiano  medieval, 
si  se  atiende  a  todos  los  elementos  de  su  estruc- 
tura, condicionada,  en  parte,  por  las  circuns- 
tancias históricas;  pero  si  lo  erige  en  cuanto  im- 
plicaba la  confesionalidad  del  poder  civil,  como  tal,, 
y  su  sumisión  al  eclesiástico:  directa  en  lo  espiri- 
tual, e  indirecta  en  lo  tem.poral,  según  tantas  veces 
hemos  explicado,  con  la  estricta  obligación  de  go- 
bernar en  favor  de  los  intereses  espirituales  que 
la  Iglesia  promueve. 

Otras  objeciones. 

Según  Lecler  (78),  León  XIII  ha  condenado,  sí, 
la  libertad  de  conciencia  como  igualdad  de  todas 
las  confesiones  ante  la  ley,  pero  sólo  en  cuanto  esa 
igualdad  se  pretende  justificar  con  razones  favo- 
rables al  indiferentismo,  ai  adogmatismo,  a  la  irre- 
ligión y  al  ateísmo;  no  en  cuanto  se  ordena  a  la 
pacificación  de  ios  espíritus  y  se  deriva  de  la  liber- 
tad del  acto  de  fe,  que  son,  a  su  juicio,  dos  razones 
de  validez  universal  en  el  espacio  y  en  el  tiempo. 
Más  aún,  estima  que  León  XIII  abona  esa  libertad 
religiosa  en  estas  palabras  de  Immortale  Dei: 

«En  verdad,  aunque  la  Iglesia  juzga  no  ser 
lícito  el  que  las  diversas  clases  y  formas  de  cul- 
to divino  gocen  del  mismo  derecho  que  com- 


(78)   EtiLdes,  tom.  249,  pág.  299  ss. 
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pete  a  la  religión  verdadera,  no  por  eso  con- 
dena a  los  encargados  del  gobierno  de  los 
Estados,  que,  ya  para  conseguir  algún  bien  im- 
portante, ya  para  evitar  algún  grave  mal,  to- 
leren en  la  práctica  la  existencia  de  dichos 
cultos  en  el  Estado.  Otra  cosa  también  precave 
con  grande  empeño  la  Iglesia,  y  es  que  nadie 
sea  obligado  contra  su  voluntad  a  abrazar  la 
fe,  como  quiera  que,  según  enseña  sabiamente 
San  Agustín,  el  hombre  no  puede  creer  sino 
queriendo»  (79). 

Es  manifiesto  que,  en  cuanto  antecede  de  la  en- 
cíclica, el  Papa  rechaza  esa  igualdad  de  todas  las 
religiones  ante  la  ley  como  contraria  a  la  natura- 
leza del  hombre,  de  la  ley  natural  y  de  la  religión 
católica,  y  como  inclusiva,  de  suyo,  ya  del  indiferen- 
tismo, ya  del  ateísmo;  y  en  las  palabras  aducidas 
por  Lecler  se  lim.ita  a  justificar  la  tolerancia,  cuan- 
do en  circunstancias  que  no  son  de  suyo  perma- 
nentes y  universales,  sino  que  pueden  ser  transi- 
torias y  locales,  sea  necesaria,  «ya  para  conseguir 
algún  bien  importante,  ya  para  evitar  algún  gra- 
ve mal». 

No  dice  en  modo  alguno  que  la  falta  de  esa 
igualdad  de  trato  para  todas  las  confesiones  se 
oponga  a  la  libertad  del  acto  de  fe,  sino  que,  haya 
o  no  haya  tolerancia,  jamás  debe  imponerse  la  fe 
por  coacción,  a  saber,  ni  donde  hay  pluralidad  de 
confesiones  y  todas  son  iguales  ante  la  ley,  ni  don- 
de hay  unidad  religiosa  y  no  existe  esa  igualdad, 
ni  otra  tolerancia  que  la  del  culto  privado. 


(79)    Col.  de  Ene,  púg.  159,  nn.  46-47. 
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Además,  supone  que  la  prohibición  del  proseli- 
tismo  y  del  culto  público  disidente  no  es  la  impo- 
sición de  la  fe  ni  la  coacción  que  siempre  ha  con- 
denado la  Iglesia. 

Por  su  parte,  supone  el  P.  Courtney  Murray  que 
esa  expresísima  aprobación  del  Estado  confesional 
católico  no  es  en  León  XIII  una  afirmación  doctri- 
nal, sino  una  reacción  polémica  contra  el  liberalis- 
mo .de  la  época  (80);  pero  tampoco  podemos  con- 
ceder beligerancia  a  esta  sugerencia. 

La  lectura  de  los  textos  pontificios  nos  muestra 
con  toda  evidencia  que  así  cuando  el  Papa  propone 
en  su  pureza  la  doctrina  gelasiana  como  cuando 
refuta  el  liberalismo  y  propone  el  estado  confesio- 
nal cual  única  solución  católica  del  problema  de 
las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  se  sitúa 
en  el  plano  de  las  esencias  intemporales  y  enseña 
a  todos  la  verdad  eterna,  sin  determinaciones  cir- 
cunstanciales y  transitorias. 

Es  tan  patente  ese  significado  doctrinal  de  las 
enseñanzas  leoninas,  que  algunos,  no  pudiendo  ne- 
garlo, se  atreven  a  replicar  que  puede  ser  erróneo, 
pues  no  se  trata  de  definiciones  ex  cathedra. 

Subterfugio,  a  la  verdad,  poco  honroso  para 
cualquier  católico  ilustrado,  y  menos  para  un  teó- 
logo; pero,  además,  totalmente  vano,  pues  no  sólo 
lo  definido  ex  cathedra  es  cierto,  ni  cabe  duda  de 
que  lo  es  cuanto  aquí  enseña  León  XIII,  siguiendo 
la  tradición  de  ios  Papas  y  Doctores  desde  los  pri- 
meros siglos,  y  los  mismos  indiscutibles  principios 
del  derecho  natural. 


(80)    Theological  StUdies,  junio  de  1949,  págs.  231  y  232. 
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Nadie,  pues,  podrá  interpretar  la  condenación 
del  Estado  laico,  expresamente  promulgada  en  las 
encíclicas  de  León  XIII,  como  reacción  polémica 
de  sentido  circunstancial,  sin  raíz  en  la  naturaleza 
de  las  cosas,  valedera  sólo  ad  hominem  frente  a 
las  exageradas  pretensiones  del  liberalismo  del  si- 
glo XIX,  pero  no  frente  al  internacionalismo  laico 
del  XX. 

Habla,  pues,  León  XIII  para  todos  los  tiem_pos,  y 
sostiene  que  el  ideal  exigido  por  la  doctrina  cató- 
lica, y  fundado  en  la  razón  y  la  naturaleza  del 
homxbre — supuesta  la  revelación — es  el  Estado  ca- 
tólico; con  lo  cual  se  opone  a  cuantos  pretenden 
demostrar  que  esa  unión  de  Estado  e  Iglesia,  im- 
plicada en  el  Estado  católico,  causa  a  la  Iglesia 
más  daños  que  provechos. 

No  puede,  per  se,  causar  tales  daños  el  régimen 
político  que  viene  exigido  por  la  naturaleza  del 
Estado  y  de  la  Iglesia  y,  en  último  término,  de  la 
misma  persona,  mientras  sea  fiel  a  si  mismo  y  au- 
ténticamente católico,  aunque  a  veces,  debido  a  la 
fragilidad  y  a  la  malicia  del  hom^bre  que  pervierte 
lo  bueno,  degenere  y  los  cause  per  accidens,  pre- 
cisamente a  causa  de  su  degeneración;  en  cam- 
bio, los  causará  per  se  el  régimen  contrario,  por  ser 
violento  y  opuesto  al  ser  de  las  cosas  y  al  ideal 
divino. 

Lo  único  que  podría  discutirse  es  si,  unificado  y 
descristianizado  hasta  cierto  punto  el  universo,  ze 
darían  hoy  las  circunstancias  requeridas  por 
León  XIII  para  que  en  todas  las  naciones,  aun  ca- 
tólicas, fuera  más  práctica  la  igualdad  jurídica  de 
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todas  las  confesiones  que  el  Estado  católico  pro- 
puesto por  el  Papa. 

Pero  esta  cuestión  de  puro  hecho  y  tratada  des- 
pués por  Pío  XII,  como  en  su  lugar  veremos,  no 
afecta  a  la  doctrina  intemporal  y  universal  de 
León  XIII. 

Además,  en  otros  escritos  hemos  probado  que  no 
ha  llegado  el  mundo  a  tal  grado  de  unificación;  ni 
en  todas  las  naciones  a  tal  grado  de  descatoliza- 
ción (81). 

Los  que  creen  lo  contrario  no  lo  demuestran,  ni 
siquiera  lo  hacen  verosímil. 

Como  escribíamos  en  Razón  y  Fe,  nn.  632-633, 
páginas  222-224,  la  Santa  Sede  siempre  ha  exi- 
gido en  los  concordatos  con  las  naciones  total- 
mente católicas  la  prohibición  de  actos  de  culto 
público  no  católico,  y  de  otras  actividades  propa  - 
gandísticas de  la  heterodoxia. 

Prescindiendo  de  otras  intervenciones  en  el  si- 
glo pasado  y  principios  del  actual,  ordenadas  a  re- 
afirmar esa  prohibición  en  España,  puede  mencio- 
narse el  convenio  de  7  de  junio  de  1941,  en  que  se 
estipula  la  vigencia  de  los  cuatro  primeros  artícu- 
los del  concordato  de  1851. 

Por  otra  parte,  los  Metropolitanos  españoles,  a 
propósito  de  la  propaganda  protestante,  publica- 
ron el  28  de  mayo  de  1948  una  instrucción  en  que 
proclaman,  una  vez  más,  la  excelencia  suprema  de 
la  unidad  católica  y  la  necesidad  de  esas  medidas 
concordatarias  para  conservarla. 

Lo  mismo  la  Santa  Sede  que  el  episcopado  es- 


(81)  «Razón  y  Fe»,  noviembre  1948.  págs.  518  ss. ;  julio-ages- 
to 1949,  págs.  99  ss. 
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pañol  fundamentan  su  actitud  en  las  exigencias  del 
ideal  católico  y  en  la  realidad  social  católica  es- 
pañola, que  hace  no  sólo  posible,  sino  prácticamen- 
te viable  y  obligatorio  el  régim.en  de  Estado  ca- 
tólico (82). 

El  concordato  de  1953,  en  su  artículo  l.*'  y  en 
el  párrafo  correspondiente  del  protocolo  ñnal..  con- 
firma y  precisa  el  artículo  6.''  del  Fuero  de  los  Es- 
pañoles, donde  se  prohibe  a  los  no  católicos  el  culto 
público  y  el  proselitismo  de  la  religión,  en  el  sen- 
tido que  más  abajo  explicaremos. 

El  P.  Courtney  Murray,  oponiéndose  consciente- 
mente ai  criterio  de  los  obispos  españoles  e,  incons- 
cientemente, sin  duda,  al  del  Papa  Pío  XII,  juzga 
que,  aunque  la  unidad  católica  sea  ciertamente  un 
gran  bien,  no  debe  conservarse  a  costa  de  la  liber- 
tad religiosa  de  igualdad  para  católicos  y  no  cató- 
licos, por  la  sencilla  razón  de  que  la  supresión  de 
esa  libertad  no  es  medio  justo  para  conservar  la 
unidad. 

Esta  ha  de  conservarse  mediante  el  sistema  de 
la  laicidad  que  asegure  la  libertad  de  la  Iglesia  y, 
al  mismo  tiempo,  la  igual  libertad  de  todos  los  ciu- 
dadanos. 

Estima  que  las  antiguas  diarquías,  regalis  po- 
testas-papalis  potestas,  libertas  civilis-libertas 
eclesiástica,  Trono-Altar,  han  venido  metamorfo- 
seándose  según  la  ley  de  la  evolución  y  adaptación 
vital  de  la  Iglesia  y  del  Estado  hasta  convertirse 
en  la  presente  libertad  de  la  Iglesia-libertad  del 
ciudadano,  que  expresa  los  dos  polos  de  tensión. 

(82)  Véase  mi  artículo  citado  de  «ilazón  y  Fe»,  iin.  632-63 J 
y  el  del  n.  610,  pág.  526,  n.  5. 
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La  descentralización  del  poder  civil,  consiguien- 
te a  la  autonomía  de  la  persona  humana,  imposi- 
bilita la  antigua  concepción  del  poder  al  servicio 
de  la  Iglesia,  y  exige  que  se  aseguren  los  derechos 
de  la  Iglesia,  su  libertad,  mediante  el  debido  res- 
peto a  la  libertad  del  ciudadano,  de  todos  los  ciu- 
dadanos, aun  de  los  no  católicos  (83). 

Pero,  aunque  fuera  verdad  esa  evolución  de 
diarquías,  no  cambiaría  la  naturaleza  de  la  per- 
sona humana,  ni  la  del  poder  civil,  ni  la  de  la 
sociedad  misma,  ni  la  de  la  Iglesia. 

Será,  pues,  eternamente  verdadero  que  el  ciu- 
dadano acatólico  no  tiene  derecho  alguno  contra 
el  bien  común  de  la  sociedad  católica  en  que  está 
injertado,  bien  común  constituido  principataente 
por  la  unidad  religiosa;  que  el  poder  civil,  centrali- 
zado o  disperso,  debe  cuidar,  en  la  forma  anterior- 
mente explicada,  de  ese  bien  común,  y  poner  a  la 
espontaneidad  individual  las  limitaciones  necesa- 
rias: limitaciones  que  no  implican  la  menos  injusti- 
cia contra  el  acatólico,  aunque  impliquen  molestia; 
que  ese  mismo  poder  civil  debe  prestar  obediencia  y 
apoyo  al  poder  eclesiástico,  y  que,  en  fin,  la  socie- 
dad, como  tal,  debe  exhibir  a  Dios  el  culto  debido 
según  la  religión  católica. 

Además,  en  toda  sociedad  se  procura  conservar 
incólumes  los  elementos  básicos  de  su  bien  común 
y  los  postulados  de  su  cultura  y  de  su  vida,  y,  por 
lo  mismo,  se  considera  delito  todo  ataque  contra 
ellos. 

Pues  en  la  sociedad  católica  esos  elementos  bá- 


(83)    Theological  Studies,  junio  de  1949,  págs.  227-230. 
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sicos  y  esos  postulados  son  el  contenido  mismo  del 
catolicismo. 

Como  una  sociedad  sanamente  constituida  ha 
de  considerar  delictivos  y  vitandos  los  actos  orde- 
nados a  su  destrucción,  así  una  sociedad  católica 
los  que  atentan  contra  el  catolicismo,  que  es  el 
alma  de  todo  su  ser. 

Perder  el  catolicismo  equivaldría  para  ella  a 
morir. 

Un  país,  organizado  en  régimen  de  propiedad 
privada  y  libertad,  declara  ilegal  al  comunismo  por- 
que maquina  la  destrucción  de  una  y  otra;  y  una 
sociedad  estructurada  según  las  normas  del  ca- 
tolicismo ¿ha  de  otorgar  iguales  derechos  que  a  la 
Iglesia  a  un  insignificante  grupo  heterodoxo  que  se 
afana  por  eliminar  su  constitución  católica  y  el 
consiguiente  modo  de  ser  y  actuar  en  católico? 

¿O  es  que,  verbigracia,  para  Estados  Unidos  es 
un  indiscutible  y  necesario  bien  la  conservación 
de  las  libertades  democráticas,  y  para  un  país  ca- 
tólico no  lo  es  el  de  su  concepción  y  ordenación 
católica  de  la  vida? 

¿O  es  menos  molesta  para  el  comunista  norte- 
americano, m.enos  contraria  a  la  autonomía  de  su 
conciencia  personal,  la  prohibición  de  actuar  en 
público,  la  privación  de  sus  cargos  y  de  los  comunes 
derechos  civiles,  que  para  los  disidentes  acatólicos 
de  una  nación  católica  la  mera  prohibición  de  ex- 
ternas ceremonias  religiosas  y  de  público  apos- 
tolado? 

¿O  tiene  el  comunista  menor  convicción  de  su 
ideal  y  de  la  injusticia  que  al  prohibirlo  se  le  hace, 
según  él  cree,  que  el  heterodoxo  de  una  nación  ca- 
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tólica  la  tiene  de  su  fe  y  de  su  derecho  a  profesarla 
aun  en  público? 

Es,  pues,  manifiesto  que  quien  da  por  buena  la 
eliminación  jurídica  de  un  grupo  social,  sea  el  que 
fuere,  dentro  de  una  comunidad  democrática,  no 
puede  reprobar  que  en  una  sociedad  católica  se 
vete  la  actuación  pública  del  protestantismo. 

No  existe  más  que  una  aparatosa  objeción  con- 
tra este  razonamiento,  y  es  ésta:  luego  justo  será, 
en  un  país  de  unidad  protestante,  prohibir  el  culto 
público  y  el  apostolado  a  los  católicos 

Oh jetiv amenté,  no  lo  es,  por  ser  el  catolicismo 
la  verdad  religiosa  y  el  protestantismo  un  error,  y 
fundarse  primariamente  el  derecho  en  la  verdad  y 
el  bien. 

Pero  esa  prohibición  sería  subjetivamente  razo- 
nable si  se  derivara  de  una  concepción  protestante 
del  bien  común  y  de  una  conciencia  colectiva  equi- 
vocada, que  considerara  al  catolicismo  com.o  un 
error,  e  inarmonizable  con  el  bien  del  Estado. 

La  norma  directiva  de  la  conducta  moral  es  el 
dictamen  de  la  conciencia. 

No  sólo  es  lícito,  sino  obligatorio,  obrar  confor- 
me a  él;  salva,  no  obstante,  la  responsabilidad  re- 
mota de  una  conciencia  mal  formada  por  la  pro- 
pia culpa. 

Y  este  principio,  válido  para  ios  actos  de  carác- 
ter privado,  lo  es  también  para  los  del  gobernante 
en  cuanto  tal. 

Con  todo,  estimamos  que  en  la  presente  coyun- 
tura histórica  no  es  posible  señalar  ningún  país 
de  tan  profunda  convicción  y  de  tan  vital  unidad 
religiosa  protestante  que,  sinceramente,  y  en  acto 
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de  conciencia  colectiva  abarcando  la  totalidad  mo- 
ral de  sus  ciudadanos,  considere  al  catolicismo 
como  incompatible  con  el  bien  público. 

Tales  o  cuales  grupos  le  harán  la  guerra  con 
mayor  o  menor  fanatismo,  o  por  razones  pura- 
mente políticas  y  terrenales,  como  se  la  hacen,  ver- 
bigracia, en  los  Estados  Unidos;  pero,  dado  el  es- 
cepticismo y  adogmatismo  religioso  del  mundo 
protestante,  y  su  baja  tónica  moral,  no  se  hallará 
fácilmente  un  país  que,  en  la  totalidad  de  las  fac- 
ciones religiosas  de  que  se  componga — todos  los 
países  protestantes  se  componen  de  muchas — ,  ten- 
ga realmente  al  catolicismo  por  dañoso  al  interés 
nacional. 

La  objeción,  pues,  creo  que  prácticamente  me- 
rece bien  escasa  consideración. 

Y  por  eso  no  es  de  temer  que,  precisamente  por 
faltar  la  igualdad  jurídica  para  los  escasos  disi- 
dentes en  un  país  totalmente  católico,  vaya  a  faltar 
en  los  países  pluralistas  de  mayor  población  pro- 
testante, dividida,  a  su  vez,  en  infinitos  grupos,  esa 
igualdad  entre  protestantes  y  católicos.  Si  éstos  vi- 
ven todavía  humillados  en  ciertos  países,  como  Sue- 
cia  y  Noruega,  y  aun,  en  ciertos  aspectos,  en  otros 
que  predican  la  igualdad,  como  Inglaterra  y  Esta- 
dos Unidos,  es  debido  a  antecedentes  históricos  que 
crearon  hace  siglos  una  mentalidad  social  adversa 
a  los  católicos,  y  todavía  vigente,  aunque  orientada 
a  su  desaparición;  pero  no  depende  ni  poco  ni 
mucho  de  que  hoy,  en  un  país  católico  como  Es- 
paña, la  religión  católica  sea  la  oficial  y  la  privi- 
legiada (84). 

(84)   Véase  «Razón  y  Fe»,  n.  610,  págs.  530-533,  n.  2. 
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Si  en  realidad  dependiera,  y  si  un  bien  mayor 
de  la  Iglesia  católica  en  todo  el  mundo  se  impi- 
diera precisamente  por  no  haber  en  un  país  deter- 
minada igualdad  entre  protestantes — casi  inexis- 
tentes— y  católicos,  la  Santa  Sede  vería  si  era  apli- 
cable al  caso  la  doctrina  general  antes  aducida  de 
León  XIII  sobre  la  tolerancia,  y  si,  por  lo  mismo, 
era  prudente  y  aun  necesario  modificar  la  vigente 
legislación. 

Ese  pais  no  se  negaría  a  adoptar  un  régimen, 
en  la  cuestión  religiosa,  indeseable  desde  el  punto 
de  vista  puramente  nacional,  si  asi  lo  exigiera  el 
mayor  bien  universal  de  la  Iglesia. 

Pero,  lo  primero,  no  se  ha  probado  que  se  cum- 
pla esa  condición,  ni  creemos  que  se  pueda  pro- 
bar; lo  segundo,  aunque  se  cumpliera,  seguiría  sien- 
do verdad  que  el  Estado  laico  de  Vialatoux  y  La- 
treille  es  opuesto  al  ideal  evangélico  y  católico,  y 
sólo  aceptable  en  calidad  de  mal  menor  tolerado, 
como  solución  exigida  por  una  situación  transito- 
ria del  mundo. 

Todas  las  situaciones  del  mundo  son  transito- 
rias, y  una  de  las  mayores  ligerezas  de  Maritain  y 
sus  secuaces,  muy  ajena,  por  cierto,  al  espíritu  ca- 
tólico de  confianza  en  Dios  y  de  humilde  ignoran- 
cia de  sus  inescrutables  designios,  es  afirmar  que 
el  Estado  católico  medieval,  aun  en  su  estructura 
sustancial,  es  algo  definitivamente  periclitado,  ido 
para  no  volver. 

Pero  manus  Dei  non  est  abhreviata...  ¿Por  qué 
no  esperar  que  un  día  las  naciones,  o  muchas  de 
ellas  al  menos,  vuelvan  a  la  verdad  católica?  Y 
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en  toda  nación  católica  no  hay  más  régimen  legí- 
timo que  el  de  Estado  católico. 

La  libertad  de  la  Iglesia  y  el  Estada 
católico. 

La  libertad  de  la  Iglesia  en  el  ejercicio  de  su 
misión  apostólica  es  una  exigencia  dogmática,  y 
podría  preguntarse  si  ese  dogma  implica  necesa- 
riamente un  Estado  oficialmente  católico,  con  el 
consiguiente  defecto  de  libertad  religiosa  para  los 
disidentes;  de  suerte  que  sin  tal  Estado  católico  no 
pueda  darse  la  libertad  de  la  Iglesia;  o  si,  por  el 
contrario,  el  Estado  católico  no  será  más  bien  un 
modo  histórico  concreto  de  garantizar  esa  libertad 
de  la  Iglesia,  de  forma  que  pueda  haber,  además, 
otros  modos  de  asegurarla,  buenos  en  sí  mismos, 
y  no  sólo  algo  tolerable  a  guisa  de  mal  menor. 

En  el  primer  caso,  la  catolicidad  del  Estado  per- 
tenecería también  a  la  tesis  católica  como  exigen- 
cia dogmática;  en  el  segundo,  no. 

La  libertad  de  la  Iglesia  podría  salvarse  en  la 
plena  libertad  religiosa  para  todos. 

Para  determinar  el  ideal  católico  del  régimen 
político,  en  punto  a  libertad  religiosa,  se  ha  de 
poner  como  un  hito  la  libertad  apostólica  de  la 
Iglesia,  pero  no  sólo  la  libertad  de  la  Iglesia. 

Se  ha  de  considerar  que  todo  ser  racional,  por 
ser  criatura  de  Dios,  esencialmente  dependiente  de 
él  y  a  él  ordenado  como  a  fin  último,  debe  cono- 
cer, amar  y  servir  a  Dios,  y,  por  lo  mismo,  debe  tri- 
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butarle  el  culto  que  le  agrade  y  practicar  la  reli- 
gión que  le  dicte  o  revele.  Por  lo  que  el  Estado,  en 
cuanto  tal,  no  menos  que  el  individuo,  está  sujeto 
a  tan  sagrada  obligación. 

Siendo  la  religión  católica  la  única  verdadera, 
debe  ser  profesada  por  individuos  y  sociedades,  por 
gobernados  y  gobernantes. 

El  Estado  católico  es,  pues,  un  objeto  deseado, 
querido  por  la  divina  voluntad,  una  exigencia  doc- 
trinal no  menos  que  la  libertad  de  la  Iglesia,  e 
independientemente  de  su  aptitud  o  necesidad  para 
garantizarla.  (Toda  esta  doctrina  es  católica  y  uná- 
nimemente profesada  por  los  filósofos  y  teólogos 
católicos.  Puede  verse  en  cualquier  tratado  de  Fi- 
losofía moral  o  de  Apologética.) 

Claro  está  que  el  Estado  católico  de  hecho  no 
podrá  darse  sino  en  una  sociedad  totalmente  ca- 
tólica; no  es  prudente  que  se  dé  fuera  de  ella,  y, 
en  este  sentido,  ni  deberá  darse;  pero  es  término 
ideal  de  la  divina  volición  no  menos  que  la  liber- 
tad de  la  Iglesia  y  la  conversión  de  todos  y  cada 
uno  de  los  hombres  a  la  fe  católica. 

Ahora  bien:  supuesto  el  Estado  católico  en  una 
sociedad  católica,  a  lo  menos  en  su  totalidad  mo- 
ral, sigúese  como  corolario  cierta  limitación  de  la 
libertad  religiosa  para  los  escasos  disidentes  even- 
tuales, por  exigencias  del  bien  común,  en  tal  so- 
ciedad, sin  llegar  nunca,  es  claro,  a  la  coacción 
como  medio  de  imponer  la  fe,  ni  a  la  prohibición 
de  un  culto  heterodoxo  puramente  privado  o  que 
en  modo  alguno  dañe  a  los  intereses  de  la  religión 
católica. 
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Ni  podrá  determinarse  con  precisión  cuál  deba 
ser  esa  limitación. 

Nunca  debe  ser  mayor  de  lo  que  exijan  el  bien 
común  y  el  bien  de  la  religión  católica,  y  no  en 
todos  los  tiempos  ni  en  todas  las  culturas  se  im- 
ponen las  mismas  cautelas  y  la  misma  protección. 

Pero  rechazarla  a  priori  no  es  conforme  al  pen- 
samiento católico. 

Afirman  ciertos  escritores  que  puede  darse  li- 
bertad de  la  Iglesia  sin  Estado  católico.  Verdad  es 
que  puede  darse  cierta  libertad,  como  en  los  Es- 
tados Unidos,  en  Holanda,  en  Inglaterra  y  en  otros 
países.  Pero  eso  no  significa  que  sea  ése  el  régimen 
ideal  en  los  designios  divinos.  Expresamente  ense- 
ña  León  XIII  que  no  lo  es  (85). 

No  lo  es,  por  las  razones  antedichas.  No  lo  es, 
porque,  en  realidad,  no  garantiza  la  plena  libertad 
de  la  Iglesia,  sino,  a  lo  sumo,  la  posible  en  las  cir- 
cunstancia locales. 

El  derecho  real,  objetivo  y  de  suyo  exclusivo  de 
la  verdadera  Iglesia  de  Cristo,  indefectiblemente 
padece  limitaciones  en  sí  injustas,  al  serle  iguala- 
dos los  de  las  falsas  Iglesias,  y  al  haber  de  soportar, 
por  exigencias  legales,  las  inevitables  resistencias, 
y  aun  persecuciones,  de  las  conciencias  erróneas 
que  luchan  por  ideales  diferentes,  no  sin  daño  de 
los  que  profesan  el  catolicismo. 

La  igualdad  de  todas  las  religiones  ante  la  ley 
será  siempre  un  mal,  aunque  en  determinadas  cir- 

(85)  En  su  Encíclica  Longinqua  Oceani  a  los  obispos  de  Nor- 
teamérica. Véase  la  cita  en  «Razón  y  Fe»,  septiembre-octubre 
de  1946,  págs.  157  y  158.  Y  en  la  Carta  pastoral  de  la  nota  si- 
guíente,  págs.  90-91. 
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cunstancias,  hoy,  si  se  quiere,  casi  universales,  sea 
mal  menor,  por  tratarse  de  un  mundo  dividido  en 
grupos  religiosos  diferentes  en  casi  todos  los  países 

Se  insiste  en  que  las  circunstancias  del  siglo 
presente  no  son  las  del  xix.  Han  aparecido  tres 
factores  nuevos: 

1.  °  La  descristianización  de  la  sociedad,  la  cual 
ha  suscitado  la  conciencia  de  que  hay  que  cristia- 
nizarla, y,  naturalmente,  no  influyendo  exterior- 
mente  y  de  arriba  abajo,  sino  interiormente  en  las 
conciencias,  y  de  abajo  arriba;  no  por  la  coacción 
del  gobierno,  sino  por  el  apostolado  en  las  almas. 

2.  °  La  amenaza  de  totalitarismo  que,  entre  otros 
buenos  efectos  que  ha  producido  en  la  conciencia 
cristiana,  ha  producido  la  convicción  de  que  todos 
se  han  de  unir  para  evitarlo,  y  esa  unión  supone 
relaciones  de  igualdad  entre  todos,  aunque  perte- 
nezcan a  religiones  e  ideologías  diferentes. 

3.  ""  El  moderno  sentido  de  la  humana  persona- 
lidad, con  sus  tres  características:  gran  sensibili- 
dad de  los  derechos  de  la  conciencia,  persuasión 
de  que  una  fe  personal  debe  ser  el  fin  del  apostola- 
do, desconfianza  de  los  métodos  basados  en  la  vio- 
lencia y  coacción. 

Pero  estos  factores — no  tan  nuevos  como  se 
cree — no  cambian  el  plan  divino  manifestado  en 
el  contenido  de  la  fe  y  en  el  magisterio  de  la  Igle- 
sia, ni  han  dominado  el  mundo  de  manera  que  en 
todos  los  países,  de  fado,  se  imponga  la  libertad 
religiosa  de  igualdad  para  todos  y  se  excluya  la 
conveniencia  del  Estado  católico. 

En  efecto,  siempre  será  verdadero  que  la  reli- 
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gión  es  la  expresión  de  la  esencial  dependencia  y 
ordenación  de  la  criatura  al  Creador,  del  hombre 
a  su  Redentor,  y  que  el  mismo  Estado,  como  cria- 
tura racional,  está  tan  afectado  como  el  individuo 
mismo  de  esa  relación  trascendental;  que  la  Igle- 
sia, sociedad  soberana  y  perfecta  y  superior  al  Es- 
tado, no  sólo  no  está  subordinada  a  éste,  sino  que. 
al  revés,  éste  se  le  subordina  a  ella  de  dos  maneras: 
directamente,  o  en  lo  espiritual,  con  obligación  es- 
tricta de  oir  las  enseñanzas  religioso-morales  re- 
gulativas de  su  actividad;  e  indirectam.ente  en  lo 
temporal,  conexo  con  lo  espiritual,  con  obligación 
de  nada  hacer  ni  permitir,  en  principio,  contra  los 
intereses  eclesiásticos,  y  de  hacer  cuanto  fuere  ne- 
cesario, a  juicio  de  la  Iglesia,  en  orden  a  garanti- 
zarlos (86). 

Esta  actitud  del  Estado,  en  principio,  es  exigida 
por  el  dogma,  sea  el  régimen  político  democrático, 
sea  centralista,  autoritario,  despótico. 

Si  hay  una  doctrina  indiscutible  en  los  escritos 
de  los  teólogos  y  filósofos  católicos  y  en  las  mismas 
enseñanzas  pontificias,  especialmente  en  las  de 
León  XIII,  las  más  sabias  y  elocuentes,  es  ésta,  y 
asimismo  ella  es  la  verdadera  garantía  de  la  liber- 
tad de  la  Iglesia. 

No  es  sólo  una  entre  tantas  maneras  de  asegu- 
rar esa  libertad;  es  la  intentada  por  Dios,  la  exi- 
gida por  el  dogma,  la  única  que  en  realidad  la 


(86)  Excmo,  y  Rvdmo.  Sr.  D.  Jesús  Mérida  Pérez,  Carta  pas- 
toral sobre  la  restauración  cristiana  del  orden  político,  pági- 
nas 100-107,  de  la  edición  de  Madrid,  donde  se  contiene  blibliogra- 
fía  de  Pontífices  y  doctos  autores  católicos:  Santo  Tomás,  Belar- 
mino,  Suárez,  Taparelli. 
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asegura  plenamente,  según  queda  demostrado  en 
todas  sus  partes. 

Pero  acontece  que  no  es  viable  en  todas  las  si- 
tuaciones históricas. 

No  lo  es  cuando  el  país  está  dividido  en  grupos 
religiosos  diversos,  como  arriba  queda  dicho.  Pero 
lo  es  cuando  existe  unidad  religiosa.  Y  entonces 
no  sólo  es  viable;  es  obligatoria. 

Y  si  en  este  caso  no  lo  es,  ciertamente  las  en- 
señanzas pontificias  no  sólo  serán  soluciones  cir- 
cunstanciales del  problema  político;  son  erróneas. 
Porque  es  indudable  que  esas  enseñanzas  se  dan 
en  las  encíclicas  como  algo  permanente  y  adherido 
a  la  Iglesia  y  al  poder  político  como  tales. 

Más  aún:  el  dogma  mismo  de  la  dependencia 
esencial  de  todos  los  seres  del  Creador  y  Sumo 
Bien  del  universo  sería  una  ficción  si,  en  princi- 
pio, el  Estado,  en  cuanto  tal,  no  debe  profesar  re- 
ligión alguna,  ni  menos  la  católica,  que  es  la  única 
verdadera.  Porque  esta  obligación  del  Estado  fluye 
con  ineludible  fuerza  lógica  del  mencionado  dog- 
ma, ya  que  el  Estado  es  un  ser  nuevo,  y  ser  racio- 
nal, aunque  no  físico,  sino  moral. 

Si  las  circunstancias  actuales  del  mundo  fue- 
ran tales  que  exigieran  como  más  útil  a  la  Iglesia 
católica  regímenes  políticos  neutros  y  laicos,  sería 
ello  un  mal  menor,  no  un  bien,  y  la  prudencia,  la 
justicia  y  la  caridad  impondrían  su  establecimien- 
to. Pero  ¿son  ésas  las  circunstancias?  Lo  son  en 
muchos  países,  pero  no  en  todos;  y,  como  lo  hemos 
probado  en  otras  partes  (87),  no  es  cierto  ni  mucho 


(87)  «Razón  y  Fe»,  noviembre  1948,  págs.  528  y  ss. ;  1949,  pá- 
ginas 99  y  ss. ;  septiembre-octubre  1946,  págs.  1 53  y  ss. 
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menos  que  sea  hoy  provechoso  a  la  Iglesia  el  que 
aún  en  los  países  de  unidad  religiosa  se  establezca 
la  igualdad  para  todas  las  confesiones  y  se  suprima 
la  confesionalidad  del  Estado. 

El  error — ^y  es  error  dogmático,  doctrinal — de 
ciertos  escritores  es  identificar  el  régimen  de  liber- 
tad y  de  laicismo  conveniente  en  sus  países  con 
el  ideal  propuesto  por  Dios  y  por  la  Iglesia,  y  juz- 
gar que  el  Estado  católico  es  sólo  una  de  tantas 
form^as  históricas  concretas  de  realizar  la  libertad 
de  la  Iglesia,  y  no  la  propia  expresión  del  deber 
religioso  del  Estado. 

Claro  que  este  ideal  de  Estado  católico  rara  vez 
se  habrá  realizado  perfectamente. 

No  se  ha  de  identificar  en  todo,  ni  con  el  Impe- 
rio, desde  Constantino  y  sus  hijos;  ni  con  el  bi- 
zantino, ni  con  el  de  Carlomagno,  ni  con  el  roma- 
no-germánico, ni  con  las  diversas  Monarquías 
europeas...,  sino  sólo  en  ciertos  aspectos  sustan- 
ciales. 

Y  por  eso  es  incorrecto  argüir  contra  el  Estado 
católico  con  argumentos  rebuscados  en  la  historia 
de  Estados  que  se  profesaron  católicos,  pero  no  lo 
fueron,  en  realidad,  en  los  desórdenes  que  se  les 
atribuyen. 

Objeción  derivada  del  imperfecto  co- 
nocimiento que  de  Dios  consigue  la 
mera  razón  natural. 

Creo  haber  demostrado  la  inconsistencia  de  las 
fundamentales  razones  alegadas  por  Vialatoux  y 
Latreille  en  favor  del  Estado  laico  como  Estado 
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ideal  conforme  con  la  Naturaleza  y  con  el  Evan- 
gelio. De  intento  he  dejado  para  el  fin  de  este 
capitulo  una  de  ellas. 

Por  pura  razón  natural  dice  en  resumen,  no 
llegan  los  hombres  a  un  conocimiento  de  Dios  uná- 
nime y  suficiente  para  fundar  una  vida  religiosa 
digna  y  aceptable  a  todos. 

Luego  el  Estado,  concluyen,  debe  ser  laico. 

Porque  se  le  ofrecen  únicamente  estas  tres  sali- 
das: o  entre  varias  doctrinas  diferentes  sobre  la 
divinidad  y  su  culto,  escogería  una  y  la  impondría 
a  todos  en  la  vida  pública;  o  se  formaría  él  otra 
y  asimismo  la  impondría  y  la  practicaría,  o,  sin 
saber  a  qué  atenerse,  reconocería  a  todas  plena 
igualdad,  sin  favorecer  más  a  una  que  a  otra. 

La  primera  y  la  segunda  serian  inmoralidad  y 
sumo  despotismo. 

Luego  habría  de  optar  por  la  tercera,  que  es  la 
solución  laicista. 

A  esta  aparatosa  objeción  respondería  un  teólo- 
go lo  siguiente: 

l.''  El  hombre,  elevado  o  no  al  orden  sobrena- 
tural, está  esencialmente  ordenado  al  conocimien- 
to, amor  y  servicio  de  Dios;  por  consiguiente,  aun 
en  un  orden  puramente  natural,  fuera  el  que  fue- 
re, habría  de  poseer  en  algún  modo  suficiencia  para 
conocer  a  su  Creador  y  último  fin,  y  vivir  como  su 
propia  naturaleza  y  la  de  Dios  exigen,  así  en  la 
vida  privada  como  en  la  pública. 

Tan  esencial  es  al  hombre  la  vida  en  la  socie- 
dad civil  como  en  la  órbita  familiar  e  individual, 
y  en  la  una  y  en  la  otra  ha  de  recurrir  a  Dios  y 
cumplir  sus  adorables  designios. 
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Que  la  naturaleza  pura  no  haya  existido,  ni 
exista,  ni  de  hecho  pueda  ya  existir,  no  implica  que 
metafísicamente,  y  según  su  esencia,  fuera  impo- 
sible, y,  en  tal  hipótesis,  es  indudable  que  en  el 
individuo  y  en  el  Estado  tendría  exigencias  religio- 
sas que  habrían  de  ser  satisfechas  lo  mismo  en  el 
orden  del  conocimiento  que  en  el  del  culto  y  de  la 
externa  conducta. 

En  este  sentido  puede  y  debe  hablarse  de  una 
religión  natural  como  religión  de  Estado. 

2.  "  Salva  la  absoluta  posibilidad  de  demostrar 
la  existencia  del  verdadero  Dios  por  la  sola  razón; 
es  cierto  que  sin  el  auxilio  divino  es  muy  difícil,  y 
no  llegarían,  en  efecto,  los  hombres  a  lograr  el 
debido  conocimiento  de  Dios  (Santo  Tomás,  C  G , 
libro  I,  cap.  4;  Super  Boethium,  De  Trinitate,  li- 
bro I,  cap.  I). 

3.  ''  Pero  eso  no  prueba  sino  que  en  el  Estado 
de  pura  naturaleza  sería  necesario  un  auxilio  di- 
vino natural,  que  Dios  otorgaría  en  forma  digna 
de  su  sabiduría,  poder  y  bondad;  ya  que  de  otro 
modo  se  supone  que  el  hombre  no  podría  conocer 
a  Dios  debidamente,  ni  vivir  una  vida  digna  de  Él 
y  de  sí  mismo. 

4.  °  Supuesto  ese  auxilio,  que  podría  ser  vario 
y  reducirse  a  cierta  iluminación  interior  o  facili- 
dad sobreañadida  al  intrínseco  poder  de  las  facul- 
tades cognoscitivas,  pero  que  de  ningún  modo  fal- 
taría, el  hombre  sencillamente  podría  conocer 
suficientemente  a  Dios,  y  todos,  en  lo  sustancial, 
llegar  a  convicciones  unánimes,  poco  más  o  menos 
en  el  grado  de  unanimidad  en  que  ahora  las  logran 
mediante  la  revelación  sobrenatural. 
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S.*'  Entonces  el  Estado,  como  cada  hombre  par- 
ticular, podría,  de  jure  y  de  fado,  poseer  el  cono- 
cimiento objetivo  del  verdadero  Dios  y  del  modo 
de  honrarle  y  agradarle. 

Habría,  quizá,  colectividades  que,  por  la  fragi- 
lidad y  malicia  humana,  adulteraran  más  o  menos 
ese  conocimiento  objetivo,  como  hoy  adulteran  he- 
rejes y  cismáticos  la  fe  verdadera;  pero  no  podrían 
sin  culpa  gravé  disentir  de  lo  sustancial  y  absolu- 
tamente necesario  para  agradar  a  Dios  y  conseguir 
la  eterna  salvación. 

Y  entonces,  mirando  ese  complejo  de  verdades 
fundam.entales,  se  podría  y  debería  afirmar  que  el 
individuo  y  el  Estado  han  de  conocer  y  practicar 
la  religión  natural. 

El  Estado  no  podría  limitarse  a  garantizar  a 
todos  los  ciudadanos  el  derecho  de  proponerse  y 
resolverse  a  su  talante  el  problema  religioso,  com_o 
pretenden  Vialatoux  y  Latreille,  sino  que,  en  prin- 
cipio, debería: 

a)  Dar  él  mismo  a  Dios  el  culto  debido  y  go- 
bernar según  las  normas  de  la  religión  natural, 
como  en  el  segundo  capítulo  demostrarnos.  Salvas 
éstas  podría  reglamentar  el  culto  público,  pues  no 
habría  otra  especifica  autoridad  para  el  caso. 

b)  Remover  todos  los  obstáculos  que  impidie- 
ran a  los  ciudadanos  la  práctica  de  esa  religión  y 
darles  positivas  facilidades  para  ella. 

c)  Prohibir  en  particular  todo  ataque  contra 
la  religión  natural  y  todo  proselitismo  de  errores 
adversos. 

Es  decir,  el  Estado  no  podría  ser  laico,  por  las 
mismas  razones  porque  ahora  tampoco  puede  ser- 
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lo,  sino  en  el  caso  de  que  la  sociedad  lo  fuese  tam- 
bién, o,  cuando,  por  existir  gran  multitud  de  impíos 
o  disidentes,  no  pudiera  cumplir  con  las  obligacio- 
nes que  acabo  de  enumerar,  sin  suscitar  la  guerra 
civil  y  poner  en  peligro  la  paz  y  la  existencia  mis- 
ma de  la  comunidad.  Entonces,  y  sólo  entonces,  se 
habría  de  reducir  a  la  laicidad  de  Vialatoux  y  La- 
treille,  como  a  mal  menor. 

Cuanto  se  ha  dicho  en  las  páginas  precedentes 
es  una  refutación  de  la  nueva  cristiandad  de  Ma- 
ritain,  por  la  que  Vialatoux  y  Latreille  han  roto  la 
más  poderosa  lanza,  aunque  siempre  resulten  de 
caña  las  usadas  contra  la  verdad. 

Es  un  eficaz  argumento  en  favor  de  nuestra  doc- 
trina la  reprobación  del  maritenismo  en  AAS,  vo- 
lumen 32,  n.  16  págs.  836  ss..  Epístola  de  la  Sagra- 
da Congregación  de  Seminarios  a  los  prelados  del 
Brasil,  de  7  de  marzo  de  1950. 

Entre  otras  expresiones,  figuran  allí  éstas:  «Se 
debe  tener  presente,  ahora  com.o  antes,  que  donde 
las  circunstancias  lo  aconsejaran  se  podrá  usar  de 
tolerancia  con  las  falsas  religiones  y  las  falsas  doc- 
trinas; pero  donde  no  se  dan  tales  circunstancias 
deben  ser  mantenidos  los  derechos  de  la  verdad,  y 
los  hombres  deben  ser  preservados  del  error  Los 
cristianos  que  hablen  de  otro  modo  traicionan  a 
su  fe,  dan  fuerza  al  indiferentismo  y  privan  a  sus 
conciudadanos  del  beneficio  que  les  ofrece  el  culto 
y  el  amor  de  la  verdad.» 


Capítulo  íV 


PENSAMIENTO  DE  PIO  XII 


Los  adversarios  del  régimen  politice  de  «Estado 
católico»  han  pretendido  a  veces  apoyarse  en 
la  autoridad  de  Pío  XII,  no,  es  claro,  apelando  a 
explícitas  afirmaciones  suyas  que  fueran  contra- 
rias a  las  de  León  XIII;  pero  sí  a  ciertas  expresio- 
nes intencionada  y  delicadamente  comprensivas,  y 
aun  vagas,  como  para  no  herir  a  nadie  sin  absoluta 
necesidad,  y  de  estilo  menos  tajante  y  preciso  que 
el  de  algunos  de  sus  predecesores. 

Por  eso  es  conveniente  mostrar  aquí  que  tam- 
bién para  él  el  Estado  católico  es  el  ideal. 

Pío  XII  ha  enseñado,  como  era  natural,  la  mis- 
ma verdad  que  otros  Papas,  aunque  expresándola 
con  matices  acomodados  a  las  circunstancias  del 
momento,  que  lo  es  de  viva  sensibilidad  para  cuan- 
to signifique  respeto  a  la  persona  humana,  com- 
prensión y  universalismo. 

Su  mente,  sobre  el  particular,  ex  profeso  decla- 
rada en  el  discurso  a  los  juristas  italianos  (88),  y 


(88)    Diciembre  de  1953.  AAS  45  (1953),  págs.  794-802. 
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en  otro  al  X  Congreso  Internacional  de  Ciencias 
Históricas  (89),  no  ofrece  la  menor  ambigüedad. 

Cuestión  doctrinal  o  de  derecho. 

En  el  primero  de  esos  dos  interesantes  docu- 
mentos, y  refiriéndose  a  las  exigencias  de  conviven- 
cia posiblemente  planteadas  en  una  comunidad  de 
Estados,  dice  el  Papa: 

«Los  intereses  religiosos  y  morales  exigirán  en 
toda  la  extensión  de  una  comunidad  de  naciones 
un  reglamento  bien  definido  que  valga  para  todo 
el  territorio  de  cada  uno  de  los  Estados  soberanos 
miembros  de  la  dicha  comunidad. 

Según  la  probabilidad  y  las  circunstancias,  es 
previsible  que  este  reglamento  de  derecho  positivo 
vendrá  a  enunciarse  asi:  dentro  de  su  propio  te- 
rritorio, y  para  sus  propios  ciudadanos,  cada  Esta* 
do  regulará  los  asuntos  religiosos  y  morales  me- 
diante una  ley  propia;  sin  embargo,  en  todo  el 
territorio  de  la  comunidad  de  los  Estados  será  per- 
mitido a  todos  los  ciudadanos  de  cada  Estado- 
miembro  el  ejercicio  de  las  propias  creencias  y 
prácticas  éticas  y  religiosas,  en  cuanto  éstas  no 
contravengan  a  las  leyes  penales  del  Estado  en 
que  ellos  tienen  su  residencia.» 

No  queda  expresado  aún  en  estas  últimas  pala- 
bras cómo  han  de  ser  estas  leyes,  propias  de  cada 
pais;  pero  pronto  se  colegirá  de  los  principios  que 
en  seguida  van  a  ser  proclamados. 

Pregunta,  pues.  Su  Santidad:  «¿Puede  un  Es- 


(Sd)    Septiembre  (ie  1955.  AAS  47  (1955),  págs.  672-682. 
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tado  católico  aceptar  la  fórmula  antedicha  cuan- 
do se  trata  de  entrar  en  la  comunidad  de  los 
pueblos  o  de  permanecer  en  ella?» 

Para  justificar  la  respuesta,  Su  Santidad  ade- 
lanta las  siguientes  consideraciones: 

1.  ^  «Ninguna  autoridad  humana,  ningún  Esta- 
do, ninguna  comunidad  de  Estados,  cualquiera  que 
fuere  su  carácter  religioso,  pueden  dar  un  manda- 
to positivo  o  una  positiva  autorización  de  enseñar 
o  de  hacer  lo  que  fuere  contrario  a  la  verdad  reli- 
giosa o  al  bien  moral. 

Un  mandato  o  una  autorización  de  este  géne- 
ro no  tendría  fuerza  obligatoria  y  carecería  de 
eficacia. 

Ninguna  autoridad  podría  darlo,  porque  es  con- 
tra naturaleza  obligar  al  espíritu  y  a  la  voluntad 
del  hombre  al  error  y  al  mal,  o  a  considerar  el  uno 
y  el  otro  como  cosa  indiferente. 

Ni  Dios  mismo  podría  dar  tal  mandato  o  tal 
positiva  autorización,  porque  ello  estaría  en  con- 
tradicción con  su  absoluta  veracidad  y  santidad.» 

2.  *  Pero  puede  proponerse  una  cuestión  total- 
mente diversa:  «En  una  comunidad  de  Estados,  a 
lo  menos  en  determinadas  circunstancias,  ¿podría 
establecerse  la  norma  de  que  el  libre  ejercicio  de 
una  creencia  o  de  una  práctica  religiosa  o  moral, 
vigente  en  uno  de  los  Estados-miembros,  no  sea 
impedido  en  todo  el  territorio  de  la  comunidad  por 
medio  de  leyes  o  disposiciones  coercitivas  esta- 
tales?» 

En  otros  términos  se  pregunta  si  el  «no  impe- 
dir», o  sea  el  tolerar,  es  en  tales  circunstancias 
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permitido,  y,  por  tanto,  no  siempre  es  un  deber  la 
positiva  represión. 

A  tan  interesante  cuestión  responde  el  Padre 
Santo — después  de  recordar  la  conducta  del  mismo 
Dios,  que  tantos  males  permite  en  el  mundo,  la 
práctica  de  la  Iglesia,  y  las  palabras  de  Cristo  en 
la  parábola  de  la  cizaña — ,  que  «el  deber  de  repri- 
mir las  desviaciones  morales  y  religiosas  no  puede, 
según  lo  dicho,  ser  la  última  norma  de  acción.  Debe 
subordinarse  a  más  altas  y  más  generales  normas, 
las  cuales,  en  determinadas  circunstancias,  permi- 
ten, y  aun  quizá  hacen  aparecer  como  el  mejor  par- 
tido, no  impedir  el  error,  a  fin  de  promover  un 
bien  mayor». 

Y,  razonada  ya  la  respuesta,  Su  Santidad  la 
íormula  en  estos  términos: 

«Primero:  lo  que  no  responde  a  la  verdad  y  a 
la  norma  moral  no  tiene  objetivamente  ningún  de- 
recho ni  a  la  existencia,  ni  a  la  propaganda,  ni  a 
la  acción. 

Segundo:  el  no  impedirlo  por  medio  de  leyes 
estatales  y  de  disposiciones  coercitivas,  puede,  sin 
embargo,  estar  justificado  por  causa  de  un  bien 
superior  y  más  amplio.» 

Es  el  aspecto  o  cuestión  del  derecho,  quaestio 
juris. 

«Si  además  esta  condición  se  verifica  en  un  caso 
concreto — ésta  es  la  quaestio  facti — debe  dictami- 
narlo, ante  todo,  el  mismo  hombre  de  estado  ca- 
tólico. El,  en  su  decisión,  se  dejará  guiar  por  las 
dañosas  consecuencias  que  [para  su  propio  pais] 
resultan  de  la  tolerancia  comparadas  con  las  que 
se  evitarán  a  la  comunidad  de  los  Estados  me- 
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diante  la  aceptación  de  la  fórmula  de  tolerancia: 
y,  por  consiguiente,  del  bien  que,  según  una  sabia 
prognosis,  se  podrá  derivar  de  ella  a  la  misma  co- 
munidad en  cuanto  tal  e,  indirectamente,  al  Es- 
tado que  de  ella  es  miembro. 

Claro  que,  en  cuanto  atañe  al  campo  de  lo  reli- 
gioso y  moral,  él  requerirá  también  el  juicio  de  la 
Iglesia.  En  el  cual,  cuando  se  trata  de  tales  cues- 
tiones decisivas,  tocante  a  la  vida  internacional,  y 
en  última  instancia,  sólo  es  competente  aquel  a 
quien  Cristo  ha  encomendado  el  gobierno  de  toda 
la  Iglesia:  el  Romano  Pontifice.» 

Su  Santidad  no  hace  sino  repetir  la  doctrina  de 
la  tolerancia  o  permisión  del  mal,  como  la  han 
enseñado  siempre  los  teólogos  católicos,  y  como 
la  resumió  nítida  y  bellamente  León  XIII  en  su 
encíclica  Libertas;  doctrina  que,  aplicada  al  punto 
que  nos  ocupa,  se  reduce  a  esto:  las  religiones  fal- 
sas— que  son  todas  menos  la  católica — son  un  mal. 
No  pueden,  pues,  tolerarse  dentro  de  un  Estado 
católico,  aunque  sea  miembro  de  la  comunidad  in- 
ternacional, sino  en  razón  de  algún  mal  mayor  que 
se  siguiera  de  no  tolerarlas:  o  en  razón  de  un  bien 
superior  al  mal  mismo  tolerado  y  a  sus  deriva- 
ciones. 

Esta  es  la  cuestión  doctrinal  o  de  derecho. 


Cuestión  de  hecho. 

Tocante  a  la  de  hecho,  el  Papa  no  dice  que  hoij 
en  los  países  de  unidad  católica,  verbigracia,  en 
España,  la  permisión  del  proselitismo  de  los  acá- 
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tólicos,  además  de  la  de  la  práctica  de  su  culto 
privado,  evite  mayores  males  o  traiga  mayores  bie- 
nes, ya  a  una  determinada  Iglesia  nacional,  ya  a 
la  universal;  ni  menos  da  a  entender  que  la  igual- 
dad de  todas  las  confesiones  y  religiones  sea  hoy 
la  única  situación  legitima  en  todos  los  paises,  aun 
en  los  de  unidad  católica. 

Queda,  pues,  aún  la  cuestión  de  fado  por  resol- 
ver. Mas  el  Papa  añade  una  observación  de  impor- 
tancia. Advierte  a  los  juristas  que  sólo  él  es  com- 
petente, en  última  instancia,  para  juzgar  si,  mi- 
rando al  aspecto  internacional,  se  dan  o  no  se  dan 
hoy  razones  que  exijan  o  justifiquen  la  tolerancia 
de  las  religiones  acatólicas. 

Hasta  el  presente  no  lo  ha  juzgado  formal  y 
explícitamente,  o,  a  lo  menos,  no  ha  manifestado 
tal  juicio  en  ninguno  de  sus  discursos  ni  de  sus 
escritos.  Ni  en  general  ni  refiriéndose  a  un  pais 
determinado.  Mientras  no  lo  manifieste,  la  cuestión 
de  fado  quedará  en  litigio,  y  cada,  uno,  sin  faltar, 
en  rigor,  a  la  debida  obediencia,  podrá  opinar  lo 
que  estime  conveniente. 

Nosotros  ya  otras  veces  hemos  opinado  y  justi- 
ficado nuestra  opinión  en  Razón  y  Fe  y  en  otras 
publicaciones. 

Pero  ahora  la  creemos  confirmada  por  el  con- 
cordato español.  Este,  a  nuestro  parecer,  y  según 
antes  decíamos,  implica  en  el  Papa  la  persuasión 
de  que  el  bien  de  la  Iglesia  universal  no  exige  en 
España  la  mencionada  igualdad  jurídica  de  todas 
las  confesiones;  ya  que,  si  la  exigiere,  el  Papa  ha- 
bría tratado  de  que  se  estableciese. 

Por  lo  que  toca  a  la  cuestión  de  jure,  o  doctri- 
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nal  tenemos  la  íntima  satifacción  de  ver  que  cuan- 
to hemos  dicho  estos  años  sobre  el  asunto  queda 
confirmado  por  las  explícitas  enseñanzas  de 
Pío  XII,  no  sólo  en  el  discurso  a  los  juristas  ita- 
lianos, sino  también  en  el  pronunciado  ante  el 
Congreso  de  Ciencias  Históricas.  De  éste  son  aque- 
llas expresivas  palabras:  «SI  historiador  no  debe- 
ría olvidar  que,  si  la  Iglesia  y  el  Estado  conocieron 
horas,  y  años  de  lucha,  hubo  también,  desde  Cons- 
tantino el  Grande  hasta  la  época  contemporánea, 
e  incluso  reciente,  períodos  tranquilos,  a  menudo 
prolongados,  durante  los  cuales  colaboraron,  den- 
tro de  una  plena  comprensión,  en  la  educación  de 
las  mismas  personas.  La  Iglesia  no  disimula  que, 
en  principio,  considera  esta  colaboración  como  nor- 
mal, y  que  mira  como  un  ideal  la  unidad  del  pue- 
blo en  la  verdadera  religión  y  la  unanimidad  de 
acción  entre  ella  y  el  Estado»  (90). 

Es  patente  que  la  doctrina  de  Pío  XII  concuer- 
da exactamente  con  la  de  León  XIII,  y  que  la  úni- 
ca diferencia  entre  ambos  consiste  en  que  León  XIII 
consideró  el  problema  dentro  de  los  confines  de 
cada  nación;  mientras  que  Pío  XII  atendió  al  as- 
pecto internacional.  Lo  que  León  XIII  enseñó  para 
cada  país  Pío  XII  lo  aplicó  al  orbe  en  cuanto  co- 
munidad de  Estados.  Pero,  dando  por  verdaderas 
las  luminosas  enseñanzas  de  Immortale  Dei  y  Li- 
bertas, cuyo  resumen,  por  lo  que  atañe  al  particu- 
lar, podría  ser  éste: 

En  principio,  el  régimen  debe  ser  católico,  en 
el  sentido  de  que: 


(90)  Cfr.  I^.  Segarra,  S.  J.,  Iglesia  y  Estado,  3.a  ed.,  pági- 
nas 223-234. 
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a)  El  Estado  mismo,  oficialmente,  debe  dar  cul- 
to católico  a  la  divinidad. 

b)  El  Estado  debe  legislar  de  forma  que,  no 
sólo  no  se  creen  dificultades  a  la  labor  santifica- 
dora  de  la  Iglesia,  sino  que,  al  revés,  se  le  facilite 
cuanto  sea  posible. 

c)  En  todos  los  asuntos  relacionados  con  la 
vida  sobrenatural  de  las  almas,  el  Estado  debe 
proceder  de  acuerdo  con  la  Iglesia;  y,  en  caso  de 
conflicto,  someterse  a  su  decisión  suprema. 

d)  La  disidencia  religiosa  siempre  es  un  mal; 
pero  debe  tolerarse  cuando  de  lo  contrario  se  se- 
guiría un  mal  mayor. 

e)  En  una  nación  pluralista,  o  sea  donde  ade- 
más de  la  católica  existe  pluralidad  de  confesio- 
nes de  semejante  significación  nacional  por  su  vo- 
lumen, su  cultura  y  su  influjo,  el  régimen  más 
conveniente  a  la  concordia  y  al  mismo  bien  de  la 
Iglesia  católica  es,  de  ordinario,  la  igualdad  jurí- 
dica de  todas  las  confesiones  religiosas;  igualdad 
que  lleva  consigo,  de  parte  del  Estado,  la  neutra- 
lidad religiosa,  en  el  sentido  de  dispensar  a  todos 
los  grupos  la  misma  protección  legal,  y  no  mayor 
a  unos  que  a  otros,  para  garantizarles  el  ejercicio 
de  su  culto  y  la  profesión  pública  de  sus  creencias, 
salvo  el  respeto  mutuo  que  entre  sí  se  deben  guar- 
dar, y  salva  también  la  libertad  de  los  mismos  go- 
bernantes, en  cuanto  ciudadanos,  para  preferir, 
practicar  y  honrar  una  confesión  religiosa  deter- 
minada. 

Porque  un  Estado  que  desconociera  en  absoluto 
el  valor  religioso  y  negara  a  las  conciencias  esa  or- 
denación jurídica  que  necesitan  para  tutelar  sus 
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derechos  naturales  en  la  educación,  en  la  justa  pro- 
pagación y  defensa  de  su  modo  específico  de  con- 
cebir la  vida  y  en  la  práctica  externa  del  culto 
divino,  no  sería  simplemente  neutral,  sino  positivo 
enemigo  de  la  religión  y  del  bien  común  de  que 
ella  es  factor  primordial. 

f)  Entre  el  exclusivo  favor  a  la  Iglesia  en  una 
sociedad  de  unidad  religiosa  católica  y  la  igualdad 
ante  la  ley  de  todas  las  confesiones  donde,  ade- 
más de  la  católica,  existen  otras  de  importancia 
nacional  sensiblemente  semejante,  pueden  darse 
sistemas  diferentes  caracterizados  por  las  mayores 
o  menores  ventajas  legales  discernidas  al  grupo  o 
grupos  predominantes,  según  los  cánones  de  la  de- 
mocracia y  según  las  exigencias  del  bien  común. 
Atendiendo  a  éstas,  en  un  determinado  pueblo, 
puede  ser  razonable  y  aun  necesario  que  cierto 
grupo  religioso,  mucho  más  numeroso  e  influyente 
y  ligado  al  espíritu  nacional,  verbigracia,  el  católi- 
co, goce  de  especiales  honores  y  privilegios  legales, 
aun  en  el  caso  de  que  otros  grupos  de  menor  im- 
portancia disfruten  de  amplia  libertad  religiosa. 

Esta  es,  a  nuestro  entender,  la  doctrina  católi- 
ca, tal  como  aparece  en  los  documentos  pontificios 
y  se  deduce  de  los  principios  revelados  y  de  las  bá- 
sicas afirmaciones  de  la  filosofía  cristiana ;  tal  como 
en  particular  la  ha  proclamado  Pío  XII 

Estamos  de  acuerdo  con  Maritain  en  que  esos 
principios  y  esas  básicas  afirmaciones  deben  apli- 
carse a  la  realidad,  según  las  circunstancias,  y  esa 
flexibilidad  no  los  desvirtúa  en  lo  más  mínimo,  no 
los  despoja  de  su  eterna  verdad;  nosotros  mismos 
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hemos  sostenido  esa  doctrina  de  prudencia  politica 
y  práctica ;  pero  no  podríamos  conceder  que  la  apli- 
cación auténticamente  católica  sea  la  de  Viala- 
toux  y  Latreille,  tan  diferente  de  la  que  hemos 
propugnado. 

Por  lo  que  atañe  a  un  país  totahnente  católico, 
parece  sustancialmente  buena  la  estipulada  en  el 
concordato  español  de  1953. 

Con  esto  no  pretendemos  afirmar  que  la  fórmu- 
la dada  en  este  concordato,  vor  el  mero  hecho  de 
ser  fórmula  concordada,  es  objeto,  en  todas  y  cada 
una  de  sus  partes,  de  una  positiva  aprobación  de 
la  Santa  Sede,  y,  con  exclusión  de  cualquier  otra, 
la  mejor  para  cualquier  país  de  unidad  católica; 
de  suerte  que  no  pueda  interpretarse  en  ningún 
aspecto  como  una  expresión  de  mera  tolerancia 
pontificia. 

Ningún  concordato,  en  cuanto  concordato,  pue- 
de interpretarse  así;  sino  sólo  como  una  norma  de 
convivencia  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  que  ase- 
gure, en  lo  posible,  el  bien  de  las  almas.  «Cuando 
la  Iglesia  ha  puesto  su  ñrma  al  pie  de  un  concor 
dato,  éste  es  válido  en  todo  su  contenido.  Pero  su 
real  sentido  puede  ser,  con  plena  conciencia  de 
ambas  partes  contratantes,  graduado.  Puede  sig- 
nificar una  expresa  aprobación,  pero  puede  tam- 
bién significar  una  mera  tolerancia,  según  aquellos 
dos  principios  (antes  indicados)  que  son  la  norma 
para  la  convivencia  de  la  Iglesia  y  de  sus  fieles 
con  los  Estados  y  con  los  hombres  de  diferentes 
creencias.»  (Discurso  a  los  juristas  católicos  ita- 
lianos.) 

No  obstante,  nos  parece  claro  que  la  prohibición 
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del  culto  público  y  del  proselitismo  de  las  confe- 
siones no  católicas  pertenece  al  número  de  las  co- 
sas cordialmente  aprobadas  por  la  Santa  Sede,  y 
motu  proprio,  no  precisamente  toleradas  por  exi- 
gencia irresistible  del  Estado  español. 

La  constancia  de  la  Santa  Sede  en  exigir  a  los 
Gobiernos  españoles  durante  el  siglo  xix,  y  hasta 
el  año  1941,  la  guarda  del  contenido  de  los  cuatro 
artículos  primeros  del  concordato  de  1851,  y,  par- 
ticularmente, en  oponerse  a  ese  culto  público  y 
ese  proselitismo,  la  reiterada  seguridad  de  que  el 
Gobierno  español  atendería  siempre  sus  indicacio- 
nes en  este  punto  y  obraría  conforme  a  ellas,  son 
argumentos  indiscutibles  de  que  el  artículo  e."*  del 
Fuero  de  los  Españoles,  donde  se  da  plena  satis- 
facción a  esa  exigencia  de  la  Santa  Sede  al  pre- 
cisar el  margen  de  libertad  reconocido  a  los  disi- 
dentes, no  es  algo  tolerado,  sino  cordialmente  que- 
rido y  aprobado  por  la  Iglesia  para  España. 

Se  ha  aludido,  a  veces,  a  los  concordatos  vigen- 
tes en  Irlanda  y  en  Portugal,  dando  a  entender 
que  dan  satisfacción  a  las  exigencias  de  dos  na- 
ciones católicas  y,  sin  embargo,  otorgan  mucha 
mayor  libertad  a  los  protestantes.  Pero  lo  cierto  es 
que  ninguno  de  esos  dos  países  disfruta  de  un  ré- 
gimen ideal  católico. 

El  concordato  con  Portugal,  a  causa  del  laicis- 
mo político  imperante  muchos  años,  y  muy  enrai- 
zado en  la  nación,  hubo  de  aceptar  la  separación 
de  ambas  potestades  y  contentarse  con  garantizar 
a  la  Iglesia  su  libertad  fundamental,  pero  sin  com- 
promiso alguno  del  Estado,  para  prestarle  todo  el 
positivo  apoyo  a  que  ella  tiene  derecho  en  educa- 
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ción,  beneficencia  y  demás  aspectos  de  su  activi- 
dad apostólica. 

Se  trata,  pues,  de  un  concordato  muy  lejano  del 
ideal  expresado  en  las  encíclicas  pontificias,  aun- 
que quizá  el  mejor  que  podía  esperarse  después  de 
la  era  persecutoria  anterior  a  Salazar. 

El  mismo  cardenal  Cerejeira,  con  ocasión  de  su 
aniversario  natalicio,  dirigió  el  29  de  noviembre 
de  1957  un  notable  discurso  a  su  clero,  y  en  él  se 
contienen  estas  palabras:  «Sería  erróneo  concluir 
que  la  situación  de  la  Iglesia  en  Portugal  es  per- 
fecta, que  ya  no  hay  más  que  desear.  En  algunos 
aspectos,  no  llegará  siquiera  a  igualar,  no  digo  ya 
a  la  de  países  católicos,  como  Italia  y  España,  sino 
incluso  a  la  de  países  de  tradición  jacobina,  como 
Francia,  o  divididos  religiosamente,  como  Ale- 
mania... 

El  concordato  portugués  no  debe  ser  considera- 
do un  texto  de  valor  universal,  aunque  en  Francia 
haya  sido  señalado  como  modelo  a  seguir  para 
aquel  país.  Corresponde  a  la  realidad  política  y  psi- 
cológica de  Portugal  en  el  momento  en  que  fué 
negociado.  Hay  en  él  ciertamente  fórmulas  de  so- 
lución que  parecen  convenir  al  espíritu  y  al  estado 
social  del  mundo  occidental.  Pero  el  concordato 
resolvió  un  problema  concreto,  el  problema  portu- 
gués, en  las  condiciones  concretas  en  que  se  plan- 
teaba.» 

En  Irlanda  existen  muchos  protestantes,  y  era 
necesario  a  los  católicos  un  régimen  apropiado,  así 
para  convivir  pacificamente  con  ellos  como  para 
obtener  la  benevolente  comprensión  de  otros  pue- 
blos protestantes,  con  quienes  han  de  mantener 
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apretadas  relaciones,  ya  por  la  proximidad,  ya  por 
la  emigración.  Fuera  de  que  un  país  tan  católico  y 
tan  hostil  al  protestantismo,  por  la  cruelísima  y 
multisecular  persecución  que  éste  le  ha  hecho  su- 
frir, está  moralmente  inmunizado  contra  su  labor 
proselitista,  o,  a  lo  menos,  más  inmunizado  que 
otros. 


Capítulo  V 


EXAMEN  DE  LAS  PRINCIPALES  OBJECIONES 
CONTRA  EL  REGIMEN  DE  ESTADO  CATOLICO 


Los  católicos,  que  hoy  vivimos  en  un  mundo  en 
su  mayor  parte  no  católico,  ni  aun  siquiera 
cristiano,  dividido  en  grupos  mentalmente  irrecon- 
ciliables y  cordialmente  hostiles,  experimentamos 
la  necesidad  de  limar  oposiciones  y  acusar  coinci- 
dencias para  salvar  la  paz  y  concordia  indispensa- 
bles a  una  sociedad  en  que  la  vida  no  se  sienta  tan 
amenazada  y  aun  simplemente  sea  posible. 

En  particular,  muchos  de  nosotros  se  sienten 
inclinados  a  disimular  el  propio  hecho  diferencial, 
lo  específico  de  la  íntegra  verdad  católica,  para 
no  suscitar  las  prevenciones  de  ios  no  católicos,  y 
se  contentan  con  exaltar  ciertos  principios  de  pura 
razón  que  creen  aceptables  de  jure  para  todos  y 
suficientes  para  fundar  la  convivencia  de  los  seres 
humanos. 

Tienen  prácticamente  por  utópico  el  ideal  de 
la  unidad  religioso-católica  del  orbe,  y  renuncian 
a  todo  proselitismo  — que  tienen  por  imprudente  y 
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nocivo  a  la  concordia  social — ,  si  no  es  al  del  puro 
ejemplo,  al  del  temoignage. 

Se  resignan  a  una  iglesia  formada,  no  por  bau- 
tizados, ni  menos  por  católicos,  sino  por  los  hom- 
bres de  buena  voluntad,  y  aun  de  sólo  cierta  hon- 
radez natural,  sean  de  la  ideología  religiosa  que 
fueren,  budistas,  mahometanos,  protestantes  de 
toda  especie  y  aun  ateos. 

Estiman  que  la  misión  de  la  Iglesia,  Docete  om- 
nes  gentes,  praedicate  evangeliurn  omni  creaturae, 
se  ha  de  realizar  no  con  palabras,  sino  con  luz  de 
vida  y  calor  de  caridad;  y,  en  todo  caso,  sin  el 
privilegio  de  la  ley  civil. 

Aun  en  los  países  de  unidad  católica  se  ha  de 
rechazar  ese  privilegio  y  ha  de  garantizarse  la 
igualdad  ante  la  ley  de  todas  las  confesiones  reli- 
giosas para  que  así  la  convivencia  se  asegure  tam- 
bién para  los  católicos  en  los  países  divididos  en 
sectas. 

La  defensa  de  la  fe  en  los  países  católicos  no 
ha  de  realizarse  con  prohibiciones  del  protestan- 
tismo, sino  con  el  cultivo  de  la  fe  misma  en  las 
almas  mediante  una  instrucción  luminosa  y  una 
vida  fervorosa  que  la  inmunice  contra  los  engaños 
y  seducciones  de  una  propaganda  adversa. 

Las  medidas  coercitivas  contra  una  ideología 
religiosa  determinada  en  un  país  humillan  e  irri- 
tan a  sus  secuaces  de  todo  el  orbe  y  fomentan  en 
eiios  una  reacción  anticatólica  que  no  favorece  la 
expansión  del  catolicismo,  y  aun  pone  en  peligro 
su  existencia  en  los  mismos  países  católicos,  con- 
tra cuya  intolerancia  se  alzará  la  máxima  parte  y 
casi  totalidad  del  mundo  que  no  es  católico  y  vive 
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la  conciencia  de  igualdad  de  derechos  respecto  del 
catolicismo,  y  profesa,  cual  postulado,  la  libertad 
religiosa. 

Este  ambiente  confusionista,  en  que  se  mezclan 
la  verdad  y  el  error,  ha  invadido  las  almas  y  ha 
creado  en  ellas  una  disposición  singular  para  de- 
jarse impresionar  por  sofismas,  entre  los  que  corren 
como  principales  los  siguientes,  que  iremos  propo- 
niendo y  examinando: 

1.  La  buena  fe  de  los  heterodoxos  merece  res- 
peto, y  ese  respeto  debe  concretarse  en  la  libertad 
religiosa. 

Lo  merece  hasta  el  punto  de  que  el  hombre  debe 
obrar  conforme  al  dictado,  aun  erróneo,  de  su  con- 
ciencia, y,  cuando  asi  obra,  cumple  la  voluntad  di- 
vina y  puede  merecer  también  eterna  recompensa. 

Pero  cuando  la  proyección  externa  de  la  con- 
ciencia errónea  lesiona  los  derechos  de  otras  con- 
ciencias rectas,  los  fueros  de  la  verdad  o  el  bien 
de  la  colectividad,  debe  prohibirse  y  castigarse  por 
la  pública  autoridad  como  delito. 

Si,  pues,  en  un  pais  católico  la  exteriorización 
y  proselitismo  de  la  religión  luterana  daña  a  la  fe 
de  los  católicos  y  perturba  la  pública  tranquilidad, 
debe  prohibirse  y  sancionarse. 

2.  Los  católicos  no  procedemos  con  nobleza  y 
lealtad  cuando,  donde  somos  minoría,  exigimos  la 
libertad  religiosa  para  todos,  y  donde  mayoría,  la 
rechazamos.  Deberíamos,  en  todo  caso,  proclamarla 
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y  esperar  el  triunfo  de  nuestros  méritos,  no  del 
privilegio;  de  nuestro  celo  apostólico,  no  del  enca- 
denamiento de  los  demás. 

Pero  la  verdad  es  que  no  se  expresa  bien  nues- 
tra actitud  en  esta  objeción. 

Cuando  somos  minoría,  es  cierto,  pedimos  la 
libertad  religiosa:  para  nosotros,  porque  poseemos 
el  derecho  de  la  verdadera  religión:  para  los  de- 
más grupos,  porque,  aunque  objetivamente  carecen 
de  derecho,  por  profesar  el  error,  poseen  la  fuerza 
inherente  a  la  mayoría,  y,  si  se  les  negase  la  liber- 
tad, usarían  de  ella  en  daño  de  la  paz  pública  y 
de  la  misma  religión  católica,  contra  la  cual,  como 
contra  odiado  beneficiario  de  un  privilegio,  se  al- 
zarían unidos  y  la  destruirían  o  de  diversos  modos 
perseguirían. 

En  tal  caso,  la  libertad  para  todos  lleva  consigo 
un  mal:  la  existencia  y  proselitismo  del  error;  pero 
es  mal  menor  que  la  destrucción  del  catolicismo; 
es  un  mal  que  asegura  otro  bien  mayor:  la  libertad 
de  acción  para  la  religión  católica;  es  un  mal  ne- 
cesario, por  cuanto  sin  él  no  puede  subsistir  el 
bien,  también  necesario,  de  la  verdadera  religión. 

Pero  no  rechazamos  la  libertad  para  los  no  ca- 
tólicos siempre  que  som.os  mayoría,  sino  sólo  cuan- 
do somos  totalidad,  a  lo  menos  moral. 

En  tal  caso,  y  sobre  la  base  de  que  sólo  la  verdad 
funda  el  estricto  derecho,  y  de  que  el  error  podrá 
ser  tolerado  cuando  hay  razón  para  ello,  pero  no 
aprobado  ni  autorizado,  razonamos  de  este  modo: 
nosotros  profesamos  la  verdadera  religión;  ellos, 
las  falsas.  Nosotros,  pues,  tenemos  estricto  derecho 
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a  la  práctica,  difusión  y  protección  estatal  de  nues- 
tra fe;  ellos,  no. 

Podría,  no  obstante,  serles  tolerado  el  culto  pú- 
blico de  la  suya  si  hubiese  motivo  suficiente.  Pero 
en  tal  hipótesis  de  un  país  totalmente  católico  no 
le  hay.  ¿Por  qué? 

Porque  ese  motivo  habría  de  ser  o  el  bien  co- 
mún o  el  bien  de  la  misma  fe  católica.  El  bien 
común,  lejos  de  favorecerse  con  la  pública  profe- 
sión de  una  religión  falsa,  se  menoscaba,  ya  por- 
que esa  profesión  irrita  y  escandaliza  a  los  cató- 
licos, ya  porque  introduce  gérmenes  de  desunión 
nacional,  ya,  en  fin,  porque  suele  ser  instrumento 
de  viles  y  antinacionales  influjos  extranjeros,  como 
acontece  en  España  con  la  propaganda  protestante, 
que  es  arma  de  los  enemigos  de  la  Iglesia  y  de 
nuestra  patria. 

El  bien  de  la  religión  católica  bien  se  ve  que  no 
se  promueve  con  la  tolerancia  pública  de  otra  fal- 
sa, antes  sufre  quebranto  en  las  almas  que,  por  su 
ignorancia  y  su  ligereza,  son  seducidas  y  reniegan 
de  la  verdadera  fe  o  se  hacen  más  o  menos  es- 
cépticas. 

No  existe,  pues,  razón  suficiente  para  la  tole- 
rancia pública  en  naciones  de  unidad  católica. 

Si  los  católicos  fueran  mayoría,  mas  no  tal  que 
implicara  totalidad,  ni  siquiera  moral,  habrían  de 
estimar  razonable  una  tolerancia  de  los  no  católicos 
mayor  o  menor,  según  la  importancia  numérica  y 
cualitativa  de  las  minorías  y  la  entidad  de  otros 
factores  nacionales  y  aun  supranacionales  que  fue- 
ra prudente  atender. 

Por  consiguiente,  se  puede  decir,  sí,  que  los  ca- 
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tólicos  tienen  no  dos,  sino  tres  normas  interesadas, 
en  cuanto  aplicables,  según  convenga  a  los  inte- 
reses de  su  religión:  una  para  cuando  son  ellos, 
moralmente  al  menos,  toda  la  nación;  otra  para 
cuando  son  simplemente  una  minoría;  otra,  muy 
elástica,  para  cuando  son  mayoría  absoluta,  con 
todas  las  posibles  variaciones  que  en  tal  caso  pue- 
den darse  sin  subir  a  totalidad,  moral  cuando  me- 
nos, ni  bajar  hasta  simple  grupo  minoritario. 

Esas  medidas  ¿implican  egoísmo,  injusticia,  des- 
lealtad para  con  las  demás  religiones? 

De  ningún  modo,  porque  no  son  sino  la  lógica  y 
legítima  consecuencia  práctica  de  la  verdad  cató- 
lica, la  única  verdad. 

Afirmar  que  el  catolicismo  es  esa  verdad,  como 
debe  afirmar  y  afirma  todo  católico,  y  reprobar 
como  egoísmo  e  injusticia  que  se  proclame  titular 
único  del  derecho  a  ser  aceptado,  vivido,  difundido, 
protegido  y  favorecido  por  el  Estado,  y  que,  en  prin- 
cipio, no  consienta  que  lo  sean  otras  religiones  fal- 
sas, sino  cuando,  de  no  serlo,  se  le  seguirían  a  él 
mismo  mayores  males,  es  una  patente  contradic- 
ción. 

Los  no  católicos  pueden  negar  que  el  catolicis- 
mo sea  la  única  verdad  religiosa,  a  saber,  el  ob- 
jeto único  de  la  divina  revelación  e  institución; 
pero  no  pueden  negarle  lógica  cuando  se  exhibe 
como  tal  y,  por  lo  mismo,  como  único  sujeto  de 
derechos,  pues  el  error  y  el  mal  no  los  tienen  ni  los 
fundan. 

Tampoco  pueden  exigirle  que  se  niegue  a  sí  mis- 
mo, se  traicione  y  deje  de  ser  lo  que  es,  igualando 
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consigo  a  las  demás  religiones  so  pretexto  de  no- 
bleza, lealtad  y  caridad. 

Lo  único  que  puede  exigírsele — y  eso  porque  per- 
tenece a  su  mismo  ser — es  que  profese  amor  a  los 
equivocados,  aun  a  los  de  mala  fe,  que  en  ninguna 
hipótesis  pretenda  imponerles  la  fe  por  la  fuerza 
ni  restringir  su  libertad  más  de  lo  que  reclame  el 
interés  del  mismo  bien  común  católico. 

Sabe  muy  bien  el  católico  que  este  exclusivismo 
práctico  derivado  de  su  conciencia  de  poseer  la 
verdad  le  suscitará  reacciones  hostiles  de  parte  de 
los  no  católicos  que  también  se  crean  en  posesión 
de  esa  verdad  o  no  crean  que  exista  una  sola,  y, 
sin  embargo,  no  lo  oculta,  no  puede  ocultarlo,  por- 
que ocultarlo  es  ocultarse,  negarlo  es  desfigurarse 
y  negarse  a  sí  mismo  en  cuanto  católico. 

Cualquier  otra  religión  que  se  considerara  la 
única  verdadera  debería  proceder  del  mismo  modo, 
aunque,  por  ser  falsa,  en  realidad,  no  tendría  dere- 
cho objetivo  a  ser  respetada  contra  los  intereses 
de  la  verdadera. 

Por  el  contrario,  una  religión  que  entre  sus 
dogmas  contiene  el  del  libre  examen  o  indiferentis- 
mo ante  cualquiera  de  ellas  no  puede  reclamar  ló- 
gicamente privilegio  alguno;  pero  tampoco  debe 
protestar  contra  el  exclusivismo  católico,  puejs  en 
buena  lógica  debe  estimar  al  catolicismo  como  una 
libre  manera  de  interpretar  la  verdad  religiosa 
(Razón  y  Fe,  septiembre-octubre  1946,  págs.  169- 
171.) 

Se  podría,  cuando  menos,  objetar  que  la  convi- 
vencia de  los  no  católicos  con  los  católicos  resulta 
difícil,  ya  que  la  convivencia  supone  igualdad,  y 
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los  católicos  la  hacen  imposible  al  considerarse  su- 
periores en  cuanto  únicos  poseedores  de  la  verdad 
religiosa.  Que  la  posean,  en  efecto,  no  puede  dis- 
minuir en  los  hombres  religiosos  acatólicos  la  im- 
presión de  sentirse  injustamente  depreciados,  ni 
impedir  las  consiguientes  reacciones  contra  la  Igle- 
sia católica. 

Efectivamente,  hay  mucho  de  verdad  en  esta 
observación,  y  de  ella  se  deduce  que  la  Iglesia,  en 
la  predicación  de  su  verdad  y  en  la  exigencia  de  sus 
exclusivos  derechos,  debe  proceder,  hoy  sobre  todo, 
con  sencillez,  dulzura  y  caridad,  con  máxima  com- 
prensión y  prudencia,  para  no  repeler  las  almas  en 
lugar  de  atraerlas  al  radio  de  acción  de  su  verdad 
y  santidad;  pero  éstas  no  pueden  ocultarse:  ni 
teóricamente,  callándolas  o  tergiversándolas,  ni 
prácticamente,  rebajándolas  jurídicamente  al  nivel 
del  error  y  del  mal. 

Por  otra  parte,  los  católicos  facilitarán  la  con- 
vivencia con  los  no  católicos  mediante  la  belleza 
y  beneficencia  de  la  virtud  cristiana,  especialmente 
en  sus  aspectos  sociales:  la  seriedad  en  todo  el  tono 
de  la  vida,  la  pureza,  la  justicia,  la  caridad,  la  be- 
nignidad, la  sencillez... 

Si  el  catolicismo,  por  una  parte,  sin  jactancia, 
pero  si  con  prudente  y  dulce  firmeza,  se  exhibe  en 
su  verdad  integral  y,  por  tanto,  en  su  exclusivismo 
característico  como  la  única  religión  enseñada  e 
impuesta  por  Dios,  y,  por  otra,  se  proyecta  en  una 
vida  social  conforme  con  su  doctrina,  superará  to- 
das las  prevenciones  y  todos  los  apasionamientos 
y  rebeldías  provocadas  por  sus  propias  exigencias 
totalitarias. 
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Las  superará  por  su  intrínseca  virtualidad  y  por 
el  auxilio  divino,  que  siempre  coopera  con  la  acción 
de  la  Iglesia,  según  la  indefectible  promesa  de  su 
Divino  Fundador. 

3.  La  convivencia  internacional  exige  la  liber- 
tad religiosa  universal,  como  la  convivencia  nacio- 
nal dentro  de  una  pais  dividido  la  exige  para  todos 
sus  miembros.  Lo  que  son  los  diversos  grupos  ideo- 
lógicos de  una  nación  respecto  de  la  totalidad  na- 
cional y  de  las  exigencias  del  bien  común,  eso  son 
las  diversas  ideologías  nacionales  respecto  de  la  co- 
munidad internacional  y  de  su  bien  común,  que 
trasciende  al  propio  de  cada  Estado. 

No  se  puede  negar  que  la  facilidad  de  comuni- 
caciones, la  generalización  de  la  cultura  y  la  ínter- 
dependencia  de  las  naciones  en  el  bien  y  en  el  mal 
intensifica  de  día  en  día  la  conciencia  de  una  so~ 
ciedad  de  naciones,  y  se  entrevé  no  ya  la  posibili- 
dad, sino  la  probabilidad  y  aun  certeza  de  que,  en 
fecha  todavía,  sin  duda,  muy  lejana,  sea  realidad 
un  verdadero  superestado  del  orbe  con  autoridad 
real,  eficaz  y  definida  sobre  cada  Estado,  semejan- 
te a  la  que  éste  posee  sobre  todas  y  cada  una  de 
las  regiones  que  lo  integran. 

Cuando  ese  tiempo  llegue,  la  objeción  propuesta 
tendrá  un  valor  no  despreciable,  aunque  todavía 
sea  discutible  que  entonces  se  pueda  exigir  uni- 
versal libertad  religiosa. 

Pero  estamos  muy  lejos  de  esa  unidad  jurídica 
del  orbe. 

No  existe  hoy  entre  las  naciones  la  misma  re- 
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lación  que  entre  las  diversas  familias  religiosas  de 
una  misma  nación. 

En  ésta,  cuando  está  dividida  en  varios  grupos 
ideológicos  y  religiosos,  y  todos  importantes,  éstos 
conviven  íntimamente,  sujetos  a  las  mismas  leyes, 
bajo  los  mismos  inmediatos  gobernantes,  con  idén- 
tico territorio,  idénticas  cargas  sociales,  con  abso- 
luta necesidad  de  continuo  trato  personal  de  unos 
con  otros. 

En  tal  situación,  la  paz  es  imposible  sin  el  mu- 
tu  respeto  y  sin  la  igualdad  ante  la  ley. 

Pero  las  diferentes  naciones  del  orbe  no  viven 
ni  de  lejos  con  esa  intimidad  entre  sí. 

Por  mucho  que  la  civilización  moderna  facilite 
áus  relaciones  mutuas,  cada  una  es  soberana  y  se- 
guirá siéndolo,  y  no  puede  pensarse  en  que  todas  se 
gobiernen  de  la  misma  manera. 

Cada  una  ha  de  regirse  según  sus  peculiarida- 
des. Y  precisamente  en  lo  más  querido  para  cada 
una,  verbigracia,  en  su  ideal  religioso,  en  eso  ha  de 
ser  más  respetada. 

Si,  pues,  una  nación  es  católica,  en  católico  ha 
de  ser  regida. 

Más  se  perturbaría  la  vida  de  una  nación  ca- 
tólica con  la  libertad  religiosa  dada  a  los  protes- 
tantes y  se  separaría  a  sus  habitantes  unos  de 
otros  que  se  apaciguaría  el  mundo  y  se  uniría  a 
unas  naciones  con  otras. 

Mayores  serían  los  males  que  los  bienes. 

Los  bienes  se  reducirían  a  cierta  satisfacción  de 
los  acatólicos  de  otros  países,  sin  beneficio  espe- 
cial para  el  catolicismo  universal;  en  cambio,  el 
mal  sería  la  pérdida  de  la  unidad  religiosa  en  una 
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nación  católica  y  la  pérdida  de  la  paz  que  nacia 
de  esa  unidad. 

Este  mal  sería  cierto  y  gravísimo.  El  otro  bien 
sería  muy  problemático  y  exiguo.  No  es  lícito  per- 
mitir un  mal  cierto  y  grave  por  lograr  un  bien 
incierto  e  insignificante. 

Se  suele  objetar  que  si  los  católicos,  en  una  na- 
ción católica,  no  damos  libertad  a  los  protestantes, 
éstos  tampoco  la  darán,  o  la  quitarán  a  los  cató- 
licos en  sus  respectivos  países. 

Puede  responderse  que  ellos,  obrando  lógica- 
mente según  su  fundamental  criterio  del  libre  exa- 
men, deben  dar  libertad  religiosa  donde  no  exista, 
y  respetarla  donde  exista,  puesto  que,  en  su  opi- 
nión, la  Iglesia  católica  es  una  de  tantas  formas 
de  interpretar  y  profesar  el  Evangelio. 

Y  si  estiman  que  el  único  legítimo  régimen  es  el 
que  asegura  la  libertad  religiosa,  ¿cómo  podrían 
lícitamente  negarla  a  los  católicos  sólo  porque  és- 
tos, en  país  católico,  juzgan  ilícito  otorgarla  a  los 
de  otra  religión?  ¿Se  harán  ellos  malos  porque  los 
católicos  seamos  unos  equivocados? 

En  todo  caso,  sabemos  que  la  razón  por  que  los 
protestantes  piden  libertad  en  los  países  católicos, 
especialmente  España  y  América  española,  tiene 
menos  de  sincera  religiosidad  que  de  ideal  histó- 
rico y  político. 

En  su  odio  a  la  Iglesia  católica,  a  la  España 
católica  y  al  espíritu  católico  de  Hispanoamérica, 
pretenden  disolver  la  unidad  católica  del  mundo  es- 
pañol, fortísimo  baluarte  del  esplritualismo  cris- 
tiano y  de  la  verdad,  e  invencible  obstáculo  del 
imperialismo  económico  y  político  de  otros  países. 
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Si  hubiera,  verbigracia,  entre  nosotros,  los  es- 
pañoles, libertad  religiosa  para  los  protestantes,  es 
seguro  que  muchas  fuerzas  extranjeras,  fanática- 
mente anticatólicas  y  antiespañolas,  pondrían  en 
juego  todos  sus  enormes  recursos  económicos,  di- 
plomáticos y  políticos  para  inundar  a  España  con 
olas  de  propaganda  en  todos  los  estilos,  aun  los 
más  viles,  contra  la  Iglesia,  contra  la  historia  cató- 
lica de  nuestro  país,  contra  nuestros  más  caros 
ideales  y  más  indiscutibles  glorias;  desencadena- 
rían campañas  contra  la  instrucción  y  educación 
católica  de  nuestra  juventud;  urdirían  tramas  para 
lograr  posiciones  ventajosas  en  la  administración 
del  Estado,  especialmente  en  la  zona  de  la  cultura, 
desde  donde  minar  nuestras  instituciones  y  des- 
virtuar nuestro  espíritu  social  católico  para  homo- 
geneizarlo  y  sintonizarlo  con  el  materialista  y  pa- 
gano anglosajón  y  masónico. 

Entonces  se  habría  perdido  irremisiblemente 
para  la  Iglesia  católica  una  nación. 

¿Y  habría  ganado  con  ello  algo  el  catolicismo 
en  Francia,  Bélgica,  Holanda,  Inglaterra,  países 
nórdicos,  Estados  Unidos? 

Estamos  más  seguros  de  conservarnos  nosotros 
católicos,  si  cerramos  la  puerta  a  la  libertad  reli- 
giosa de  los  protestantes,  que  de  ganarlos  a  ellos 
para  el  catolicismo  en  otros  países  abriéndola  en 
el  nuestro. 

Por  todo  lo  cual  es  un  sofisma  la  dificultad  pro- 
puesta, y  sigue  siendo  verdadero,  aun  hoy,  que  no 
existen  razones  graves  de  tipo  internacional  para 
establecer  en  un  país  católico  la  igualdad  ante  la 
ley  de  todas  las  confesiones  religiosas. 
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Los  poquísimos  no  católicos  deben  contentarse 
con  lo  que  de  buen  grado  se  les  otorga:  libertad 
para  profesar  en  privado  su  religión  y  tutela  de 
sus  derechos  naturales  y  políticos,  salvo,  es  claro, 
el  supremo  interés  de  la  educación  cristiana  de  los 
católicos. 

Un  protestante,  verbigracia,  no  puede  tener 
derecho  a  desempeñar  funciones  influyentes  en  la 
educación  de  jóvenes  católicos.  No  podría  ser  maes- 
tro de  educación  primaria,  ni  profesor  de  secun- 
daria, ni  de  superior,  si  no  fuese  quizá  en  alguna 
materia  accidental  sin  contacto  alguno  con  la  fe, 
y  tratándose  de  persona  discreta  que  diera  garan- 
tías de  respeto  máximo  a  la  conciencia  de  sus  dis- 
cípulos. 

Y,  supuesto  que  en  los  Centros  oficiales  españo- 
les todos  los  alumnos,  salvo  rarísima  excepción, 
son  católicos  y  desean,  ellos  y  sus  padres,  educa- 
ción católica,  es  claro  que  un  protestante  no  debe 
ser  profesor  en  un  Centro  estatal  español. 

4.  La  falta  de  libertad  religiosa  igual  para  to- 
dos, y  todo  privilegio  legal  en  favor  de  la  Iglesia 
católica,  favorecerá  el  rutinarismo  de  la  fe,  mer- 
mará el  espíritu  apostólico  del  clero  y  de  los 
seglares  y  creará  el  apropiado  clima  para  un  cato- 
licismo de  vacias  y  frías  formas  externas,  consue- 
tudinario, sin  consciente  y  vital  adhesión  personal. 
La  protección  estatal  sugiere  fácilmente  la  idea  de 
que  la  Iglesia  recíprocamente  se  somete  al  Estado 
y  se  hace  responsable  de  la  acción  política,  mucho 
más  cuando  el  Estado  se  profesa  católico,  reconoce 
en  sus  leyes  los  derechos  eclesiásticos  expresados 
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en  los  sagrados  cánones  como  normas  de  su  actua- 
ción respecto  de  la  Iglesia,  y  hasta  le  presta  apoyo 
económico.  Todos  los  bienes  opuestos  se  seguirían 
de  la  libertad  religiosa  y  de  la  amigable  separación 
entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  Más  aún:  puede  ase- 
gurarse que  la  misma  persecución  de  la  Iglesia  fo- 
menta su  espíritu  más  que  el  privilegio  oficial,  y 
que  mayores  daños  le  causó  perseguir  el  Estado 
católico  a  los  herejes  que  sufrir  ella  la  persecución. 
Por  todo  lo  cual,  parece  que  el  ideal  es  separación 
amigable  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  con  libertad  re 
ligiosa  igual  para  todos. 

No  puede  negarse  que  la  confusión  de  poderes, 
y  no  ocasional  y  transitoria,  sino  habitual  y  uni- 
versal, como  aconteció  en  largos  períodos  de  la 
Edad  Media,  facilita  el  enfeudamiento  de  la  Igle- 
sia al  Estado,  el  uso  de  la  potestad  espiritual  en 
servicio  terreno  de  la  temporal,  el  aseglaramiento 
del  clero,  la  extinción  del  celo  apostólico,  y,  en  fin. 
la  ruina  del  espíritu  cristiano. 

Pero  esa  confusión  de  poderes,  exigida  quizá  en 
determinadas  circunstancias  históricas,  ¡no  es  lo 
mismo  que  unión  de  la  Iglesia  y  el  Estado  en  la 
forma  arriba  explicada. 

Aquella  confusión  no  es  el  ideal  de  Cristo;  pero 
esta  unión  sí  lo  es. 

Y  me  pregunto:  ¿cómo  puede,  per  se,  ser  no- 
civo al  bien  de  la  Iglesia  un  régimen  que  es  el 
exigido  por  la  misma  naturaleza  de  la  religión  ca- 
tólica y  anhelado  por  Dios  mismo,  su  Fundador? 

De  lo  más  santo  puede  abusar  la  frivolidad  y 
la  malicia  humana;  pero  esa  posibilidad  no  cam- 
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bia  la  naturaleza  de  las  cosas,  ni  debilita  la  verdad 
de  que  el  mejor  sistema  de  relaciones  entre  la  Igle- 
sia y  el  Estado  será  el  derivado  de  la  naturaleza 
de  ambos  y  propuesto  por  el  mismo  Dios. 

Más  fácil  será  usar  de  él  en  provecho  de  la 
Iglesia  que  impedir  los  males  de  cualquier  otro 
régimen  no  conforme  con  las  exigencias  de  la  ver- 
dad cristiana. 

Más  fácil  será  precaverse  contra  el  rutinarismo, 
la  superficialidad  de  la  fe,  la  pereza  e  inercia  apos- 
tólica, en  un  ambiente  de  concordia  entre  la  Igle- 
sia y  el  Estado,  sin  confusión  de  potestades  ni  de 
intereses,  que  evitar  la  impotencia,  la  falta  de  cle- 
ro, la  miseria,  la  ignorancia  religiosa,  la  ruina,  en 
fin,  de  la  fe  y  de  las  almas  en  un  régimen,  ya 
francamente  persecutorio,  ya  hipócritamente  laico, 
ya  absolutamente  neutro,  que  no  suministra  a  la 
Iglesia  los  medios  de  que  ha  menester  para  actuar 
con  eficacia  y  ella  no  puede  obtener  de  la  mera 
generosidad  de  los  fieles. 

Eso  de  que  la  persecución  sufrida  fué  más  útil 
a  la  Iglesia  que  la  infligida  a  los  herejes  por  el 
Estado  católico  y  la  misma  Iglesia,  es  una  frase 
para  uso  de  los  profesionales  de  la  paradoja. 

Naturalmente,  no  se  han  de  aprobar  las  perse- 
cuciones de  los  herejes,  en  sí  o  en  la  forma,  injus- 
tas, y  es  indudable  que  serían  nocivas  a  la  causa 
del  bien,  como  toda  sinrazón  lo  es;  pero  no  se 
trata  de  ellas,  sino  de  las  justas,  y  éstas  muchas 
veces  fueron  benéficas  para  la  Iglesia  y  para  el 
Estado. 

La  persecución  infligida  a  los  herejes  conservó 
la  fe  católica  en  Francia,  puesta  en  grave  peligro 
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por  los  albigenses,  la  conservó  en  España,  acome- 
tida por  el  luteranismo  y  otras  herejías,  y  segui- 
remos creyendo  que,  si  Francia  y  toda  Europa  no 
es  protestante,  se  debe  en  su  tanto  a  la  defensa 
armada  de  la  fe  verdadera  por  la  nación  católica; 
y  si  los  reyes  de  Francia  y  los  emperadores  alema- 
nes hubieran  imitado  a  Felipe  II,  no  habría  habido 
paz  de  Westfalia,  ni  sus  tristes  antecedentes  y 
derivados,  para  ruina  de  la  unidad  católica  europea. 

Se  ha  afirmado  que  no  fue  la  represión  violen- 
ta, sino  la  verdad  luminosa  de  los  teólogos  la  que 
contuvo  la  expansión  de  la  Reforma. 

Fueron,  ciertamente,  las  dos;  pero  la  segunda 
influyó  más  tardíamente,  cuando  las  armas  habían 
detenido  la  avalancha,  y  más  en  ilustrar  y  afian- 
zar a  los  católicos  que  en  desautorizar,  ni  menos 
convencer,  a  los  protestantes. 

Estos,  movidos  en  gran  parte  por  pasiones  po- 
líticas, no  tanto  cedían  ante  los  argumentos  como 
ante  los  cañones  y  las  espadas. 

Que  las  ideas  no  se  extirpan  con  la  violencia 
sólo  es  verdad  hasta  cierto  punto,  pues  en  regiones 
enteras  desapareció  la  religión  católica  por  causa 
de  la  persecución,  como  es  patente  en  la  historia 
de  Inglaterra,  Estados  nórdicos,  Estados  cismá- 
ticos, Asia  Menor,  Africa  y  Japón;  pero,  en  todo 
caso,  se  dificulta  y  aun  se  impide  su  difusión, 
que  es  lo  primero  que  ha  de  lograrse,  pues,  una 
vez  perdida  la  fe  de  un  pueblo,  la  experiencia 
muestra  que  es  imposible  hoy  volverlo  a  conver- 
tir (Pío  XII). 

De  la  libertad  religiosa,  lealmente  garantizada, 
se  siguen,  a  la  verdad,  muchos  bienes,  los  posibles 
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bienes,  en  una  nación  dividida  en  grupos  religiosos; 
pero  no  se  seguirían  sino  males,  como  antes  de- 
mostré, en  una  nación  católica,  o,  a  lo  menos,  no 
se  seguirían  bienes  que  contrapesaran  los  males. 

5.  Es  muy  de  temer  que  la  confesionalidad  ca- 
tólica del  Estado  prive  a  la  Iglesia  católica  de  su 
independencia  y  rebaje  la  alteza  de  su  ideal,  y 
hahria  de  tenerse  por  suceso  venturoso  la  «moder- 
na restitución  de  su  carácter  profano  a  la  potestad 
civil.» 

Frase  ambigua  en  que  pueden  disimularse  gra- 
ves errores  dogmáticos  e  históricos.  Porque  el  Es- 
tado, por  ley  natural,  debe  ser  religioso,  no  profano, 
ya  que  está  obligado  a  gobernar  conforme  a  nor- 
mas religioso-morales  impuestas  por  la  divinidad, 
a  dar  culto  legítimo  y  social  al  verdadero  Dios  y 
a  procurar  que  los  ciudadanos  dispongan  de  los 
medios  necesarios  para  lograr  y  actuar  la  conve 
niente  formación  religiosa.  Y  bajo  la  ley  de  gracia 
esta  obligación  fundamental  subsiste,  aunque  tie- 
ne por  objeto  no  la  religión  natural  precisamente, 
sino  la  revelada;  y  el  bien  común  temporal  que 
debe  promover  consta  de  elementos  materiales  y 
también  espirituales. 

Históricamente,  el  Estado  siempre  ha  sido  re- 
ligioso, si  se  exceptúan  los  novísimos  tiempos,  en 
el  Oriente,  en  Grecia  y  Roma,  en  la  sociedad  cris- 
tiana de  la  Edad  Antigua,  de  la  Media  y  de  la  Mo- 
derna; por  lo  cual,  al  señalarle  en  el  siglo  xx  por 
única  misión  lo  profano,  no  se  le  ha  restituido 
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nada,  a  saber,  lo  profano,  sino  que  más  bien  se  le 
ha  quitado  lo  religioso. 

Por  otra  parte,  ¿cómo  puede  ser  suceso  ventu- 
roso que  el  Estado  se  declare  incompetente  en  ab- 
soluto, neutro,  indiferente,  en  cuanto  atañe  a  la 
religión  en  sí  y  a  la  verdadera  Iglesia  de  Cristo, 
cuando  tal  separación  e  inhibición  es  ajena  y  con- 
traria al  ideal  divino  del  Estado  y  de  sus  relaciones 
con  la  Iglesia? 

Lo  único  que  podría  afirmarse  es  que  la  con- 
fusión de  poderes,  eclesiástico  y  civil,  no  es  prove- 
chosa a  la  Iglesia,  y  se  ha  de  reputar  suceso  feliz 
que  la  conciencia  moderna  la  rechace,  como  de 
hecho  la  rechaza,  y  que  los  mismos  Romanos  Pon- 
tífices hayan  proclamado  tan  claramente  la  doctri- 
na en  que  a  cada  una  de  las  dos  potestades  se 
atribuye  su  respectiva  función,  aunque  no  sea  en- 
teramente profana  la  del  Estado,  ni  solamente  so- 
brenatural la  de  la  Iglesia,  sino  que  una  y  otra, 
aunque  desde  diverso  punto  de  vista  y  de  diverso 
modo,  hayan  de  atender  al  cuerpo  y  al  alma,  a  lo 
temporal  y  a  lo  eterno. 

6.  Finalmente,  sin  desconocer  que  donde  hu- 
biere unidad  católica  no  debería  garantizarse  otra 
libertad  a  los  no  católicos  que  la  del  culto  privado, 
se  niega  que  esa  unidad  sea  un  hecho  en  parte  al- 
guna del  orbe;  porque  todo  el  mundo,  se  dice,  es 
pagano,  aun  en  las  naciones  que  presumen  de  ca- 
tólicas, como  España  e  Irlanda,  y  a  una  sociedad 
pagana  no  se  la  debe  gobernar  en  católico. 

Si  mundo  pagano  es  el  que  no  practica  ideal- 
mente el  ideal  católico,  ninguna  nación  ha  sido  ni 
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es  católica.  Ni  lo  fué  la  primitiva  sociedad  cristia- 
na ni  después  la  medieval  de  las  Cruzadas.  Quizá 
no  lo  será  jamás  ninguna. 

Si  por  pagano  se  ha  de  entender  el  que  carece 
de  fe  cristiana,  es  claro  que  han  existido  y  exis- 
ten sociedades  que  no  son  paganas.  No  lo  han  sido 
ni  lo  son  cuantas  se  componen  de  miembros  bau- 
tizados y  creyentes,  aunque  no  en  todos  sus  actos 
conformen  la  conducta  con  la  fe. 

En  este  sentido,  el  mundo  actual  europeo  y  ame- 
ricano es  en  gran  parte  cristiano,  y  en  menor  par- 
te católico,  no  pagano,  e  incluye  naciones  como 
España,  Irlanda — salvo  el  Ulster — y  muchas  de 
América  Central  y  del  Sur,  que  son,  en  su  totalidad 
moral,  católicas;  porque  sus  miembros  están  bau- 
tizados en  la  Iglesia  católica  y  profesan  la  fe  cató- 
lica: unos,  con  fervor,  otros  tibiamente;  muchos 
quizá  no  la  viven  ni  aun  siquiera  en  las  formalida- 
des externas,  porque,  a  causa  de  su  incultura  reli- 
giosa, no  actualizan  en  sus  almas  el  pensamiento 
católico;  pero  aun  éstos  están  dispuestos  a  dejarse 
influir  por  la  fe  y  vida  de  la  Iglesia,  si  ésta  se  les 
aproxima,  cosa  a  veces  difícil,  y  aun  en  el  fondo 
de  sus  almas  lo  desean. 

Precisamente  esta  masa  jurídicamente  católica, 
aunque  sin  vida  católica,  a  lo  menos  intensa,  es  la 
que  necesita  ser  más  resguardada  contra  la  acción 
de  propagandas  ateas  y  heterodoxas,  y,  a  lo  menos, 
post  factum,  se  alegrará  cordialmente  de  serlo. 

Más  que  en  una  nación  fervientemente  católi- 
ca se  impone  aquí  la  máxima  posible  restricción  de 
la  tolerancia  religiosa,  pues  entre  ignorantes  y 
abandonados,  incapaces  de  resistir  a  los  sofismas 
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del  error,  el  proselitismo  heterodoxo  causaría  ma- 
yores desastres. 

Luego  debe  afirmarse  que  no  sólo  en  las  socie- 
dades católicas  fervorosas,  sino  en  las  incultas  y 
de  vida  católica  lánguida,  la  tolerancia  debe  limi- 
tarse a  las  tres  consabidas  concesiones: 

a)  A  nadie  debe  coaccionársele  para  que  acepte 
el  catolicismo. 

b)  A  todos  debe  autorizárseles  la  práctica  pri- 
vada de  su  culto. 

c)  A  todos  deben  reconocérseles  aquellos  de- 
rechos públicos  cuyo  ejercicio  no  sea  nocivo  a  los 
intereses  de  la  verdadera  religión. 


APENDICE 


LA  SITUACION  RELIGIOSA  DE  LOS  PROTESTANTES 
EN  ESPAÑA 


I.  Para  entender  y  apreciar  con  exactitud  la  situa- 
ción de  los  protestantes  en  España, 

L  Hay  que  empezar  por  recordar  que  en  España 
no  hay  apenas  protestantes  españoles.  Parece  que  no 
llegan  a  5.000,  y  hay  quienes  creen  que  no  pasan  de 
unos  2.000;  casi  todos,  gentes  sin  cultura  ni  religiosa 
ni  profana,  y  sin  posición  social,  captados  para  el  pro- 
testantismo más  bien  por  el  atractivo  de  los  intereses 
materiales  y  la  exoneración  de  cargas  morales  que  por 
convicción  íntima. 

Por  esta  causa,  en  España  no  existe  un  problema 
de  tensión  entre  católicismo  y  protestantismo. 

Para  que  ese  problema  existiera  sería  necesaria  una 
minoría  al  menos,  apreciable,  de  protestantes  que  as- 
pirara al  respeto  social  de  sus  presuntos  derechos  y 
de  sus  intereses,  y  luchara  por  lograrlo. 

Como  no  hay  ni  tal  minoría  indígena,  ni  tal  lucha, 
ni  la  consiguiente  tensión,  tampoco  hay  problema. 

El  problema  es  meramente  adventicio  y  artificial, 
creado  por  los  extranjeros,  que  quieren  trasladar  a 
España  los  suyos  propios,  y,  con  su  pertinaz  propa- 
ganda, siempre  apasionada  y  carente  de  objetividad, 
hacen  creer  a  los  desconocedores  de  nuestra  situación 
que  aquí  hay  persecución  religiosa  de  los  acatólicos, 
fanatismo,  incomprensión  etc. 
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En  España,  los  católicos  viven  en  absoluta  despre- 
ocupación de  los  protestantes  españoles,  y  éstos,  salvo 
rarísima  excepción,  carecen  de  espíritu  proselitista.  El 
proselitismo  lo  ejercen  extranjeros,  o  indígenas  a  suel- 
do de  los  extranjeros. 

2.  Se  ha  de  tener  presentes  cjjie  la  situación  legal 
de  los  protestantes  en  España  es  la  misma  cjje  durante 
la  Monarquía,  desde  la  promulgación  de  la  Constitu- 
ción de  1876  hasta  el  advenimiento  de  la  segunda  Re- 
pública en  1931. 

Los  artículos  1.'  y  el  11  de  aquella  Constitución  crea- 
ban una  situación  legal  idéntica  a  la  actual  derivada 
del  concordato  de  1953,  y,  antes,  del  Fuero  de  los  Es- 
pañoles y  del  modus  vivendi  de  7  de  junio  de  1941 
entre  la  Santa  Sede  y  el  Estado  español. 

La  diferencia  entre  esta  situación  y  la  sancionada 
por  el  concordato  de  1851  consiste  en  que  por  éste  no 
se  establecía  la  hodierna  tolerancia  de  cultos,  aunque 
de  hecho  existía. 

3.  Además,  debe  considerarse  el  estado  de  los  pro- 
testantes en  España  bajo  dos  aspectos:  el  jurídico  y 
el  real;  o,  en  otros  términos,  hay  que  examinar  el 
contenido  de  las  leyes  vigentes  que  les  aíectan  en 
cuanto  protestantes  o  no  católicos,  y  la  forma  concreta 
como  esas  leyes  se  les  aplican. 

a)  Cuanto  a  lo  primero,  las  leyes  son  dos:  el  Fuero 
de  los  Españoles  y  el  Concordato  de  1953. 

El  articulo  6.''-'  del  Fuero  de  los  Españoles  dice:  cLa 
profesión  y  práctica  de  la  religión  católica,  que  es  la 
del  Estado  español,  gozará  de  la  protección  oficial. 

Nadie  será  molestado  por  sus  creencias  religiosas,  ni 
el  ejercicio  privado  de  su  culto.  No  se  permitirán  otras 
ceremonias  ni  manifestaciones  extemas  que  la  de  la 
religión  católica.» 

Se  prohiben,  pues,  el  ciUto  público,  o  sea,  fuera  de 
las  capillas  protestantes  o  habitaciones  privadas  (que 
no  han  de  ostentar  señales  al  exterior),  y  el  proseli- 
tismo, de  palabra  o  por  escrito,  realizado  asimismo  pú- 
blicamente. 
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Tal  es  el  auténtico  sentido  del  segundo  apartado  de 
ese  artículo  6.°  del  Fuero  de  los  Españoles. 

Bastante  claro  aparece  en  el  texto;  pero  se  confir- 
ma en  la  interpretación  dada  por  el  ministro  de  la 
Gobernación  en  circular  del  23  de  febrero  de  1948  a 
todos  los  gobernadores  civiles.  Hela  aquí: 

«Excmo  Sr.:  El  artículo  6.°  del  Fuero  de  los  Españo- 
les, después  de  declarar  en  su  párrafo  primero  que  la 
religión  católica  es  la  del  Estado  español,  dispone  en 
su  párrafo  segundo:  «Nadie  será  molestado  por  sus 
creéncias  religiosas,  ni  el  ejercicio  privado  de  su  culto. 
No  se  permitirán  otras  ceremonias  ni  manifestaciones 
externas  que  las  de  la  religión  católica.» 

Han  sido  tales  los  abusos  cometidos  al  amparo  de 
la  tolerancia  que  establece  el  artículo  citado  y  son  tan 
numerosas  las  protestas  de  las  autoridades  eclesiásti- 
cas y  populares  por  la  extralimitación  en  esta  materia, 
y  se  ha  llegado,  por  otra  parte,  antes  de  nuestra  Cru- 
zada, a  que  en  las  capillas  protestantes  se  encubrieran 
centros  masónicos  de  conspiradores  contra  el  orden  pú- 
blico, que  se  hace  preciso  aclarar,  sin  que  quede  lugar 
a  dudas,  las  diferencias  que  existen  entre  el  ejercicio 
privado  del  culto  de  las  confesiones  y  el  respeto  a  su 
conciencia  de  los  abusos  y  extralimitaciones  que  al 
amparo  de  la  tolerancia  intentan  llevarse  a  cabo;  por 
lo  que  es  necesario  puntualizar  que  el  texto  legislativo, 
así  en  su  letra  como  en  su  espíritu,  sólo  consiente  la 
siguiente  interpretación  y  aplicación: 

1.  °  Se  reconoce  el  ejercicio  privado  del  culto  de  las 
religiones  no  católicas. 

2.  ^  Por  el  culto  privado  hay  que  entender,  bien  el 
estrictamente  personal,  bien  el  que  se  lleva  a  cabo  en 
el  interior  de  los  recintos  consagrados  a  la  confesión 
religiosa  de  que  se  trate. 

3.  °  Este  culto  no  puede  tener,  en  ningún  caso,  ma- 
nifestaciones externas  o  públicas;  de  un  lado,  porque 
dejaría  de  ser  privado,  que  es  en  la  única  manera  ad- 
mitido, y  de  otro,  porque  ceremonias  o  manifestaciones 
externas  sólo  se  permiten  las  de  la  religión  católica. 

é.''   Consiguientemente,  no  cabe  tampoco  la  prácti- 
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ca  de  cualquier  labor  de  proselitismo  o  propaganda  de 
las  religiones  no  católicas,  sea  cual  fuere  el  procedi- 
miento utilizado,  como,  por  ejemplo,  la  fundación  de 
colegios  para  la  enseñanza,  donativos  con  apariencia 
benéfica,  centros  de  recreo,  etc.,  ya  que  implicarían  for- 
zosamente una  manifestación  externa  no  permitida.» 

No  hay  tampoco  la  menor  duda  de  que,  a  juicio  de 
la  autoridad  eclesiástica,  es  claro  y  evidente  el  sentido 
del  artículo  6.°  del  Fuero  de  los  Españoles,  y  de  que. 
según  él,  sólo  está  admitido  en  España  el  culto  privado 
de  religiones  no  católicas,  pero  no  manifestaciones  ex- 
ternas, propaganda  y  proselitismo  de  las  mismas;  y  de- 
ben, en  su  consecuencia,  no  ser  admitidas  capillas  que 
al  exterior  tengan  forma  de  iglesias,  ni  funcionamiento 
de  iglesias  protestantes,  legalmente  no  autorizadas,  ni 
autorizar  las  que  no  estén  justificadas  por  un  núcleo 
suficiente  de  protestantes  y  que  sean  sólo  un  centro  de 
propaganda;  no  deben  autorizarse  CongTesos  o  asam- 
bleas públicas  protestantes  o  actos  públicos  de  propa- 
ganda; no  deben  autorizarse  escuelas  protestantes  y 
m.ucho  menos  seminarios  para  pastores  reclutados  en- 
tre españoles;  no  debe  permitirse  la  venta  pública  o 
propaganda  gratuita  de  libros  o  biblias  protestantes; 
y,  fi_nalmente,  conforme  al  artículo  3.°  del  concordato 
de  1851,  incorporado  al  reciente  concordato  de  1953  el 
Gobierno  «dispensará  su  poderoso  patrocinio  y  apoyo 
a  los  obispos  en  los  casos  que  lo  pidan,  principalmente 
cuando  hayan  de  oponerse  a  la  malignidad  de  los  hom- 
bres que  intentan  pervertir  los  ánimos  de  los  fieles  y 
corromper  sus  costumbres,  o  cuando  hubiere  de  im.pe- 
dirse  la  publicación,  introducción  o  circulación  de  li- 
bros malos  o  nocivos.» 

Fuera  de  esas  limitaciones,  los  protestantes  no  sólo 
no  son  perseguidos,  sino  que  son  protegidos  por  la  ley, 
a  fin  de  que  nadie  les  moleste  por  sus  ideas  religiosas 
ni  les  impida  el  culto  privado  ni  el  disfrute  de  la  ple- 
nitud de  sus  derechos  civiles,  conforme  a  los  demás 
artículos  del  Fuero  de  los  Españoles  y  a  las  exigencias 
de  las  leyes  sobre  la  Jefatura  del  Estado,  que  ha  de 
ostentarla  un  católico. 
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En  el  concordato,  en  su  artículo  1.°,  con  el  párrafo 
correspondiente  del  protocolo  final,  se  confirma  y  se  pre- 
cisa el  articulo  del  Fuero  antes  citado,  y  en  los  ar- 
tículos 23  y  35,  párrafo  segundo,  del  mismo  Concordato, 
se  ponen  las  bases  de  una  legislación,  en  materia  de 
matrimonio,  conforme  en  todo  con  el  Derecho  canónico. 

De  forma  que  en  lo  que  se  refiere  al  matrimonio  de 
protestantes  con  católicos  o  de  protestantes  bautizados 
en  la  Iglesia  católica,  de  la  cual  se  hayan  separado 
después,  las  leyes  españolas  han  de  exigir  lo  que  exige 
el  ÍDerecho  canónico,  cuando  uno  de  los  cónyuges  ha 
sido  bautizado  en  la  Iglesia  católica. 

Si  a  alguno  le  parecen  excesivas  esas  exigencias,  no 
culpe  al  Estado  español,  pues  son  las  de  la  ley  canó- 
nica, a  la  letra,  y  son  exigencias  impuestas  por  la  San- 
ta Sede.  Condenarlas  es  lo  mismo  que  condenar  el  De- 
recho canónico.  Al  Estado  español  no  se  le  puede 
vituperar  porque  en  la  sociedad  española  haga  que  se 
guarde  la  ley  que  la  Iglesia  impone. 

b)  En  el  aspecto  real  o  práctico,  esas  leyes  se  apli- 
can, es  cierto,  pero  con  toda  comprensión  y  bondad. 

El  pueblo  español  es  cordial  y  bondadoso  con  los 
extranjeros,  aunque  no  sean  católicos,  y  comprende  que 
pueden  vivir  fuera  de  la  Iglesia  católica  de  buena  fe, 
máxime  habiendo  sido  educados  fuera  de  ella;  no  sólo 
los  respeta,  sino  que  se  afana  por  no  causarles  la  me- 
nor molestia. 

Pero  no  le  agrada  que  ellos  se  metan  a  hacer  pro- 
selitismo,  y  menos  en  forma  injuriosa  y  calumniosa, 
como  suelen  hacer  algunos  pastores. 

Algunas  violencias — rarísimas — que  los  años  pasados 
se  han  exagerado  en  la  propaganda  extranjera,  fueron 
obra  de  jóvenes  católicos  ofendidos  por  las  provocacio- 
nes de  ciertos  protestantes  que  insultaban  a  la  Virgen 
María  y  al  Papa,  y  consideraban  a  los  católicos  como 
unos  infelices  alejados  de  la  verdad  cristiana  y  a  quie- 
nes se  había  de  evangelizar  como  si  fueran  paganos. 

Por  lo  que  al  matrimonio  de  protestantes  se  refiere, 
el  Estado  español,  con  anuencia  de  la  Santa  Sede,  ha 
reglamentado,  en  1958,  de  tal  forma  la  aplicación  de 
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la  ley,  que  claramente  se  maniñesta  el  deseo  de  ami- 
norar, en  ciertos  casos,  su  eventual  rigor. 

Las  razones  teológicas  justificantes  de  esta  situa- 
ción legal,  limitatriz  de  la  libertad  de  los  protestan- 
tes, pueden  verse  en  las  encíclicas  Immortale  Dei  y 
Libertas  de  León  XIII,  en  lo  que  antecede  de  este 
mism.o  libro,  y,  con  mayor  amplitud,  en  mis  artículos 
de  Razón  y  Fe  (91);  pero,  no  obstante,  vamos  a  pre- 
sentar aquí  algunas  con  mayor  extensión. 

II.  Algunos  teóricos  de  la  democracia — y  figuran 
entre  ellos  muchos  que  se  profesan  católicos,  pero  su- 
fren graves  errores  en  doctrina  católica — discurren  en 
medio  de  la  contradicción.  Por  una  parte,  sostienen» 
cual  principio  inviolable,  la  autonomía  individual  de 
las  conciencias,  aun  en  la  vida  pública,  y  exigen  que 
la  garantice  el  Estado  con  la  plena  libertad  religiosa 
igual  para  todos:  católicos  y  no  católicos;  y  eso,  aun 
en  el  caso  de  no  haber  acatólicos,  sino  en  la  pura  po- 
sibilidad; por  otra,  han  de  sostener  el  respeto  a  las 
decisiones  públicas,  no  sólo  de  la  totalidad  de  los  ciu- 
dadanos, sino  aun  de  una  simple  mayoría. 

¿Qué  hacer,  pues,  cuando  esa  totalidad,  a  lo  menos 
moral — prescindo  del  caso  de  la  simple  mayoría — ,  re- 
chaza esa  libertad  religiosa  de  igualdad  para  todas  las 
confesiones,  y  se  declara  por  la  religión  católica  como 
religión  oficial  del  Estado,  con  mera  tolerancia  de  las 
demás  en  la  medida  compatible  con  el  bien  común? 
Que  es  precisamente  el  caso  de  España.  Por  simple 


(91)   Los  principales  son  los  siguientes: 

El  problema  de  la  libertad  religiosa.  A  propósito  de  las  conver- 
saciones de  San  Sebastián.  Vol.  138.  Año  1948.  Págs.  518-539. 

Más  sobre  la  libertad  religiosa.  A  propósito  de  una  notable  pas- 
toral. Vol.  140.  Año  1949.  Págs.  99-111. 

Las  conversaciones  católicas  de  San  Sebastián.  Vol.  140.  Año 
1949.  Págs.  398-418. 

La  libertad  religiosa  de  los  protestantes  en  España.  Vol.  142. 
Año  1950.  Págs.  219-229. 

Sobre  humanismo  cristiano  y  libertad  religiosa.  Vol.  143.  Año 
1951.  Págs.  621-642. 

Más  sobre  la  libertad  religiosa.  Con  ocasión  del  discurso  de 
Pío  XII  a  los  juristas  italianos.  Vol.  149.  Año  1954.  Págs.  327-342. 
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mayoría  puede  eliminarse  de  la  vida  pública  de  un 
país  capitalista  al  comunismo,  ¿y  no  podrá  proscribirse 
de  la  misma  vida  pública  de  un  país  católico,  por  unani- 
midad, la  práctica  pública  del  protestantism.o,  salvo  el 
respeto  debido  a  las  conciencias  en  el  foro  privado? 

Pero  nosotros  no  justificamos  la  legislación  espa- 
ñola en  materia  religiosa  apelando  únicamente  a  dis- 
cutibles y,  en  todo  caso,  encontrados  principios  demo- 
cráticos; la  justificamos  con  la  pura  doctrina  de  la 
Iglesia  católica  aplicada  a  la  realidad  completa  de  nues- 
tro país. 

España  es  una  nación  católica.  Los  ciudadanos  es- 
pañoles afectos  a  otras  religiones  son  una  insignifican- 
cia en  cantidad  y  calidad.  Quizá  no  lleguen  a  1.500;  y 
ésos,  de  los  estratos  sociales  de  inferior  categoría  cul- 
tural y  moral.  Poco  importa  para  el  caso  que  no  todos 
los  católicos  sean  fervorosos  practicantes,  ni  siquiera 
bien  instruidos  en  su  fe. 

«Los  españoles — dicen  los  Metropolitanos — que  no 
hacen  profesión  de  fe  católica,  y,  sobre  todo,  los  adhe- 
ridos oficialmente  a  alguna  confesión  religiosa  distinta 
de  la  católica,  son  un  número  tan  insignificante  que  no 
pueden  tenerse  en  cuenta  para  una  ley  que  mira  a  la 
comunidad  social.  Si  en  el  artículo  6.°  del  Fuero  de 
los  Españoles  se  introdujo  algún  elemento  de  toleran- 
cia de  cultos  disidentes,  fue  atendiendo  a  los  extranje- 
ros que  residen  en  España,  entre  los  cuales  los  hay  de 
países  cuya  mayoría  es  protestante,  o  donde  hay  nu- 
merosas minorías  no  católicas»  (92). 

En  tal  situación,  el  bien  común  de  la  sociedad  es- 
pañola, es  y  ha  de  ser  concebido  en  católico  y  solamen- 
te en  católico;  pues  el  bien  común  es  el  bien  de  la 
comunidad,  y  la  com_unidad  española  es  católica  y  quie- 
re vivir  en  todo  católicamente, 

¿Qué  implica  esa  concepción  católica  del  bien  común? 

Implica  estimación  de  que  la  unidad  católica  es  el 
máximo  bien  social  y  la  más  sólida  garantía  de  las 


(92)  Instrucción  de  la  Conferencia  de  Metropolitanos  españo» 
les,  28  de  mayo  de  1948. 
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virtudes  cívicas  y  de  la  concordia  y  bienestar  resul- 
tantes. 

Implica  firme  convicción  de  que,  en  cuanto  de  él 
dependa,  el  Estado  debe  asegurar  a  todos  los  ciudada- 
nos las  posibilidades  de  una  vida  pública  católica,  cual 
ellos  la  desean,  como  debe  asegurar  las  condiciones  de 
una  vida  decorosa  en  todos  los  demás  aspectos  de  la 
vida:  física  y  cultural. 

El  estado  es  una  institución  natural,  pero  subsidia- 
ria. Su  razón  de  ser  es  suplir  la  insuficiencia  del  indi- 
viduo y  de  la  familia  en  la  creación  y  en  la  garantía 
de  condiciones  necesarias  para  una  vida  digna  de  las 
personas  humanas  en  todos  sus  aspectos,  incluso  en  el 
religioso.  Porque,  si  bien  la  autoridad  civil  atiende  a 
la  prosperidad  terrena,  «con  todo,  no  debe  disminuir- 
le, sino  aumentarle  la  facilidad  de  conseguir  aquel  sumo 
y  último  bien  en  que  está  la  sempiterna  bienaventu- 
ranza del  hombre,  lo  que  es  imposible  sin  la  religión 
verdadera»  (93). 

Por  consiguiente,  el  Estado  ha  de  procurar  y  asegu- 
rar al  ciudadano  católico  el  ambiente  social  necesario 
para  el  despliegue  de  la  vida  religiosa  querida  por  él, 
como  es  querida  y  prescrita  por  Dios  mismo,  a  saber: 
la  conforme  con  la  única  religión  verdadera,  que  es  la 
católica. 

Para  lo  cual  es  indispensable: 

a)  Que  los  gobernantes  ejerzan  su  oficio  en  con- 
formidad con  las  normas  del  Evangelio  propuestas  e 
intimadas  por  la  Iglesia  católica,  cuyo  magisterio  es  en 
esta  materia  el  único  autorizado  por  Cristo. 

b)  Que,  en  concreto,  impidan  los  obstáculos  que  la 
fragilidad  o  la  malicia  humana  puedan  crear  en  la 
vida  pública  a  la  acción  apostólica  de  la  Iglesia,  sin 
la  cual  la  vida  católica  no  puede  conservarse  ni  menos 
acrecentarse. 

c)  Que,  además,  con  leyes  justas  y  otras  medidas 
oportunas  presten  a  la  Iglesia  los  auxilios  que  el  poder 


(93)  Libertas.  En  la  Col.  de  Ene.  de  A.  C,  n.  27.  Cfr.  Immor- 
tale  Dei,  ihíd.,  n.  12. 
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temporal  debe  al  espiritual  en  orden  a  la  consecución 
de  sus  altos  fines. 

Asi  lo  enseña  León  XIII: 

«La  sociedad,  dice,  por  serlo,  ha  de  reconocer  como 
padre  y  autor  a  Dios,  y  reverenciar  y  adorar  su  poder 
y  su  dominio.  Veda,  pues,  la  justicia  y  veda  también 
la  razón  que  el  Estado  sea  ateo,  o,  lo  que  viene  a  parar 
al  ateísmo,  que  se  haya  de  igual  m.odo  con  respecto  a 
las  varias  que  llaman  religiones,  y  conceda  a  todas  pro- 
miscuamente iguales  derechos. 

Siendo,  pues,  necesario  al  Estado  profesar  una  reli- 
gión, ha  de  profesar  la  única  verdadera,  la  cual  sin 
dificultad  se  conoce,  singularmente  en  los  pueblos  ca- 
tólicos, puesto  que  en  ella  aparecen  como  sellados  los 
caracteres  de  la  verdad. 

Esta  religión  es,  pues,  la  que  han  de  conservar  los 
que  gobiernan;  ésta  la  que  han  de  proteger,  si  quie- 
ren, como  deben,  atender  con  prudencia  y  útilmente 
a  la  comunidad  de  los  ciudadanos»  (94). 

Esta  triple  norma  de  actuación  gubernativa  en  una 
sociedad  católica  implica,  naturalmente,  una  serie  de 
limitaciones  jurídicas  impuestas  a  la  espontaneidad  de 
los  no  católicos  en  todas  y  solas  las  actuaciones  que 
dañaran  a  ese  bien  común  católico,  verbigracia,  esta- 
blecimiento de  centros  educativos  e  instructivos  para 
captar  a  la  juventud  católica;  edición  de  libros,  revis- 
tas, periódicos,  destinados  a  combatir  la  religión  cató- 
lica, a  sus  instituciones,  a  sus  m.inistros. 

Estas  limitaciones  vienen  exigidas,  no  sólo  por  la 
exclusiva  integral  verdad  y  santidad  del  catolicismo, 
sino  por  el  derecho  prevalente  de  los  ciudadanos  cató- 
licos— la  moral  totalidad  de  nuestro  pueblo — a  que  se 
les  mantengan  las  condiciones  necesarias  y  convenientes 
de  una  formación  católica  para  la  juventud  y  de  una 
vida  pacífica  católica  para  todos. 

Pero  no  implica  limitación  alguna  en  la  práctica  pri- 
vada de  las  religiones  no  católicas,  ni  aun  siquiera  en 


(94)  Libertas,  ibíd.,  nn.  26-27.  Cfr.  Immortale  Dei,  ibíd.,  nn.  11, 
12  y  46. 
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las  manifestaciones  públicas — si  algunas  fuesen  posi- 
bles— que  no  sean  nocivas  a  la  Iglesia  ni  constituyan 
peligro  para  los  católicos,  ni  en  el  uso  de  los  derechos 
civiles  fundamentales. 

Así  que,  en  nuestro  país,  los  poquísimos  protestan- 
tes se  hallan  en  condiciones  de  inferioridad  ante  los 
católicos,  es  cierto;  pero  esa  inferioridad  no  proviene 
de  una  legislación  injusta,  ni  de  un  acto  de  capricho 
gubernamental,  sino  de  una  exigencia  de  la  doctrina 
católica  para  el  caso  de  una  nación  totalmente  católica. 

Si  el  Gobierno  español  igualara  a  protestantes  con 
católicos  haría  traición  al  catolicismo  y  a  la  Iglesia, 
que  prohibe  esa  igualdad,  y  a  la  sociedad  española,  que 
cordialmente  la  detesta. 

En  conformidad  con  estas  verdades  indiscutibles,  la 
Santa  Sede,  en  el  modus  vivendi  de  7  de  junio  de  1941, 
exigía  al  Gobierno  español  la  observancia  de  los  cua- 
tro primeros  artículos  del  concordato  de  1851,  en  los 
cuales  se  consignan,  todavía  con  miayor  detalle,  las 
mismas  normas  de  gobierno  católico  y  las  mismas  limi- 
taciones a  la  libertad  de  otras  religiones  que  acabo  de 
exponer. 

Helos  aquí: 

«Artículo  I."*  La  religión  católica  y  apostólica  roma- 
na, que,  con  exclusión  de  cualquier  otro  culto,  continúa 
siendo  la  única  de  la  nación  española,  se  conservará 
siempre,  en  los  dominios  de  S.  M.  Católica,  con  todos 
sus  derechos  y  prerrogativas,  de  que"  debe  gozar  según  la 
ley  de  Dios  y  lo  dispuesto  por  los  sagrados  cánones. 

Art.  2°  En  su  consecuencia,  la  instrucción  en  las 
Universidades,  colegios,  seminarlos  y  escuelas  públi- 
cas o  privadas,  de  cualquier  clase,  será  en  todo  con- 
forme a  la  doctrina  de  la  misma  religión  católica;  y 
a  este  ñn  no  se  pondrá  impedimento  alguno  a  los  obis- 
pos y  demás  prelados  diocesanos,  encargados  por  su 
ministerio  de  velar  por  la  pureza  de  la  doctrina  de  la 
fe  y  de  las  costumbres  y  sobre  la  educación  religiosa 
de  la  juventud  en  el  ejercicio  de  este  cargo,  aun  en 
las  escuelas  públicas. 

Art.  S.''   Tampoco  se  pondrá  impedimento  alguno  a 
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dichos  prelados  ni  a  los  demás  sagrados  ministros  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  ni  los  molestará  nadie 
bajo  ningún  pretexto  en  cuanto  se  refiera  al  cumpli- 
miento de  los  deberes  de  su  cargo;  antes  bien,  cuida- 
rán todas  las  autoridades  del  Reino  de  guard^-rles  y 
de  que  se  les  guarde  el  respeto  y  la  consideración  debi- 
dos, según  los  divinos  preceptos,  y  de  que  no  se  ha^.a 
cosa  alguna  que  pueda  causarles  desdoro  o  menosprecio. 

Su  Majestad  y  su  Real  Gobierno  dispensarán  asi- 
mismo su  poderoso  patrocinio  y  apoyo  a  los  obispos 
en  los  casos  que  lo  pidan,  principalmente  cuando  haya 
que  oponerse  a  la  malignidad  de  los  hombres  que  in- 
tenten pervertir  los  ánimos  de  los  fieles  y  corromper 
sus  costumbres,  o  cuando  hubiere  de  impedirse  la  pu- 
blicación, introducción  o  circulación  de  libros  malos  y 
nocivos. 

Art.  4.°  En  todas  las  demás  cosas  que  pertenecen 
al  derecho  y  ejercicio  de  la  autoridad  eclesiástica  y  al 
ministerio  de  las  órdenes  sagradas,  los  obispos  y  el  cle- 
ro dependiente  de  ellos  gozarán  de  la  plena  libertad  que 
establecen  los  sagrados  cánones.» 

Es  de  notar  que  no  es  el  Gobierno  español  quien 
exigía  a  la  Santa  Sede  la  observancia  de  estos  cuatro 
artículos;  es  la  Santa  Sede  quien  la  exigía  del  Gobierno 
español. 

No  vale,  pues,  decir:  la  Santa  Sede,  para  evitar 
males  mayores,  tolera  el  fanatismo  del  Estado  español. 
Hay  que  decir,  al  revés:  la  Santa  Sede,  para  evitar  los 
males  de  la  libertad  religiosa  igual  para  los  protes- 
tantes, exige  al  Estado  español  que  no  la  otorgue  y 
que  proceda  en  todo  como  Estado  católico. 

La  conferencia  de  Metropolitanos  españoles,  ocu- 
rriendo en  su  instrucción  de  28  de  mayo  de  1948  a  la 
propaganda  protestante,  se  opone  terminantemente  a 
esa  igualdad  religiosa  para  católicos  y  no  católicos  en 
España,  y  establece  categóricamente  que  nuestra  polí- 
tica religiosa  interior,  definida  en  el  artículo  6.°  del 
Fuero  de  los  Españoles — redactado  de  acuerdo  con  la 
Santa  Sede — y  en  el  convenio  de  7  de  junio  de  1941 
entre  la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español,  es  la  exi- 
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gida  por  la  ley  de  Dios  y  las  enseñanzas  pontificias,  y 
la  única  conducente  al  bien  de  la  religión  católica  (95). 

Juzgan,  pues,  la  Santa  Sede  y  los  obispos  españoles 
que  la  desigualdad  religiosa  vigente  en  España  no  es 
un  atentado  contra  auténticos  derechos  de  los  protes- 
tantes, sino  que  es  una  justísima  y  necesaria  satisfac- 
ción de  los  derechos  de  Jesucristo,  de  la  Iglesia  cató- 
lica y  de  la  sociedad  española. 

Satisfacción  que  no  puede  lícitamente  rehusarse  a 
los  ciudadanos  católicos.  Porque  «como  la  tolerancia  de 
los  males — en  este  caso,  las  falsas  religiones,  como  las 
protestantes — es  cosa  tocante  a  la  prudencia  política, 
ha  de  estrecharse  absolutamente  a  los  límites  que  pide 
la  causa  de  esta  tolerancia;  esto  es,  al  público  bienes- 
tar. De  modo  que,  si  daña  a  éste  y  ocasiona  mayores 
males  a  la  sociedad,  es  consiguiente  que  ya  no  es  lícita 
por  faltar  en  tales  circunstancias  la  razón  de  bien»  (96). 

Pues  bien:  el  Papa  y  los  Metropolitanos  españoles 
juzgan  con  toda  certeza  que  en  España  una  tolerancia 
mayor  que  la  existente  será  dañosa  al  bien  de  los  cató- 
licos y  al  público  bienestar. 

Con  el  Papa  y  con  los  Metropolitanos  estamos  todos 
los  españoles  enterados  del  asunto. 

Y  pregunto:  Contra  este  juicio  definitivo,  ¿puede 
tomarse  en  consideración  la  opinión  de  los  protestan- 
tes y  manteníanos  extranjeros? 

¿Pueden  ellos  mismos  hablar  y  escribir  como  suelen, 
sin  darnos  motivos  para  juzgarlos  temerarios  y  poco 
respetuosos  con  la  autoridad  pontificia  y  la  de  todo  el 
episcopado  español? 

Lo  cual  sería  menos  de  notar  en  los  protestantes. 
Pero  ¿y  en  los  católicos? 

A  los  católicos  que  defienden  la  igualdad  jurídica 
de  todas  las  confesiones  religiosas  les  diríamos:  si  la 
defendéis  por  principio  y  como  ideal  evangélico,  dis- 
cordáis de  la  tradicional  doctrina  católica,  en  todos  los 


(95)  Ecclesia,  en  el  núm.  361,  correspondiente  al  19  de  junio 
de  1948,  reproduce  íntegramente  la  Instrucción  de  los  Metropoli- 
tanos. 

(96)  Libertas,  Col.  de  Ene.  de  A.  C,  n.  42. 
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países  aun  totalmente  católicos,  y  desprestigiáis  a  la 
Iglesia,  que  siempre  ha  enseñado  como  ideal  y  practi- 
cado en  cuanto  ha  podido  la  desigualdad  en  favor  de 
la  única  verdadera  religión. 

Si  defendéis  esa  igualdad  como  medida  práctica- 
mente más  favorable  a  los  intereses  del  catolicismo,  os 
preguntamos:  ¿más  favorable  en  cualquier  hipótesis, 
en  cualquier  país,  en  cualquier  situación  histórica? 

¿Más  favorable  en  el  momento  presente? 

Si  afirm.áis  lo  primero,  volvéis  a  oponeros  a  las  en- 
señanzas de  la  tradición  católica;  porque,  si  nunca  ja- 
más y  en  ninguna  parte,  ni  siquiera  en  una  nación  to- 
talmente católica  debe  tener  vigencia  el  ideal  de 
Estado  católico,  es  utópico  y  falso. 

Si  afirmáis  lo  segundo,  por  de  pronto  sostenéis  lo 
contrario  que  la  Santa  Sede  y  el  episcopado  español 
— con  otros  muchos  de  todo  el  mundo — ,  pues  han  exi- 
gido y  exigen  la  desigualdad  religiosa  en  España — y  en 
muchos  otros  países — en  bien  de  la  Iglesia  católica; 
y  además  os  mostráis  más  atrevidos  que  prudentes, 
pues  perseveráis .  en  vuestro  parecer  y  lo  divulgáis,  a 
pesar  de  que  sabéis  o  debéis  saber  que  también  los  es- 
pañoles— obispos  y  teólogos — nos  hemos  ocupado  del 
asunto;  conocemos  mejor  que  vosotros  nuestra  casa,  y 
juzgamos  que  en  ella  es  más  conveniente,  el  único  con- 
veniente, el  Estado  católico;  esto  es,  el  Estado  que  no 
reconoce  la  igualdad  jurídica  de  todas  las  confesiones 
religiosas,  sino  que,  sin  negarles,  antes  garantizándoles 
a  todas  sus  derechos,  distingue  los  que  son  exclusivos 
de  la  Iglesia  católica  en  la  vida  pública  de  una  socie- 
dad totalmente  católica. 

Así  que,  desde  un  punto  de  vista  nacional,  no  pue- 
de decirse,  sin  temeridad,  al  menos,  contra  la  doctrina 
católica  y  sin  oposición  al  criterio  práctico  de  la  Igle- 
sia, que  en  España  sea  útil  a  la  religión,  y  conforme 
con  la  divina  voluntad,  la  libertad  religiosa  de  igualdad 
para  católicos  y  protestantes. 

¿Y  desde  un  punto  de  vista  internacional?  La  infe- 
rioridad de  los  protestantes  en  España,  ¿ocasiona  al- 
gún perjuicio  a  los  católicos  de  países  no  católicos?  No 
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lo  negamos.  Pero  nunca  se  nos  ha  demostrado  que  esos 
males  sean  tan  graves  como  se  dice,  y,  sobre  todo,  ma- 
yores que  los  que  sobrevendrían  a  la  Iglesia  española, 
y  aun  a  toda  la  Iglesia,  si  abriéramos  las  compuertas 
a  la  propaganda  libre  de  masones,  comunistas  camu- 
flados y  protestantes. 

Mientras  esto  no  se  demuestre,  no  se  podrá  invocar 
el  bien  común  de  la  Iglesia  católica,  como  razón  para 
establecer  en  España  la  igualdad  religiosa  entre  cató- 
licos y  no  católicos. 

Contra  la  eficacia  de  este  razonamiento,  nada  valen 
las  consabidas  objeciones:  que  la  libertad  religiosa  es 
un  valor  supremo  intangible;  que  la  conciencia,  aun 
equivocada,  debe  conservar  su  absoluta  independencia; 
que  el  Estado  ha  de  cuidar  de  lo  natural  y  temporal, 
no  de  lo  sobrenatural  y  eterno. 

Porque  ni  la  libertad  es  un  valor  positivo  humano, 
independientemente  de  su  conexión  con  la  verdad  ob- 
jetiva y  el  bien,  y  desligada  de  la  divina  voluntad,  ni 
la  conciencia  errónea  merece  respeto  alguno  cuando 
entra  en  conflicto  con  la  recta  y  con  el  bien  común,  ni 
el  poder  civil  puede  excusarse  de  defender  y  promover 
la  verdadera  religión  debidamente  conocida,  como  lo 
es  la  católica  en  un  país  católico,  y  dentro  de  las  nor- 
mas contenidas  en  ella,  cuales  son  las  antes  explicadas. 

Por  todas  estas  razones,  que  podrá  ver  el  lector  más 
desarrolladas  en  otros  escritos  nuestros,  antes  citados, 
España  no  puede  en  modo  alguno  otorgar  a  los  pro- 
testantes los  mismos  derechos  que  a  los  católicos,  cuan- 
to a  la  pública  práctica  y  profesión  de  sus  creencias. 

A  este  propósito,  se  sostiene  (A^mérica,  14  noviem- 
bre 1953)  que,  sin  detrimento  de  la  doctrina  católica, 
España  podría  conceder  mayor  libertad  religiosa  a  los 
protestantes,  y  aun  debería  concedérsela  atendiendo  al 
bien  de  los  católicos  extranjeros,  colocados  en  posición 
incómoda  cuando  los  no  católicos,  aludiei-do  a  Espa- 
ña, les  reprochan  que  los  católicos  piden  libertad  don- 
de son  minoría  y  la  niegan  a  los  demás  grupos  disi- 
dentes donde  son  mayoría. 

Esta  concesión  de  libertad  religiosa  a  los  protestan- 
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tes  en  una  sociedad  totalmente  católica,  o  sea  donde 
no  existen  grupos  apreciables  que  profesen  el  protes- 
tantismo, puede  entenderse  como  derecho  de  practicar 
su  religión  privadamente,  pero  sin  públicas  manifesta- 
ciones ni  género  alguno  de  proselitismo ;  o  como  de- 
recho, además,  de  manifestarla  y  propagarla  por  los 
modernos  medios  de  difusión  del  pensamiento. 
I       La  primera  libertad  existe  entre  nosotros  muy  de 
I  antiguo.  Fue  respetada  de  hecho  aun  mucho  antes  del 
j  concordato  de  1851,  y  consignada  en  la  Constitución 
¡  de  1876.  Tras  el  luctuoso  paréntesis  de  la  segunda  Re- 
I  pública,  fue  de  nuevo  garantizada  en  el  Fuero  de  los 
I  Españoles  y  acaba  de  serlo  por  el  reciente  concordato 
j  de  1953. 

*  Como  hasta  la  fecha  ha  sido  eficazmente  tutelada 
por  el  Estado,  pese  a  la  agresiva  e  injuriosa  actuación 
de  ciertos  predicantes  y  pastores,  lo  será,  sin  duda  algu- 
na, en  adelante. 
""  Aunque  la  existencia  de  capillas  protestantes  siem- 
pre es  un  mal  para  una  sociedad  católica,  porque  inde- 
fectiblemente esas  capillas  son  focos  de  acción  prose- 
litista  y  originan,  no  rara  vez,  escándalo  y  seducción  en 
los  católicos  sin  cultura,  la  Santa  Sede  ha  juzgado  que 
pueden  tolerarse  como  un  mal  menor,  con  tal  que  el 
antedicho  proselitismo  se  prohiba  por  la  ley,  y,  en 
cuanto  sea  posible,  se  evite  en  la  realidad. 

Porque  el  derecho  a  la  propaganda  protestante  por 
medio  de  la  palabra,  de  la  prensa,  de  la  cátedra  o  de 
cualquier  otro  recurso  semejante,  representaría  un  daño 
tan  grave  para  nuestra  unidad  religiosa  y  una  molestia 
tan  desagradable  a  la  conciencia  de  nuestro  pueblo,  que 
no  debe  en  modo  alguno  tolerarse. 

La  Santa  Sede  no  consintió  esa  libertad  en  el  con- 
cordato de  1851;  ni  en  la  Constitución  de  1876,  ni  en 
el  convenio  de  7  de  junio  de  1941. 

Nuestros  Metropolitanos,  en  su  Instrucción  de  1948, 
justifican  la  continuación  de  ese  grado  de  intransigen- 
cia, y  el  concordato  de  1953  lo  mantiene;  no,  cierta- 
mente, como  queda  dicho,  por  fanatismo  del  Gobierno 
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español,  sino  con  espontánea  y  gustosa  aprobación  de 
la  Santa  Sede. 

Muy  bien  saben  el  episcopado  español  y  la  Santa 
Sede  que  un  mal — como  lo  es  la  propaganda  del  pro- 
testantismo— debe  permitirse  cuando  de  lo  contrario  se 
seguirían  otros  mayores.  ¿Quién  ignora  esa  doctrina  ca- 
tólica? Pero  han  juzgado  que  ese  mal  concreto  no  debía 
en  España  permitirse,  porque  no  había  motivo  que  jus- 
tificase tal  permisión. 

Es  indudable  que  en  sí  la  propaganda  protestante 
en  un  país  católico  es  un  grave  mal  porque  es  propa- 
ganda de  un  error  religioso;  porque  escandaliza  y  se- 
duce a  sujetos  menos  preparados  para  resistir  a  la  fuer- 
za del  sofisma;  porque  crea  un  ambiente  de  indiferen- 
tismo religioso;  porque  ataca  a  la  unidad  religiosa  en 
la  verdad,  vínculo  de  gran  consistencia  social  en  Es- 
paña y  generador  de  paz;  porque  disgusta  gravemente 
a  los  españoles,  los  cuales,  por  el  más  democrático  y 
explícito  voto,  excluyen  el  protestantismo  como  con- 
trario a  su  bien  común  nacional. 

Fuera  de  que  esa  propaganda  la  harían  y  costearían 
extranjeros,  y  por  fines  políticos,  y  en  forma  insultante 
y  agresiva  para  la  Iglesia  católica;  pues  españoles  doc- 
tos y  ecuánimes,  convencidos  de  la  verdad  protestante 
y  celosos  de  difundirla  sin  insultar  y  calumniar  a  los 
católicos  en  su  doctrina  y  en  sus  personas,  no  se  ha- 
llarían, aunque  se  recorrieran  uno  a  uno  los  veintiocho 
millones. 

Siendo,  pues,  un  tan  grave  mal  la  propaganda  pro- 
testante en  España,  el  motivo  para  permitirla  no  podía 
ser,  conforme  a  la  doctrina  católica  sobre  la  tolerancia, 
sino  la  necesidad  de  evitar  males  mayores  para  la  reli- 
gión, ya  en  España,  ya  en  el  mundo  entero,  que  se 
seguirían  de  no  perm.itirla. 

La  Santa  Sede,  en  todas  las  negociaciones  y  acuer- 
dos con  el  Gobierno  español  desde  1851,  ha  estimado 
que  ese  motivo  no  existía.  Al  firmar  el  concordato 
de  1953  vuelve  a  ratificar  que  no  existe. 

Por  eso  se  ha  podido  interpretar  este  concordato,  en 
lo  tocante  a  la  prohibición  del  proselitismo  protestante. 
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en  España,  como  señal  de  que  la  Santa  Sede  no  sólo  ve 
en  esa  prohibición  muchos  bienes  para  la  Iglesia  espa- 
ñola, sino  que  no  ve  mal  alguno  de  monta  para  la  Igle- 
sia universal. 

A  lo  menos,  no  ve  mal  alguno  comparable  al  que  se 
seguiría  para  la  Iglesia  española  y  para  las  de  otros 
países,  con  régimen  semejante  al  español,  de  la  igual- 
dad religiosa  de  todas  las  confesiones  religiosas,  y  aun 
de  la  simple  autorización  del  proselitismo  protestante, 

Y  con  razón.  El  mal  que  se  sigue  a  los  grupos  cató- 
licos minoritarios  de  naciones  pluralistas  es,  según  se 
dice  en  la  citada  revista,  que  los  acatólicos  pueden  ar- 
güir, y  de  hecho  arguyen,  así:  «Vosotros,  los  católicos, 
pedís  en  los  países  acatólicos  la  libertad;  y  en  los  de 
mayoría  católica  la  negáis  a  todos  los  no  católicos, 
como  lo  prueba  el  caso  de  España.» 

A  este  argumento,  en  opinión  de  los  que  lo  esgrimen, 
no  puede  darse  respuesta  satisfactoria  en  la  psicología 
protestante,  y  por  eso  se  les  crea  una  muy  incómoda 
posición  a  los  católicos  extranjeros  de  esos  países  en 
que  son  minoría,  y  se  ofrecen  motivos  de  peso  a  la  in- 
tolerancia protestante. 

El  resultado  será  una  especial  dificultad  para  con- 
seguir en  naciones  no  católicas  un  régimen  de  igual- 
dad religiosa  que  garantice  la  libertad  de  la  Iglesia 
católica. 

Sobre  este  punto,  y  sobre  todas  las  demás  objecio- 
nes contra  la  situación  jurídica  española  en  materia 
religiosa,  he  hablado  ampliamente  en  Razón  y  Fe,  sobre 
todo  en  noviembre  de  1948,  págs.  530  y  siguientes,  y  en 
julio-agosto  de  1949,  págs.  99  y  siguientes.  Allí  remito 
al  lector,  y  con  todo  interés,  porque  presumo  de  haber 
dado  allí  esa  respuesta  que  echan  de  menos  los  cató- 
licos adversarios  del  régimen  católico  español. 

Aquí  me  he  de  limitar  a  unas  brevísimas  reflexiones: 
Primera,  la  mayor  dificultad  para  conseguir  la  razo- 
nable libertad  religiosa  de  los  grupos  minoritarios  ca- 
tólicos en  los  países  no  católicos  es,  efectivamente,  uno 
de  los  males  derivados  de  las  restricciones  aplicadas  en 
España  a  los  protestantes. 
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Otra,  muy  de  considerar,  es  la  prevención  que,  en 
hombres  poseídos  del  espíritu  democrático  de  nuestro 
tiempo,  se  despierta  contra  los  secuaces  de  una  reli- 
gión que  se  muestra,  dondequiera  que  predomina,  como 
en  España,  con  aspiraciones  totalitarias  y  excluyentes. 

Algo  de  realidad  tienen,  sin  duda,  estos  dos  males 
o  dificultades  creadas  en  ciertos  países  a  la  difusión  y 
estimación  de  la  religión  católica. 

Pero,  ¿tienen  para  la  Iglesia  católica  en  general  ma- 
yor gravedad,  mayor  trascendencia,  que  la  tendrían  los 
daños  que  en  España  se  le  seguirían  de  la  supresión 
de  las  restricciones  aplicadas  al  proselitismo  protes- 
tante? 

¿Tienen  siquiera  una  gravedad  equivalente? 

Porque  si  no  la  tienen  no  será  lícito  en  modo  alguno 
tratar  de  remediarlos  con  el  establecimiento  de  la 
igualdad  religiosa  en  España  para  los  disidentes. 

¿Cómo  averiguar  si  la  tienen  o  no? 

Primeramente,  ateniéndose  al  juicio  más  autorizado, 
al  único  autorizado,  que  es  el  de  la  Santa  Sede. 

Sólo  ella  puede  dictaminar  sobre  un  asunto  de  con- 
secuencias para  toda  la  Iglesia  y  de  difícil  apreciación 
para  quienes  carecen  de  la  información  conveniente 
sobre  él,  y  lo  enjuician  desde  un  punto  de  vista  mera- 
mente parcial  y  nacional,  como  hacen  los  norteameri- 
canos, que  se  aferran  a  lo  que  conviene  en  los  países 
pluralistas,  y  no  consideran  debidamente  las  exigencias 
teológicas  y  prácticas  de  los  totalmente  católicos,  o,  a 
lo  menos,  en  la  inmensa  mayoría  de  su  población. 

Ahora  bien:  la  Santa  Sede,  al  sancionar  en  España 
por  el  actual  concordato,  la  prohibición  de  manifesta- 
ciones públicas  y  del  proselitismo  de  los  disidentes,  a 
tenor  del  artículo  6.''  del  Fuero  de  los  Españoles,  ha 
juzgado  prácticamente  que  los  mencionados  males  de 
los  grupos  minoritarios  católicos  de  otros  países,  resul- 
tantes del  régimen  español,  son  menores  que  los  que 
se  le  seguirían  a  la  Iglesia  de  la  igualdad  de  todas  las 
confesiones  religiosas  en  España. 

Por  nuescra  parte,  aun  haciendo  lo  posible  por  tras- 
cender nuestro  nacional  horizonte,  estimamos  que  la 
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ruptura  de  la  unidad  religiosa  católica,  y  el  indiferen- 
tismo y  laicismo  religioso — males  que,  poco  a  poco,  pero 
necesariamente,  se  producirían  en  España  si  se  esta- 
bleciese la  igualdad  religiosa  jurídica  de  todas  las  con- 
fesiones, amén  de  la  desunión  cívica  y  política  entre 
hombres  de  temperamento  tan  individualista — serían 
una  auténtica  calamidad  para  España  y  para  todos  los 
países  hispanoamericanos,  y,  por  lo  mismo,  para  la  Igle- 
sia de  que  España  y  la  América  española  son  también 
miembros,  y  creemos  que  de  importancia. 

En  cambio,  la  dificultad  creada  por  nuestro  régi- 
men al  catolicismo  en  los  países  no  católicos  nos  parece 
de  poca  monta,  en  realidad. 

«No  es  creíble — escribe  el  excelentísimo  y  reverendí- 
simo señor  obispo  de  Astorga — que  los  que  hacen  un 
dogma  de  la  libertad  religiosa  absoluta  lo  vayan  a  ne- 
gar porque  haya  países  (como  la  pobre,  oscurantista  e 
insignificante  España)  que  no  creen  en  él.  Tanto  más 
cuanto  que  donde  los  católicos  sean  grupos  importantes 
no  será  tan  fácil  negarles  los  derechos  o  la  igualdad  de 
que  ahora  disfrutan,  aunque  otras  fracciones  lo  pre- 
tendieran» (97). 

No  es  creíble  que  ni  en  Inglaterra,  ni  en  los  Es- 
tados Unidos,  ni  en  el  Canadá,  ni  en  Alemania,  ni  en 
Francia,  ni  en  Holanda,  ni  en  los  dominios  o  protec- 
torados de  esos  países,  vaya  a  haber  menor  libertad 
religiosa  para  los  católicos,  porque  en  España  no  la 
haya  mayor  para  los  protestantes.  ¡Porque  nosotros  sea- 
mos, a  su  parecer,  antidemocráticos,  ellos  no  van  a  dejar 
de  ser  demócratas  ejemplares! 

Y  la  introducción  o  ampliación  de  esa  libertad  en 
los  demás  países,  ya  protestantes,  como  Suecia,  Norue- 
ga, Dinamarca,  ya  paganos,  como  la  India  y  China, 
creemos  que  está  más  condicionada  por  otros  factores 
de  tipo  nacionalista  y  comunista  que  no  por  la  situa- 
ción española. 

Las  aspiraciones  excluyentes  dogmáticas  del  catoli- 


(97)  La  Restauración  cristiana  del  Orden  político,  págs. 
120,  edición  de  Madrid,  1947. 
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Cismo  pueden,  sí,  en  algún  modo,  despertar  el  recelo  y 
la  hostilidad  de  ciertos  acatólicos;  pero  precisamente 
esas  aspiraciones,  como  arriba  decíam^os,  nunca  jamás 
pueden  ocultarse,  por  las  razones  allí  alegadas. 

Por  otra  parte,  si  ese  exclusivismo  dogmático  difi- 
culta la  convivencia  con  los  acatólicos,  también,  por 
otra,  provoca  en  éstos  la  admiración  con  el  espectáculo 
de  la  firme  e  ilustrada  convicción  que  a  ellos  les  falta, 
y  de  la  férrea  lógica  de  nuestro  sistema  religioso  en  la 
teoría  y  en  la  práctica.  Especialmente  si  se  armonizan, 
como  deben  armonizarse,  la  intransigencia  doctrinal 
con  la  integridad  moral,  la  fe  con  la  comprensión  y  la 
caridad  cristiana  hacia  los  disidentes  (98). 

Además,  aunque  la  doctrina  católica  excluya  siem- 
pre la  igualdad  religiosa  dogmática,  no  excluye  siem- 
pre la  jurídica. 

Aun  en  el  caso  de  que  los  católicos  fueran  mayoría, 
mas  no  tal  que  implicara  totalidad,  ni  siquiera  moral, 
habría  de  estimarse  razonable,  y  aun  obligatoria,  una 
tolerancia  de  los  no  católicos  mayor  o  menor,  según 
la  importancia  numérica  y  cualitativa  de  las  minorías 
y  la  entidad  de  otros  factores  nacionales  y  aun  supra- 
nacionales  que  fuera  prudente  atender. 

Esa  tolerancia,  en  el  límite,  se  convertiría  en  igual- 
dad de  todas  las  confesiones  ante  la  ley;  a  saber,  cuan- 
do el  bien  común  y  el  de  la  misma  religión  católica  así 
lo  exigieran  atendiendo  a  la  importancia  de  los  grupos 
no  católicos  y  a  la  imiposibilidad  de  una  convivencia 
pacífica  y  próspera  con  ellos,  sin  concederles  los  mis- 
mos derechos  que  al  grupo  católico,  aunque  fuera  ma- 
yoritario. 

Cuando  los  católicos  norteamericanos  aseguran  a  sus 
conciudadanos  protestantes  que  si  ellos  llegaran  a  ser 
mayoría,  mera  mayoría,  como  la  mitad  más  uno,  no 
por  eso  se  camxbiaría  el  régimen  de  igualdad  religiosa 
hoy  vigente,  no  hablan  como  políticos  oportunistas,  sino 
como  sinceros  y  consecuentes  católicos;  porque  esa  ac- 


(98)    «Razón  y  Fe»,  noviembre  1948,  págs.  531-533. 
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titud  es  la  que  exige  la  doctrina  católica  en  tales  cir- 
cunstancias. 

Pero  si  no  sólo  llegaran  a  ser  mayoria  absoluta,  sino 
totalidad,  a  lo  menos  moral,  y  en  un  ambiente  como 
el  de  España,  en  circunstancias  mundiales  como  las  del 
momento  actual,  y  salvas  siempre  las  eventuales  nor- 
mas de  la  Santa  Sede,  nada  desatinado  harían  hacien- 
do lo  que  hoy  los  españoles,  y  lo  harían  conforme  a 
los  principios  que  regulan  la  vida  americana;  pues, 
según  ellos,  no  puede  autorizarse  públicamente  lo  que 
se  opone  al  bien  común  de  los  Estados  Unidos,  y  ese 
bien  común,  caso  de  ser  un  pueblo  totalmente  católico, 
implicaría  un  modo  público  de  concebir  la  vida  incom- 
patible con  el  proselitismo  protestante,  como  el  modo 
de  concebirla  hoy  es  incompatible  con  la  dictadura 
comunista  (99). 

Replican  los  protestantes,  orquestados  por  ciertos 
católicos,  que  cómo  va  a  ser  un  mal  dar  los  católicos 
a  los  protestantes  en  España  la  libertad  que  los  pro- 
testantes dan  a  los  católicos  en  los  Estados  Unidos  y 
en  otros  países  en  un  acto  de  prudencia  política. 

Lo  es,  sin  embargo.  Porque  el  Estado  ha  de  obrar 
en  todo  mirando  al  bien  común.  Este  no  es  lo  mismo 
en  una  nación  católica  que  en  otra  dividida  en  confe- 
siones diferentes:  católicos  y  protestantes. 

En  una  nación  católica,  como  España,  el  bien  com.ún 
exige  cuanto  es  necesario  y  conveniente  para  una  vida 
social  de  sentido  católico,  cual  la  prescribe  Jesucristo 
y  la  totalidad  de  los  ciudadanos  la  desea,  por  ver  en 
ella  la  principal  causa  de  su  dignidad  y  felicidad  per- 
sonal y  de  la  paz  y  prosperidad  común. 

Exige,  pues,  que  el  Estado  sea  católico,  según  antes 
lo  hemos  descrito:  que  profese  la  religión  católica,  que 
la  proteja  eficazmente  y  la  promueva,  facilitando  su 
misión  a  la  Iglesia  católica,  y  no  profese,  ni  proteja,  ni 
promueva  las  otras  religiones,  sino  únicamente  las  to- 
lere en  la  vida  privada. 

La  libertad  religiosa  de  los  disidentes  sólo  puede 


(99)   «Razón  y  Fe»,  n.  675,  págs.  321-337. 
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permitirse  en  cuanto  no  ponga  en  peligro  la  unidad 
y  vigor  de  la  vida  religiosa  católica,  ni  moleste  o  per- 
turbe a  los  ciudadanos. 

Las  sectas  protestantes,  desde  el  punto  de  vista  de 
una  sociedad  católica,  son  herejías,  son  un  mal,  un 
factor  de  indiferentismo,  de  discordia  y  de  perversión. 

Al  servicio,  y  bajo  la  inspiración  de  potencias  ex- 
tranjeras, constituyen,  además,  en  España,  como  cons- 
ta en  nuestra  Historia,  un  apoyo  de  las  fuerzas  del  mal 
que,  aun  en  los  países  católicos,  nunca  faltan  y  suelen 
obstaculizar  la  regular  marcha  de  una  sana  política 
nacional. 

No  existe,  pues,  ninguna  razón  que  justifique  su  equi- 
paración jurídica  a  la  religión  católica. 

En  cambio,  en  los  países  sin  unidad  religiosa  se 
impone  esa  equiparación.  Porque,  aunque  sola  la  reli- 
gión católica  sea  la  portadora  de  real  derecho  a  la 
protección  del  Estado  como  la  única  verdadera,  reve- 
lada e  impuesta  por  Cristo,  no  es  de  hecho  profesada 
sino  por  una  minoría.  Todos  los  demás  ciudadanos  sólo 
podrán  vivir  con  ella  en  íntima  colaboración  social  a 
base  de  profesar  libremente  las  suyas;  de  lo  contra- 
rio, sobrevendrá  la  guerra  civil,  con  todos  sus  desas- 
tres, y  la  comunidad  sería  imposible.  Los  intereses  de 
la  religión  católica  sufrirían  entonces  grave  detrimento. 

De  forma  que  así  la  paz  social,  como  el  mismo  bien 
de  la  verdadera  religión,  exigen  en  tal  hipótesis  la 
igual  libertad  para  todas  las  religiones,  aunque  sólo  la 
católica  sea  la  verdad  y  el  bien,  y  sólo  ella  tenga  un 
sobrenatural  derecho  al  favor  y  a  la  protección  del 
poder  civil. 

Es  el  caso  de  los  Estados  Unidos.  Por  estas  razones 
allí  debe  haber  plena  libertad  para  la  Iglesia  católica, 
no  inferior  a  la  de  las  sectas  protestantes,  y,  en  cambio, 
en  España  no  debe  haber  para  éstas  mayor  libertad 
que  la  consignada  en  el  artículo  6.°  del  Fuero  de  los 
Españoles:  «La  profesión  y  práctica  de  la  religión  ca- 
tólica, que  es  la  del  Estado  español,  gozará  de  la  pro- 
tección oficial.  Nadie  será  molestado  por  sus  creencias 
religiosas,  ni  el  ejercicio  privado  de  su  culto.  No  se 
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permitirán  otras  ceremonias  ni  manifestaciones  exter- 
nas que  las  de  la  religión  católica.» 

Este  razonamiento  es  en  si  bien  claro.  Aunque  suele 
resultar  oscuro  a  quienes,  educados  en  régimen  ae  ab- 
soluta libertad  y  con  conciencia  minoritaria,  no  acaban 
de  comprender  los  exclusivos  derechos  de  la  Iglesia  ca- 
tólica, ni  la  divina  ordenación  del  Estado  a  la  promo- 
ción de  sus  sacratísimos  intereses. 

En  el  momento  en  que  se  incurre  en  el  error  de 
igualar  los  derechos  de  la  conciencia  errónea  a  los  de 
la  recta,  prescindiendo  de  la  verdad  y  bien  objetivos, 
conío  fuentes  del  derecho,  y  de  negar  la  ordenación 
divina  del  poder  civil  a  la  conservación  e  incremento 
de  esa  verdad  y  ese  bien  en  la  vida  pública,  creyéndolo, 
por  el  contrario,  destinado  a  tutelar  la  pura  concien- 
cia subjetiva  de  los  ciudadanos,  la  lógica  exige  que  se 
mire  como  ideal  la  libertad  religiosa  igual  para  todos 
y  en  todas  partes. 

Un  grosero  error  doctrinal  precipita  en  otro  pernicio- 
so error  práctico:  uno  y  otro  condenados  por  León  XIIT 
cuando  escribe:  «Veda,  pues,  la  justicia,  y  védalo  tam- 
bién la  razón  que  el  Estado  sea  ateo,  o  lo  que  viene  a 
parar  en  el  ateísmo,  que  se  haya  de  igual  modo  con 
respecto  a  las  varias  que  llaman  religiones,  y  conceda 
a  todas  promiscuamente  iguales  derechos»  {Libertas, 
ib.,  n.  26).  «La  Iglesia  juzga  no  ser  lícito  el  que  las 
diversas  clases  y  formas  de  culto  divino  gocen  del  mis- 
mo derecho  que  compete  a  la  religión  verdadera»  (100). 

Pero  de  que  a  los  protestantes  no  pueda  otorgárseles 
en  España  la  libertad  que  ellos  desean  no  se  sigue  que 
sean  o  vayan  a  ser  perseguidos,  salvo  que  por  persecu- 
ción se  entienda  la  negación  de  esa  dichosa  igualdad 
con  los  católicos  a  que  no  tienen  ningún  derecho;  ni 
aun  siquiera  que  no  gocen  de  libertad,  puesto  que  dis- 
frutan de  su  real  derecho,  del  único  que  les  asiste  en 
una  nación  católica  y  el  que  eficazmente  se  les  recono- 
ce y  garantiza  por  el  Estado. 

Los  protestantes  pueden  practicar  en  privado  su 


(100)   Immortale  Dei,  ihíd.,  n.  46;  cfr.  n.  11. 
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religión,  y  no  sólo  en  su  casa,  sino  en  sus  capillas  auto- 
rizadas, sin  que  ni  el  Estado  ni  los  católicos  españoles 
les  causen  la  menor  molestia. 

Algunos  sucesos,  comentados  hace  unos  años  con 
evidente  exageración,  fueron  excepcionales  y  motivados 
por  el  agresivo  e  injurioso  proselitismo  de  ciertos  pre- 
dicantes de  las  sectas. 

Fueron  pura  represalia  de  jóvenes  católicos,  ofen- 
didos por  la  procacidad  de  los  protestantes,  manifesta- 
da, además,  en  actos  públicos  prohibidos  por  la  ley.  Y 
represalia  en  todo  ajena  al  deseo  y  a  la  intervención 
de  las  autoridades. 

A  nadie  se  le  violenta  ni  directa  ni  indirectamente 
para  que  abrace  la  fe  católica. 

/     Mucho  menos  se  obliga  a  los  padres  protestantes  a 
que  envíen  sus  hijos  a  la  Iglesia,  a  las  escuelas  públicas 
o  a  colegios  católicos.  Al  revés,  sean  extranjeros  o  es- 
pañoles, podrían  erigir  y  regir  colegios  privados  para 
;  educar  a  sus  hijos  según  sus  ideas  religiosas,  con  tal 
I  que  en  ellos  no  fueran  admitidos  católicos,  ni  de  ellos 
I  se  sirvieran  para  actuaciones  políticas  y  antinaciona- 
c  les,  ni  causaran  escándalo  alguno. 

/  Bautismos,  matrimonios,  entierros  en  sus  cemente- 
rios propios,  tienen  lugar  según  sus  ritos  y  bajo  la  di- 

I  rección  e  intervención  de  sus  respectivos  ministros,  conj 
todas  las  garantías  civiles  que  puedan  desearse.  | 
Por  lo  que  atañe  a  matrimonios  de  protestantes  con' 
católicos,  o  de  apóstatas  con  unos  u  otros,  no  existen 
en  España  otras  restricciones  que  las  impuestas  por  el 
Derecho  canónico,  interpretadas  de  acuerdo  con  la  San- 

K  ta  Sede. 

Así  que,  dentro  de  los  límites  señalados  por  el  Fue- 
ro de  los  Españoles:  que  se  eviten  las  ceremonias  y 
manifestaciones  externas,  los  protestantes,  lejos  de  ser 
perseguidos,  disfrutan  de  la  protección  estatal. 

Fuera  de  esas  limitaciones  en  materia  religiosa,  en 
realidad  urgidas  con  máxima  comprensión,  los  protes- 
tantes gozan  de  todos  los  derechos  civiles  y  aun  de  be- 
nevolencia de  sus  conciudadanos,  siempre  que  no  de- 
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muestren  su  mala  fe  y  se  abstengan  de  importuno  pro- 
selitismo. 

Esta  es  ía  verdad,  que  puede  comprobar  quien  lo 
desee,  y  de  hecho  han  comprobado  muchos  protestan- 
tes extranjeros,  entre  ellos  Mr.  Richards  (101). 

Para  los  protestantes  de  buena  fe  esta  situación  será 
molesta.  Pero  de  cuanto  hemos  dicho  se  evidencia  que 
hay  otros  valores  más  dignos  de  respeto  que  esa  buena 
fe:  el  derecho  de  una  sociedad  que  con  igual  buena  fe, 
y,  además,  con  plena  objetividad,  profesa  la  verdadera 
religión,  y  la  misma  voluntad  de  la  Iglesia  católica  que, 
a  lo  menos  hasta  el  momento  histórico  presente,  ha 
prescrito  y  prescribe  precisamente  esa  intolerancia,  no 
sólo  dogmática,  sino  práctica,  que  acabo  de  exponer, 
como  norma  del  Estado  en  un  pueblo  católico. 


(101)  Discurso  ante  el  Senado  de  Estados  Unidos.  Por  entero 
se  reproduce  en  Ecclesia,  n.  471. 
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tas,  y  nos  ofrece  en  esta  obra  una  ex- 
posición doctrinal  completa,  razonada 
y  vitalizada  por  la  atención  a  todos 
los  puntos  de  vista  de  los  más  repre- 
sentativos publicistas  coetáneos. 

Impresiona  gratísimamente  la  clari- 
dad y  el  vigor  dialéctico  con  que  el 
autor  propone  las  exigencias  de  la  doc- 
trina católica,  así  en  los  países  unifica- 
dos en  la  verdadera  religión,  como  en 
los  divididos  en  varias  confesiones;  y  no 
menos,  la  comprensión  con  que  distin- 
gue las  cuestiones  de  ideal  o  de  dere- 
cho de  las  de  hecho  o  hipotéticas.  Jun- 
to a  la  categórica  afirmación  de  lo 
que  es  indiscutible  va  el  respeto  a  las 
opiniones  razonables. 

Los  españoles  que,  por  pertenecer  a 
una  sociedad  de  unidad  religiosa  ca- 
tólica, viven  este  problema  según  nor- 
mas concordatarias,  no  pueden  hacer 
buen  papel  ante  la  crítica  de  escrito- 
res extranjeros  que  las  combaten,  si 
no  poseen  un  conocimiento  exacto  e 
ilustrado  de  las  razones  que  las  jus- 
tifican, y  no  están  capacitados  para 
valorar  los  argumentos,  así  de  los  unos 
por  la  restricción  de  la  espontaneidad 
religiosa  de  los  disidentes  en  un  país  ca- 
tólico, como  de  los  otros  por  su  desa- 
parición. 

Precisamente  este  sustancioso  libro, 
fruto  acendrado  de  serios  estudios  y 
diuturna  experiencia,  presenta  un  fun- 
damental análisis  de  esas  razones  y 
suministra  la  idea  clara  de  la  autén- 
tica libertad  religiosa,  tanto  en  sí  mis- 
ma como  en  sus  diversas  concreciones 
acomodadas  a  las  exigencias  de  la  rea- 
lidad, y  de  la  justa  intervención  del 
Estado  para  garantizarla. 
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